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Presentación 

Este libro recoge los resultados del trabajo desarrollado en el seminario 
internacional "La Región Andina y España: hacia una reformulación de 
sus relaciones", realizado en Quito durante los días 3 y 4 de marzo de 
20 1 0  bajo los auspicios de la Embajada de España/Agencia Española de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID), la Facultad Lati­
noamericana de Ciencias Sociales - Sede Ecuador y su Observatorio An­
dino de Política Exterior (OBANPEX). 

Los temas que se abordan en los apartados de este libro son política 
migratoria, cooperación al desarrollo, diálogo político y una propuesta de 
agenda de las relaciones España y América Andina, analizados por inves­
tigadores con trayectoria académica. 

Las aproximaciones parten de un énfasis empírico en el caso ecuato­
riano para el tratamiento de las relaciones España-América Andina. Se 
pretende tender un puente entre las definiciones del Estado español en 
materia de cooperación (específicamente en materia de gobernabilidad); 
las definiciones de política de las instancias gubernamentales andinas y la 
pluralidad de vertientes económicas y sociales que configuran la realidad 
de los países y que estructuran la relación. 

El libro que se pone a disposición de la comunidad académica y de las 
instancias de decisión técnica y política es una muestra adicional de las 
excelentes relaciones de cooperación de España con la Facultad Latino­
americana de Ciencias Sociales. 

Federico Torres Muro 

Embajador de España en Quito 
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Estudio introductorio: 
el Estado democrático en el centro 
de la cooperación 

Luis Verdesoto Custode* 

Nota previa 

El presente texto forma parte de una serie de dos libros que recogen los 
resultados del trabajo desarrollado en el seminario internacional "La Re­
gión Andina y España: hacia una reformulación de sus relaciones", reali­
zado en Quito-Ecuador durante los días 3 y 4 de marzo de 201 0, bajo los 
auspicios de la Embajada de España en Ecuador 1 Agencia Española de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID) y la Facultad La­
tinoamericana de Ciencias Sociales, sede Ecuador 1 Observatorio Andino 
de la Política Exterior (OBANPEX), instancia que, bajo la coordinación 
del embajador Francisco Carrión Mena, aspira a proporcionar una plata­
forma de encuentro y debate sobre los desafíos de la integración y para los 
estudios de política exterior en los países andinos. 

Este primer libro recoge, además de un estudio introductorio y un epí­
logo, las ponencias de corte más general, mientras que en el segundo libro 
se compilan las transcripciones de las intervenciones cuya referencia es 
más puntual y nacional. 

La relatoría recogida en el segundo libro se ha organizado en seis partes: 
Unión Europea, planteamientos generales, casos nacionales, migraciones, 
comercio y cultura. La evidente heterogeneidad responde a la complejidad 
y amplitud temática de la cooperaCión analizada. Los textos recogidos son: 

luisverdesoro@yahoo.�om 
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Luis Verdesoto Custode 

una "Introducción" (Luis Verdesoto) , "La presidencia española de la Unión 
Europea: su visión hacia América Latina'' (Ricardo Peidró Conde), "De la 
subsidiariedad emocional al diálogo entre pares" (Ana María Sanjuán), "La 
cooperación española en la Región Andina'' (Gustavo Pedraza) , "La década 
de oro de la cooperación internacional con España'' (Grace Jaramillo), 
"Descolonizando las relaciones Bolivia-España. Continuidades y cambios 
en los procesos migratorios actuales" (Alfonso Hinojosa/Germán Guaygua) , 
"De la apertura comercial y la liberalización de las inversiones a las nuevas 
formas de integración económica y productiva'' (Víctor Alvarez), "El dere­
cho a la movilidad espacial y la migración entre la Región Andina y España'' 
(Luis Eduardo Guarnizo), "El comercio entre España y la Región Andina. 
Análisis gravitatorio" (Rodrigo Madrazo García de Lomana), "Desarrollo 
cultural" (Fernando Vicario), "Cultura y desarrollo: España y los países 
andinos" (Luis Guillermo Lumbreras) y "La co-producción cinematográfi� 
ca como alternativa iberoamericana'' (Sebastián Cordero) . 

El material utilizado en el "Epílogo" se recogió durante mi permanen­
cia como profesor visitante en la Universidad Complutense de Madrid en 
abril y mayo de 201 1 .  Debo agradecer especialmente por las entrevistas 
concedidas por Elena Flores, ex senadora de las Cortes Generales, José 
Antonio Sanahuja, profesor de Relaciones Internacionales, Almudena 
Cortés, profesora de Antropología, y María del Carmen Villarreal, inves­
tigadora junior de la Universidad Complutense. Igualmente, debo agra­
decer las sugerencias recibidas de los profesores Ludolfo Paramio, Herí­
berro Cairo y Esther del Campo. El embajador de España en Ecuador, 
Federico Torres, formuló comentarios al estudio introductorio que reco­
nozco especialmente. Este volumen fue elaborado bajo la iniciativa, pri­
mero, de la profesora Grace Jaramillo y, posteriormente, de la profesora 
Beatriz Zepeda, coordinadoras del programa de Relaciones Internacio­
nales de la FLACSO, sede Ecuador. 

Itinerario del estudio 

Este estudio articula su propuesta de interpretación de la cooperación 
Región Andina-España en tres hipótesis. Inicialmente, reconoce la dife-
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rehcia entre dos bloques de países andinos por opciones de desarrollo 
frente a la globalización, pero que tienen en común el haberse constitui­
do en países de renta media, que han superado una necesidad o demanda 
de cooperación externa reducida solamente al apoyo de los ingresos de los 
bolsones más visibles de pobreza. A partir de allí, asume que la coopera­
ción no puede concebirse exclusivamente como inversión y su gama de 
intereses, aunque reconoce que el incentivo de esas formas mercantiles 
asienta la consolidación democrática, meta central de los países de la 
región en este período. Finalmente, sostiene que el horizonte estratégico 
para la cooperación es el apoyo a la construcción de un Estado de calidad, 
condición básica de la consolidación democrática, al estar en esta esfera la 
posibilidad de verificación contemporánea de la identidad. A partir de 
estos planteamientos, el estudio se conduce hacia otros tres campos. 

Propone un estado de la cooperación internacional para acercarse a la 
propuesta académica central. Esta consiste en que los países del grado de 
desarrollo de los andinos deben recuperar la capacidad hegemónica de sus 
Estados, esto es, de orientación de los comportamientos de los actores 
sociales y políticos. Para ello, la cooperación debe colaborar decisivamen­
te en la ciudadanización de los actores, condición de la consolidación 
democrática. 

Posteriormente, se busca, en una metodología de elaboración de agen­
das, las particularidades de una agenda de cooperación bilateral y regio­
nal, en que el componente bilateral (España) tiene un sustento suprana­
cional, mientras que el componente regional (países andinos) no ha logra­
do la formulación de una problemática común, regional, ni una decisión 
supraestatal. 

El estudio finaliza con un planteamiento de temas de trabajo acerca 
del Estado en los Andes, que hacen relación a la consolidación de la de­
mocracia y que pueden concretarse en áreas de cooperación de una refor­
mulada agenda España-América Andina, asentada en una identidad his­
tórica y de intereses actuales. 

1 1  



Luis Verdesoto Custode 

Algunas premisas 

Sanahuja (20 1 0a) utiliza tres conceptos que asientan a la política de coo­
peración de España. La identidad, los intereses y la solidaridad son las 
definiciones a través de las cuales el Estado español se relaciona interna­
cionalmente en materia de cooperación. Cada tema satisface a una ver­
tiente que conforma la vocación de ese Estado, soportada, a su vez, en el 

. público de ese país. Estas nociones se concretan en partes del mundo 
donde se verifican necesidades españolas concretas. Así, la identidad es el 
vínculo preferente con América Latina; los intereses, con Europa; y la 
solidaridad, con África (especialmente subsahariana). 

En la política de cooperación del Estado español confluyen burocracias 
(y políticas) en competencia, referidas a segmentos de su complejo institu­
cional -y de representación de intereses- de los ministerios de Economía 
e Industrias, y Relaciones Exteriores1• Refieren a posiciones que se privile­
gian según las opciones políticas vigentes en España. También, cabe desta­
car que se registran diferencias entre los aparatos españoles especializados 
en cooperación -con una visión dominante- y el Ministerio de Relaciones 
Exteriores -con una visión necesariamente más comprensiva-. Destacarlas 
permite comprender la cooperación y actuar frente a ella. 

Siguiendo a Sanahuja (20 1 0b) , para entender los sistemas de relacio­
nes y conflictos que se sobreponen, es preciso referirse a los instrumentos 
de la cooperación. Estos se privilegian en vínculo, por un lado, con opcio­
nes de política exterior asentada en intereses socio�políticos concretos 
internos representados por ella; y, por otro lado, con tendencias generales 
del proceso económico y de articulación externa de España, especialmen­
te de la economía empresarial. 

Las opciones políticas españolas vigentes también ajustan a las opcio­
nes de la cooperación (y su configuración como políticas de Estado), pues 
condicionan resoluciones que distorsionan las decisiones estratégicas del 
Estado o, en su defecto, asumen posiciones de difícil coherenci;e. La rela-

Similares articulaciones conflictivas están presentes en buena parte de los Estados desarrollados 
e incorporan a ritmos y visiones de la globalización. 

2 Es muy importante reconocer el peso que tuvo, para la terminación de la coalición conservado­
ra de gobierno, presidida por José María Aznar, el apoyo a las políticas norteamericams en lrak, 
que se tradujeron en una preferente atención de la cooperación. 
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ción entre opciones políticas y rumbos generales de la cooperación es 
clara. 

El lado privilegiado para el análisis de esta cooperación suele ser Es­
paña, como donante. El lado de los receptores, generalmente, es analíti­
camente débil. La falta de conocimiento profundiza su incapacidad para 
discriminar, en la práctica, al sistema de conflictos de la cooperación espa­
ñola y sus jerarquías. La salida 'fácil' frente a esta debilidad ha sido leer a 
la cooperación (española) desde una 'economía política' y explicarla desde 
los intereses de expansión del capitalismo. 

Este estudio introductorio adopta otra vía, más cercana a la compren­
sión de las diferencias de los 'segmentos' y 'actitudes' de la política exter­
na y de cooperación española, y más distante de la forzosa homogeneiza­
ción, que no permite actuar mucho. El presente trabajo tampoco quiere 
cerrarse sobre la apertrechada 'soberanía nacionalista' de algunos recepto­
res, que no comprende a las interacciones funcionales de la soberanía 
moderna. 

Nuestro principal planteamiento para entender y actuar en las relacio­
nes de cooperación entre España y América Andina es explorar en la con­
tinuidad de la línea de aproximación hacia los países de renta media3, 
especificando el momento de su consolidación democrática. Desarrollé­
maslo: al margen de consideraciones éticas, en el proceso de consolida­
ción democrática de América Latina destacan, por un lado, la 'larga' tran­
sición en convivencia con el autoritarismo, cuyo paradigma fue Chile, y 
que tanto le aproximó a España; y, por otro lado, aquellos países de 
reciente ingreso a la renta media del mundo y que, sin embargo, se en­
cuentran en constante posibilidad de retroceder, tanto en el desarrollo 
como en la democracia. Los países andinos apenas están liberándose de 
las 'anclas' de la extrema pobreza, especialmente de la imposibilidad de 
lograr el crecimiento apoyándose en formas ciudadanas modernas4• 

3 Cabe destacar la estrategia "ODM plus", que reconoce en América Latina la mayor brecha 
pobres/ricos, e incide sobre el acuerdo fiscal y la política social, las políticas contracíclicas y las 
capacidades reguladoras del Estado, y el mejoramiento de la competitividad para el acceso al 
mercado internacional. 

4 Excluimos de la discusión las hipótesis que asocian autoritarismo y desarrollo, y asumimos como 
única opción el logro del desarrollo económico en democracia. 
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América Andina tiene dificultades para superar el punto de equilibrio 
que permite la sustentabilidad del desarrollo y de la democracia. Sin em­
bargo, esta ruta puede tomar la dirección equivocada de la informaliza­
ción masiva (económica) y la transgresión aceptada (política) . La coope­
ración española -a diferencia de otras- ha colaborado, y colabora, en las 
dos áreas, aunque sin la estabilidad ni diversificación necesarias, especial­
mente en temas de gobierno e institucionalidad, digamos, cultura políti­
ca. Este estudio trata de mostrar que, además de los sistemas de conflic­
tos (y las consiguientes disyuntivas), es preciso profundizar en el conoci­
miento/deliberación/intervención en un campo de extrema intangibili­
dad y susceptibilidad: el Estado y las políticas públicas. Para superar el 
punto de equilibrio antes referido, es preciso que los países de América 
Andina logren una mejor calidad estatal . 

Ningún momento de las políticas domésticas de oferentes y deman­
dantes de la cooperación es el ideal. La inteligencia pública consiste, jus­
tamente, en reconocerlos y así optimizar las intervenciones. Los ritmos de 
las transiciones española y latinoamericana tuvieron evidentes puntos de 
convergencia, que permitieron, incluso, que España adquiriera un carác­
ter modélico para algunos países. Sin embargo, los Andes no entraron en 
ese intercambio, lo que no quiere decir que España haya dejado de tener 
una capacidad informativa e influencia en los procesos democráticos an­
dinos. Este estudio pretende evidenciar un momento estatal en los Andes 
que puede ser materia de cooperación. 

Los procesos democráticos andinos no deben ser mirados desde la 'es­
tética' de la reivindicación étnica, ni desde la supuesta (porque en ningún 
caso es conceptual) cercanía de los procesos socialistas español y del siglo 
XXI andino. Los procesos históricos -como el democrático andino- im­
plican una responsabilidad política de las instituciones internacionales y 
de la cooperación. Sin embargo, esta responsabilidad no debe confundir­
se con ciertas 'tendencias reprimidas' de la sicología colectiva frente a la 
discriminación y explotación étnica que ha habido en la historia. Estos 
complejos pueden apoyar a la 'seducción' de la opinión pública española, 
pero contrarían a la responsabilidad pública nacional e internacional en la 
consolidación de la democracia moderna. 
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Esta interrelación internacional y de cooperación inadecuada puede 
conducir hacia una lógica de 'chantajes'. Entre España y Bolivia existió un 
intercambio clientelar de comportamientos empresariales inadecuados y 
'compensaciones' materiales dispuestas al prebendalismo interno. El re­
sultado final fue una nueva forma de dependencia: del oferente que entre­
gó nuevas formas de 'espejitos' y 'chucherías' coloniales, y del demandan­
te satisfecho que garantizó la renovación de la dependencia. Este ejemplo 
de articulación subterránea y perversa ilegitimó la política de cooperación 
española ante su opinión pública y expulsó a la ciudadanía de la política 
de cooperación boliviana. 

Hemos establecido un principio de diferenciación -sana y transparen­
te- entre América Latina y América Andina, por el momento de su confor­
mación democrática. Tratamos de concretarlo en el análisis de la reconfor­
mación estatal en el Área Andina. Se resume como un rediseño inteligente 
(y adecuado a las actuales circunstancias) de la cooperación con América 
Andina, que se especifique en una agenda de construcción compartida. La 
metodología de esta agenda no debe allanarse a la interestatalidad ni a la 
centralidad, sino que debe asumir sus aspectos de sociedad y descentraliza­
ción, matices diferenciadores de la cooperación española5.De este modo, 
también se puede 'localizar' en la agenda tanto los intereses económicos 
como otros temas 'duros', sin que sean ajenos al desarrollo y a la democra­
cia. Así, la agenda tampoco tiene como exclusiva referencia al donante, sino 
que debe evitar una actitud meramente reactiva del receptor6• 

Los países de renta media de América -los andinos en especial, pese a 
su diferencia en dos bloques- prestan especiales condiciones para buscar 
armonías entre política exterior y política de cooperación; entre política 
de cooperación y política de inversiones; entre valores y pragmatismo 
comercial y de inversiones; ·y entre la coyuntura política y de inserción 
política/comercial, y las políticas de Estado. La línea de continuidad más 

5 La cooperación descentralizada española, que muchas veces carece de coherencia en la oferta de 
las diversas comunidades, no debe confundirse con el apoyo a los procesos de descentralización 
y autonomía que, a su vez, precisan de un amplio conocimiento del 'derecho autonómico' en 
gestación. 

• 

6 En este estudio hemos optado por mostrar vías proactivas de replanteamiento conceptual y 
temático de la agenda España/ Andes, evitando la reducción del desarrollo a la materialidad con­
vencional. 
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aparente de la cooperación española parece definirse en torno a la demo­
cracia y a una preferencia latinoamericana7• Esta línea puede mantenerse 
-fundamentalmente, de actor coadyuvante de la democratización- al 
margen de la diversificación de intereses españoles y que es fuente de con­
tradicciones e incoherencias de su política de cooperación. 

Sanahuja (20 1 0a: 13) recoge una matriz de planteamientos de 
AECID: 

[ . . . ] mejora de las políticas públicas; fortalecimiento del poder judicial y 
acceso a la justicia como servicio a los ciudadanos; seguridad ciudadana, 
entendida como bien público, a través de políticas de prevención de la 
violencia y apoyo a instituciones para acabar con la impunidad; mejora de 
la administración, fomentando un servicio civil profesionalizado, la capa­
cidad de planificación y elaboración de políticas públicas en el campo de 
la cohesión social, y el apoyo a las administraciones locales; y el apoyo a 
las instituciones democráticas, como los sistemas de partidos, la concer­
tación y el diálogo social, los procesos constituyentes, los derechos huma­
nos y las oficinas de los defensores del pueblo, y el empoderamiento de 
las organizaciones sociales. 

La visibilidad de los Estados burocrático-autoritarios de América Latina 
se perdió junto con la redemocratización. Sin embargo, las democracias 
latinoamericanas navegan sobre amplias inconsistencias en sus mecanis­
mos de responsabilidad, el diseño de sus instituciones, culturas despóticas 
y ciudadanías incompletas, entre otras características. La opacidad de las 
dictaduras, pero también la visibilidad de las inconsistencias democráticas 
hacen necesarias nuevas formas de colaboración internacional. Quizás 
menos 'heroicas' que las demandas democráticas ami-dictatoriales (que se 
hicieron sin afectar los principios de no intervención), y más efectivas, 
entendiendo la 'no intervención', en su forma actual, como legítima co­
laboración con el funcionamiento democrático de los países receptores. 

Este paso de la cooperación política 'heroica' a la 'cotidiana' solamen­
te es posible desde la multidimensionalidad. Esto es, no se puede suponer 

7 Este reconocimiento es de doble vía, lo que permitió a España desempeñar un papel relevante 
en el logro de la paz en Cenrroamérica. 
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que el paso siguiente en la redemocratización de América Latina/Andina 
se reduzca a la inversión económica, ni a la intervención en los bolsones 
de vulnerabilidad social. El carácter 'interesado' o 'solidario', en su caso, 
debe referir a una 'política de intereses' o a la 'eticidad' del Estado y la so­
ciedad española que, en ningún caso, son ilegítimos. La transición demo­
crática latinoamericana/andina se completa en una consolidación demo­
crática autogobernada, que se produce solamente bajo el incentivo al 
desarrollo y al fortalecimiento del Estado (instituciones), la sociedad 
(identidades) y la economía (mercados) . 

Antes de formular una conclusión parcial, cabe hacer un paréntesis 
para destacar la importancia de la relación comercial que, como todo flujo 
de factores económicos y no económicos, permite afianzar y dar conteni­
do a las relaciones entre partes. Es preciso hacerlo, más aun cuando sos­
tenemos que solamente una relación sinérgica entre Estado, sociedad y 
mercado, fortalecida y fortalecidos los actores, asentará la consolidación 
democrática, línea de relacionamiento España/Región Andina, como la 
que sugerimos. Mientras más fluida sea la relación comercial -es decir con 
más capacidad de exportar valor agregado e importar calidad para satisfa­
cer necesidades- asentará mayores beneficios, más allá de los económicos. 

Es necesario sincerar a la política de cooperación como parte de la 
política de intereses de un Estado para concluir esta parte. La preferencia 
latinoamericana de España debe estar relacionada con los intereses estata­
les de las dos partes. Esto incluye, además, a la identidad cultural y sus 
manifestaciones en el plano de los intereses. Una política de cooperación 
española que no asuma los intereses, entre ellos la identidad, no podrá tra­
bajar con sus 'fantasmas' coloniales. Estos espectros, al no ser reconocidos 
en el plano de los intereses actuales, impiden un tratamiento fluido de la 
cooperación y de sus cuestiones duras. De ello podría deducirse un inte­
rés español más claro en la modernización -económica y política- de 
América Andina -uno de los tres principales donantes de trabajadores 
migrantes a España-, más allá del exclusivo subsidio a la extrema pobre­
za, paliativo sin sustentabilidad. 
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Una 'cuestión dura': la migración 

El conjunto de relaciones y fenómenos que surgen con las migraciones 
plantea la necesidad de políticas públicas innovadoras en los Estados de 
origen y destino, pero que fundamentalmente soporten nuevas legitimi­
dades internacionales, difícilmente reconocidas en común por las partes. 
La gama de intereses que se despliega con las migraciones es tan grande 
como las susceptibilidades ideológicas que se tocan, lo que dificulta espe­
cialmente la ubicación de la corresponsabilidad. Los Estados del norte tie­
nen una larga historia de emisores y receptores de migrantes internacio­
nales, que dificulta una lectura transparente y constructiva. Y los Estados 
del sur, antes acostumbrados a migraciones internas, construyen también 
dificultosamente su demanda, como un proceso de iguales 'realistamente' 
ubicados en las relaciones globales de poder. 

Las migraciones juegan un rol importante en la modernidad españo­
la; se construyen muchas acciones y reacciones ante los nuevos procesos 
desatados por las mismas, y fluyen actitudes contradictorias de política 
pública, que, sin embargo, están rodeadas, cada vez, de un 'mejor' cono­
cimiento del hecho, originado en las dos partes. El fenómeno migratorio 
a España desde Latinoamérica tiene creciente importancia, por lo que su 
jerarquía temática en esas relaciones internacionales también incrementa 
su significación. Es un foco 'duro', de interés bilateral, por los costos (en 
la producción española y en la reproducción de los migran tes) y el impac­
to en el público, así como por la relevancia política en los países latinoa­
mericanos, ya que se trata de un acontecimiento social ampliamente legí­
timo como cuestión pública y como factor de clientelismo político. Aun 
así, no se puede dejar de reconocer que crea dificultades en la concepción 
tradicional de la cooperación para el desarrollo. Así, soportada en el inte­
rés bilateral, la migración impacta en la agenda internacional, imponien­
do una agenda de derechos (ciudadanía universal) y de garantías (en los 
Estados donantes y receptores de población) . 

Situados los tres factores, grados de legitimidad internacional e intere­
ses de origen y destino, el tema es cómo asumir esta cuestión pública sin 
reducirla a las asimetrías del poder. Esto es, asumir el tema mediante la 
deliberación y el diálogo. Y, obviamente, en este punto el rol estatal es in-
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soslayable. Esto es, el Estado fija dominios de soberanía política, pero 
asentada en una cada vez más amplia movilidad de factores económicos, 
incluyendo, además de la movilidad del trabajo, la movilidad de sus pro­
ductos: las remesas8• 

El Estado español emite signos de alguna apertura frente a un eventual 
alineamiento en políticas generales migratorias del mundo desarrollado 
que, en general, han seguido un patrón de uniformidad. Cortés (20 1 0) nos 
muestra cómo el modelo migratorio español ha seguido una ruta sinuosa, 
la que probablemente exprese la necesidad misma de conciliación de inte­
reses y posturas, incluyendo a los migrantes. Desde la óptica ecuatoriana 
-que es la más importante en el contexto andino-, no es difícil sostener 
que esta definición/indefinición debe haber impactado en la migración 
ecuatoriana hacia España, tanto como en la 'sedentarización' de esos mi­
grantes; y, obviamente, en la necesidad de que la política exterior ecuato­
riana en materia de migración reconozca dentro de su ámbito a las múlti­
ples redes sociales y económicas creadas por los ecuatorianos migrantes a 
España, y no se reduzca solamente a la utilización de la nostalgia. 

Aún quedan por despejarse muchas determinantes de la migración 
ecuatoriana hacia España, para seguir con este caso que es ejemplar. Cierta­
mente, Cortés (20 1 0) muestra España con una especial disposición para 
recibir migración externa, lo que se concreta en hechos tales como haber­
se constituido, hacia 2009, en "el octavo país del mundo con mayor pro­
porción de inmigrantes (legales) , lo que representa un 14, 1 %  de la pobla­
ción total del país" (Cortés, 20 1 0: 42) . Dentro de esta tercera ola de migra­
ción a España, desde la década de los noventa, protagonizada por latinoa­
mericanos, Ecuador representa la comunidad más importante, con 442 
1 14 personas, excluyendo a ilegales y a quienes recibieron la nacionalidad. 
Adicionalmente a la crisis bancaria que generó una corriente migratoria 
ecuatoriana, queda pendiente investigar, con mayor precisión, la orienta-

8 Las remesas representan un excedente de aira significación para Ecuador, pues constituyeron 
-con precios menores a los del petróleo- un 'sustituto' de la política social en sectores altamen­
te vulnerables. En situaciones de constricción del mercado laboral, la migración internacional 
es una excepcional 'válvula', que, además de bajar la presión interna y facilitar la reproducción 
familiar, exonera temporalmente al Estado de obligaciones ante la caída súbita de ingresos. Esta 
visión suele sesgar, además, una medición de los costos de la expulsión de trabajadores migran­
tes con algún nivel de calificación, los que 'cuestan' a la sociedad ecuatoriana como conjunto. 
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ción hacia España, además de las 'facilidades' que representaron la falta de 
visa, el idioma, las posibilidades de regularización residencial y la deman­
da de trabajo poco calificado. Probablemente deban localizarse nuevos fac­
tores explicativos en este campo -el de la demanda española9• 

Cabe señalar que los saldos migratorios de Ecuador han caído notable­
mente entre 2004 y 2008, en relación al período 2000-2003, y mucho 
más entre 2009 y 20 1 O. Probablemente, debido a la crisis de los países del 
norte. En relación a España, el saldo se torna negativo en el primer semes­
tre de 2009 (Cortés, 20 1 0) .  Obviamente, este dato muestra un posible 
retorno de migrantes asociado a la crisis laboral española, que afecta espe­
cialmente a los extranjeros, cuya tasa de desempleo oscila en torno a una 
tercera parte. Estas cifras anuncian, a su vez, la necesidad de que los dos 
Estados, el español y el ecuatoriano, conozcan y atiendan, en profundi­
dad, las características tanto de los nuevos flujos migratorios como de las 
redes creadas. 

Tendencias de la cooperación internacional para el desarrollo10 

A continuación contextualizamos algunos temas de esta introducción, 
acudiendo a las tendencias más generales de la cooperación mundial para 
el desarrollo. Naciones Unidas ha propuesto innovaciones en tres áreas de 
la cooperación internacional: asistencia para el desarrollo, comercio inter­
nacional y seguridad (PNUD, 2006) . Las cifras muestran que mientras 
aumenta sustantivamente el ingreso per cápita mundial, la ayuda per cá­
pita disminuye. Esto significa que los beneficiarios de la globalización no 
comparten sus ganadas. 

La asistencia para el desarrollo debe ser entendida como una inversión 
en desarrollo humano, que debe contener metas mensurables acordadas 
por el donante y el receptor, articuladas a un modelo de desarrollo que 

9 Sin embargo, la composición de género por ciudad de los migrantes iniciales a España (Cortés, 
201 O) genera la necesidad de una explicación más compleja. 

1 O Estos párrafos se remiten a la investigación inédita de Luis Verdesoto (2007): La cooperación 
internacional y el SNV en el Ecuador. 
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combine adecuadamente la redistribución con el crecimiento. Los 'déficit 
crónicos' de cooperación deben ser comprendidos y tratados también 
desde esta perspectiva. 

El intercambio económico internacional debe ser un estímulo impor­
tante al crecimiento, pues es un 'catalizador' de desarrollo humano. Las 
oportunidades mundiales y nacionales para la definición y redefinición de 
las condiciones de ese intercambio se han modificado sustantivamente. 
Sin embargo, la inclinación es hacia una creciente oposición a compartir 
los beneficios de las nuevas tendencias del comercio internacional. Los 
conflictos afectan a la base misma de la existencia individual y colectiva, 
y anulan los progresos en el desarrollo humano. La seguridad y las opor­
tunidades están interconectadas. 

Las corrientes actuales de la cooperación internacional tienen defini­
ciones precisas. La asistencia debe proveerse en cantidades suficientes, 
debiendo ser proporcional al déficit de financiación. La entrega debe efec­
tuarse sobre una base predecible, y tener un bajo costo de transacción y 
una adecuada relación entre calidad y precio. Una ayuda eficaz exige un 
'sentido de propiedad' de parte del país (PNUD, 2006). 

La relación entre calidad y precio está en cuestión. Además, es preciso 
que la cooperación deje de ser condicionada11 y se funcionalice según las 
necesidades financieras de los países, esto es, según sus estrategias de lucha 
contra la pobreza12• La asimetría de obligaciones entre donantes y recep­
tores es extrema13• Los segundos tienen procedimientos, condiciones y 
metas que cumplir (de desarrollo y presupuestarias), mientras que los pri­
meros no y, además, manejan arbitrariamente la calidad. 

Naciones Unidas sugiere un menú de temas de reforma en la coopera­
ción: establecer un programa de trabajo (y cumplirlo) para que la relación 
ayuda-INB sea de 0,7% (hasta el 20 1 5) ;  entregar financiación plurianual 

JI "[ .. . ] atar la ayuda al suministro de insumos y servicios por parte del país donante en vez de 
permitir que los receptores de la ayuda los adquieran en el mercado abierto, este tipo de ayuda 
reduce el valor de lo que se paga" (PNUD, 2006: 9). 

12 "La reticencia de los donantes ante el uso de sistemas nacionales incrementa los costos de 
transacción y debilita las capacidades del país receptor" (PNUD, 2006: 9). 

13 "Como en cualquier alianza, ambas partes tienen responsabilidades y obligaciones. Los países en 
desarrollo tienen la responsabilidad de generar un ambiente donde la ayuda pueda rendir resulta­
dos óptimos y los países ricos tienen la obligación de cumplir sus compromisos" (PNUD, 2006: 8). 
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previsible que se implemente a través de programas gubernamentales; ra­
cionalizar la condicionalidad; y terminar con la ayuda condicionada. La 
reforma de la cooperación se ve impedida, no sólo por un flujo insuficien­
te, sino por la imprevisibilidad. Las ofertas se pierden más allá de la 
coyuntura que las justificó14. 

La Declaración del Milenio es el nuevo acuerdo internacional de la 
cooperación para el desarrollo que, sin duda, es un avance en la fijación 
de metas concretas de desarrollo social15 ,  y, consiguientemente, suscepti­
bles de seguimiento. ¿Cómo modificar la estructura de los costos de tran­
sacción?16 ¿Cuál es la capacidad de los países en desarrollo para absorber 
un incremento de la cooperación al desarrollo? En el caso de este estudio, 
es evidente el crecimiento absoluto de la cooperación para el desarrollo y, 
al parecer, en los Andes han sido pocas las situaciones de incapacidad para 
absorber esta oferta. 

. 

La optimización de la cooperación implica simplificar la gestión y ase­
gurar flujos constantes y previsibles, sin condiciones. Es preciso reevaluar 
los costos de la consecución de los Objetivos de Desarrollo del Milenio . � 
(ODM) y asegurar su cumplimiento a los receptores . 

Los nuevos modos de concebir la ayuda son económicamente viables y al­
canzables. El punto de partida es que donantes y receptores se pongan de 
acuerdo respecto de una evaluación de necesidades financieras que iden­
tifique los requisitos de ayuda para cumplir los ODM. Por su parte, los 
donantes deben asegurar una financiación previsible y plurianual que 
satisfaga estos requisitos; los países en desarrollo, por su lado, deben ins­
taurar las reformas que optimicen la rentabilidad de la ayuda, pues supe-

14 Ecuador y Perú son 'víctimas' evidentes de la 'sobreoferta' de cooperación que respaldaría el 
desarrollo de las zonas de frontera en el posconflicto entre estos dos países. La magnitud verifi­
cada de la ayuda evidencia el interés político que exisría en lograr la terminación del conflicto 
antes que el desarrollo estable de las zonas más afectadas. 

15 Ingresos, educación, género, enfermedades infecciosas, y agua limpia y saneamiento . .  
16 La complejidad de la gestión de la cooperación para el desarrollo genera volatilidad e imprevi­

sibilidad. 
1 7  Tema muy importante para los donantes a las multilaterales como España en este tema. En espe­

cial es necesario contar con indicadores comparativos de eficiencia de los canales de cooperación 
multilateral o bilateral en los ODM. 
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rar las restricciones en cuanto a capacidades en los países receptores es un 
asunto de importancia vital (PNUD, 2006: 85). 

La calidad de la asistencia técnica es variable y tiene diferentes patrones 
de asignación financiera. Los recursos no fluyen directamente hacia las 
áreas prioritarias y su magnitud supera a las necesidades de financiación, 
inmediatas y visibles, para la consecución de cada ODM. 

Por un período, el 'ambiente normativo' en el país receptor se convir­
tió en el paradigma de la cooperación. Así, un país calificaba para la recep­
ción de cooperación solamente a condición de contar con un grado de li­
beralización y apertura económicas. Esta pretensión selectiva, y a la vez 
'premio' a la reforma liberalizadora,.fue contrarrestada con la evidencia de 
que la ayuda también era eficaz con "ambientes institucionales menos fa­
vorables" (PNUD, 2006: 1 02) . 

La conclusión es que la idea de un 'ambiente normativo' adecuado 
permanece, pero sin un contenido preciso relacionado al Consenso de 
Washington. Respecto de la cooperación, tiene sentido también formular 
una correlación entre instituciones y desarrollo, así como entre coopera­
ción e instituciones 'buenas'18 y 'malas'; las primeras acercan al país a una 
eficiente utilización de la cooperación para el desarrollo, mientras que las 
segundas lo alejan19• 

Existe una fuerte contradicción entre la pretendida y reconocida nece­
sidad de que los países receptores cuenten con mayor control sobre el des­
tino de la cooperación, por un lado, y, por otro lado, la condicionalidad 
a través de la influencia en las políticas públicas. La contradicción termi­
na esterilizando los dos esfuerzos y, finalmente, reduce la eficacia de la 
cooperación. 

La armonización de la cooperación no es sencilla, básicamente, por 
limitaciones de los donantes. Pero también por la incapacidad de los re­
ceptores para formular estrategias. Asimismo, la solidez del sistema de 
finanzas públicas de los receptores permite que los donantes puedan ubi-

18 Se refiere a instituciones de calidad. 
1 9  De este modo, se vuelve crucial la evaluación de calidad de las instituciones de los países recepto­

res. Deben aproximarse la capacidad institucional y la necesidades de financiamiento de la coope­
ración. 
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car fondos en apoyo al presupuesto nacional, si este se destina hacia obje­
tivos precisos y contemplados en los objetivos de la cooperación. De este 
modo, se aumenta la previsibilidad. 

Sin embargo, este puede no ser el único mecanismo. Si existe un 
acuerdo internacional para el cumplimiento de los ODM y se pueden 
hacer esfuerzos para orientar la planificación hacia ellos, es necesario que 
los donantes correspondan con previsión en los flujos de fondos, montos 
correspondientes y condicionalidades concordantes con los objetivos asu­
midos por el receptor. Los donantes deben aceptar que el compromiso 
con los objetivos (los ODM, por ejemplo) implica la modificación de 
procedimientos. Entre ellos, los más importantes son formular financia­
mientos de mediano y largo plazo, y flujos reales de fondos que no sean 
solamem:e manejos contables. 

Finalmente, Naciones Unidas propone que, para mejorar la calidad de 
la cooperación, es necesario un alineamiento de los flujos de ayuda con 
las prioridades nacionales; apoyo presupuestario; reducción de la cantidad 
de misiones; utilización de los sistemas de adquisición y gestión financie­
ra pública de los países; previsibilidad y estabilidad; y transparencia. 

La cooperación en los Andes 

Entre los países andinos, durante la primera mitad de este siglo, Bolivia 
recibió el mayor volumen absoluto y relativo de cooperación para el desa­
rrollo de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE). En la actualidad, Bolivia mantiene el primer lugar como recep­
tor de la cooperación dentro de los países andinos, pero disputa esta ubi­
cación con Nicaragua. 

Frente a lo anterior, a excepción de Venezuela, Ecuador se encuentra 
entre los receptores de cooperación de la OCDE detrás de Bolivia, Perú y 
Colombia, en el primer quinquenio del siglo. Ecuador figuró entre los diez 
receptores de ayuda de la OCDE (en 2004 estuvo en el puesto diez), siem­
pre detrás de Bolivia y Perú, y desde 2005 también de Colombia. La decre­
ciente importancia de Ecuador como receptor de esta cooperación se debe a 
una caída significativa del volumen total de cooperación entre 2002 y 2004 . 

. 
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Lo anterior nos permite afirmar que Ecuador pierde importancia rela­
tiva y absoluta como receptor de cooperación en América Latina. En 
general, Nicaragua, Bolivia, Colombia y Honduras crecen en los volúme­
nes de cooperación recibida; mientras que es menor la caída de Perú, 
Guatemala y El Salvador, y es significativa en los casos de Brasil y Ecua­
dor. Se puede colegir que esto se da por el peso que tienen las particula­
res coyunturas políticas de los países y, en el caso de Ecuador, también por 
la menor espectacularidad de su crisis nacional, siendo, a la vez, mayor la 
expectativa que representa la coyuntura económica de crecimiento por la 
que atraviesa. Ecuador recibe apenas el 2,34% de la cooperación de la 
OCDE de América Latina. 

Los lineamientos generales se resumen en una propuesta del Instituto 
Ecuatoriano de Cooperación Internacional (INECI), que plantea que los 
conceptos claves de la Curribre ODM+5 son la apropiación (de parte de 
los países y organismos firmantes de esta declaración) ; la armonización (de 
las políticas e instrumentos de los mismos donantes) ; la alineación (orien­
tación de la Ayuda Oficial al Desarrollo -AOD- hacia las políticas, estra­
tegias y prioridades de desarrollo, así como hacia los sistemas de los mis­
mos países que reciben la cooperación) ; los resultados (orientación más 
estricta de la AOD hacia impactos verificables); y la mutua responsabili­
dad (entre los países cooperantes y los países que reciben la cooperación) . 

La cooperación tiene como organizador principal de su intervención al 
cumplimiento de los ODM. Los instrumentos nacionales más importantes 
a lograr son estrategias de desarrollo consistentes y operativas, que alineen 
a la cooperación y establezcan los alcances de la responsabilidad comparti­
da. Para ello, se debe redoblar las capacidades de los aparatos de planifica­
ción en todos los niveles de gobierno de los países. Parte de las estrategias 
de desarrollo debe consistir en el incremento de las capacidades institucio­
nales para la planificación y el manejo de la cooperación. 

A su vez, las medidas deberán racionalizar la cooperación, logrando, 
inicialmente, la eliminación de esfuerzos duplicados y los compromisos 
de los países y de la cooperación para acciones precisas. La fijación de in­
dicadores de desempeño, transparencia y responsabilidad, mutuamente 
acordados, tiene un alto valor, así como la definición de compromisos de 
gestión de las finanzas públicas. 
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Los compromisos de la Declaración de París, en su esencia, impulsan 
el liderazgo del receptor en los temas del desarrollo, el mismo que se ex­
presa, por un lado, en la operatividad de las propuestas (especialmente a 
través de los presupuestos); y, por otro lado, en la construcción colectiva 
de la propuesta de desarrollo y cooperación. 

El l iderazgo debe verificarse como alineación de la cooperación al de­
sarrollo. Por una parte, la definición de "estrategias de país", que es un or­
den para los instrumentos de la cooperación. A su vez, la cooperación 
supone un apoyo para las estrategias de desarrollo y para las condiciones 
de su verificación. Y por otra parte, la cooperación debe finalmente tener 
un marco único de condiciones que vinculan al financiamiento. 

Mientras el receptor genera capacidades diagnósticas y de evaluación 
fiable y aceptable, los donantes deben aceptar los sistemas nacionales para 
la cooperación, evitando toda posible inflación de procedimientos y apa­
ratos. 

Los compromisos público-privados son centrales para la inversión y la 
movilización de recursos nacionales e internacionales. La conformación de 
sistemas transparentes de gestión de las finanzas públicas implica que el 
apoyo a las finanzas nacionales sea visible en la ejecución presupuestaria. 

Finalmente, es muy importante el reforzamiento institucional de la 
democracia, en especial del papel de los parlamentos en la asignación pre­
supuestaria y en la evaluación de la calidad del gasto. A su vez, es impres­
cindible reforzar todas las cualidades gubernamentales de todos los nive­
les de gobierno. La condición es que la cooperación para el desarrollo ac­
túe mediante parámetros predecibles y desligados. 

Algunas reflexiones sobre estas tendencias 

La cooperación internacional se ubica, a través de sus diferentes modali­
dades, en rubros muy diversos. La inversión social de la cooperación 
internacional suele ser muy importante. Un Estado que 'descarga' la 
inversión social en la cooperación internacional muestra la pérdida de una 
responsabilidad pública fundamental, esto es, ordenar los procesos nacio­
nales en función de las necesidades de su población. La cooperación exter-
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na debe tener lugares precisos en la política pública. Insistimos en que en 
este estudio introductorio asumimos que ese lugar estratégico es la coope­
ración en torno al fortalecimiento del Estado y la política pública como 
condición de la consolidación democrática. 

La capacidad de un país receptor de cooperación puede ser medida en 
términos económicos, pero, y fundamentalmente, debe calcularse desde la 
administración de las consecuencias políticas de esa capacidad o incapaci­
dad económica. Es decir, la disponibilidad de excedente y otros elementos 
del desarrollo verifica la soberanía, en especial, la posibilidad de orientar 
los comportamientos de la población a través de la política pública, y de 
mostrar ante la ciudadanía el esfuerzo público para responder a las deman­
das, junto con la capacidad estatal de ordenar el desarrollo. Como se puede 
ver, la propuesta con que se inicia esta introducción es la de reivindicar la 
necesidad de fortalecer a un 'Estado democrático' en los Andes, como veri-

. ficación del ejercicio soberano de recepción de cooperación. 
Así, la capacidad de un país es el equivalente a la capacidad pública para 

organizar su funcionamiento grupal y dirigirlo hacia los objetivos estraté­
gicos que determine el colectivo. Esta disposición hegemónica -de orien­
tación de comportamientos colectivos- sustenta la disponibilidad que 
tiene cada sociedad para definir de modo pacífico y sustentable la orienta­
ción de su desarrollo. Si un Estado pierde o cede la responsabilidad del 
gasto -por ejemplo social- pierde, a su vez, la capacidad hegemónica de 
orientación de la sociedad. Esta pérdida deviene en incapacidad de pro­
ducción de legitimidad y debilitamiento de la autoridad. De este modo, 
sustentamos que la cooperación externa española no puede reducirse a las 
subvenciones sociales, sino que, por la actual situación de la consolidación 

ft' ': .. 
democrática, d��iqirfgirse hacia el fortalecimiento estatal. 

Dicho desd�':Búb ángulo, un país con capacidad para tener una visión 
acerca de sus horizontes es capaz de demandar democracia interna e inter­
nacional. La posibilidad de demandar democracia internacional puede 
significar, entre otros elementos, una cooperación internacional alineada 
a los objetivos de desarrollo, entendiéndolo en su amplia acepción, eco­
nómica, social e institucional. 

La '¿pacidad hegemónica' de un país, en materia de cooperación, im­
plica sustentar, desde el plano interno y desde consensos sólidos, su arti-
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culación internacional como despliegue de iniciativas y búsqueda iguali­
taria de oportunidades internacionales. La conciencia pública a través de 
un Estado sólido permitirá conformar una visión de país desde la organi­
zación de su demanda y desde los horizontes estratégicos que está dispues­
to y capacitado para desplegar. 

Existen varios niveles de responsabilidad: corresponsabilidad interna­
cional en el desarrollo; responsabilidad nacional en formulación y ejecu­
ción de la política pública; y corresponsabilidad nacional e internacional 
en la institucionalidad de lucha contra la pobreza. En consecuencia, los 
grados de responsabilidad y corresponsabilidad nacional e internacional 
se ejercen desde las capacidades públicas de orientación de los acuerdos 
acerca del desarrollo y de la posibilidad de presentarlos como demanda de 
alineación de la cooperación internacional. La demanda de cooperación 
internacional -reembolsable y no reembolsable- implica distintas articu­
laciones internas de responsabilidades de desarrollo. El supuesto de este 
análisis es que el desarrollo del país es una responsabilidad fundamental­
mente nacional, específicamente, de las decisiones sobre política pública. 
Pero, también es una corresponsabilidad internacional, por las articula­
ciones globales que han conducido a la situación presente, desde una larga 
historia de dependencia y de transferencia de excedentes. 

Sin embargo, es preciso, por un lado, que se discrimine la evaluación 
de la incidencia de cada tipo de cooperación en el desarrollo nacional; y, 
por otro lado, que se determinen los logros y limitaciones del desarrollo 
social ecuatoriano, que es imputable a cada tipo de cooperación, especial­
mente en el caso del desarrollo social. Obviamente, debe ser un análisis 
dinámico del país frente a la evolución internacional y nacional. 

Asimismo, es importante que el análisis comprenda un modelo cau­
sal respecto de los resultados del desarrollo. Por una parte, se trata de 
establecer consecuencias positivas y negativas de la inserción naCional en 
los procesos desatados por la globalización y, ulteriormente, las conse­
cuencias nacionales de los procesos internacionales. Por otra parte, es 
importante aislar, en la medida de lo posible, la incidencia de las políti­
cas nocivas de origen nacional e internacional en los resultados en el de- . 
sarrollo nacional. De esta manera, podrá evitarse un análisis maniqueo 
que se reduzca a las vulnerabilidades externas (y la necesidad de condi-
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ciones de protección frente a la deuda y a las exportaciones, por ejem­
plo), y la necesidad de calificar, desde juicios de valor, la articulación 
internacional como premura. 

La cooperación internacional debe entrar en la redefinición de la 
visión de país, desde la orilla de la articulación internacional. El tipo de 
país (según tamaño, densidad, composición, fortalezas, vulnerabilidades, 
etc.) debe, además, contemplar la articulación internacional que repre­
senta la cooperación como demanda y como diseño del mismo. Obvia­
mente, la cooperación internacional se remite al conjunto de actores del 
desarrollo que, articulados, forman una estructura de país. La totalidad 
de los actores políticos, sociales, territoriales, públicos y privados son 
interlocutores activos de la visión de país que se persigue y, consiguien­
temente, de la demanda de cooperación. Esto implica una innovación 
metodológica en las estrategias de cooperación, que no solamente actú­
an sobre los actores vulnerables, sino también sobre el conjunto articu­
lado de responsables del desarrollo. 

En el pasado, la cooperación, especialmente la destinada hacia los más 
pobres, actuó con base en una matriz: la defensa de los actores sociales 
vulnerables ante el mercado, mediante la instalación de barreras económi­
cas o facilitando procesos de articulación. En todo caso, la tendencia 
actual es 'reconocer' la pertinencia del mercado en el sostenimiento de 
esos actores económicos, para los cuales se busca una articulación sin des­
ventaja y/o la necesidad de formas de protección social a los actores más 
afectados por los procesos de apertura y liberalización, para evitar la pau­
perización extrema. Esto representa un importante paso, que es entender 
el mercado y los mercados como 'piso' del funcionamiento de la demo­
cracia, en el sentido que garantizan 'flujos' de los factores económicos y 
de los soportes sociales de la democracia. 

En los dos casos (lograr una articulación exitosa con el mercado o una 
protección eficiente de la extrema vulnerabilidad), la cuestión pendiente 
es: ¿hasta dónde la conformación del sujeto social -meta perseguida por 
algunas versiones del desarrollo y por la cooperación- es una forma trun­
ca e insostenible? Dicho de otra forma, mientras no se consiga que los 
sujetos sociales meta se conformen como sujetos de la democracia, es 
decir, como ciudadanos, seguramente se habrá logrado sostener un actor 
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social frente al mercado, pero no se habrá desatado un proceso sostenible 
cuya base sea la conformación ciudadana de los sujetos sociales. 

Proteger a los sujetos ante el merddo o apoyarlos a una articulación 
exitosa es una opción que robustece ('ergorda')20 a los actores pero 'evita', 
o al menos no culmina, su inserción e? los procesos más vastos, esto es, 
la ciudadanización del quehacer social' y la inserción en la agenda más 
amplia del desarrollo. El tema central\ es cómo los actores subalternos 
pasan de 'actores del mercado' a 'ciudad*nos' . Es decir, sujetos de derechos 
y operadores o usuarios de acuerdos ins:titucionales. 

Evidentemente, optar por la línea d� la ciudadanización de los recep­
tores de la cooperación y el desarrollo irpplica, a su vez, buscar una nueva 
relación de la cooperación y el desarrollo con la equidad. Tratar el tema 

1 
de la desigualdad, en un país de persisternte desigualdad de ingresos, im-
plica también buscar las formas altern�tivas de desestructuración de la 
misma. Existen vías abiertas, como el género, la etnia o la edad, y la posi-1 
bilidad de abrir otras vías relativas a la 1garantía pública de los derechos 
con base en la aceptación de un acuerdb de gobernabilidad y de fortale­
cimiento estatal21• Solamente preservar a ilos actores de las lógicas del mer­
cado puede convertirse en una forma de perpetuación de los comporta­
mientos corporativos y, por esta vía, de recurrencia en el largo plazo de las 
crisis. 1 

La reconformación súbita de la composición de la pobreza en el pre­
sente siglo nos condujo a reinterpretar 1� cooperación desde el ámbito de 
la calidad y desde el de la gestión. Y, ob�iamente, debe plantearse la pre­
ocupación de que estas nuevas situacionds se expresen en la política, afec-1 
tando a la misma estabilidad democrática. 

Por un lado, es preciso que los 'retroc�sos' o 'interrupciones' en el tra­
tamiento de la pobreza induzcan a los actores a la re-corporativización o al 
refugio en solamente estrategias de sobrevivencia, ilegitimizando aun más 
a las instituciones. De allí, surge la neces�dad de trabajar sobre la calidad 

1 
20 Esta categoría la he utilizado ames en la evaluación externa de CIPCA (Verdesoto, 2005). 
21 El tema de los Estados y las constituciones andin� 'garanristas', tan invocados en la segunda 

mitad de esta década, especialmente en Bolivia y Ecuador, debe ser analizado con precaución, 
pues se puede deslizar hacia una nueva forma de 'fetichismo institucional' basada en la necesi­
dad de blindar los derechos sociales con institucion�s constitucionales inmoviles e inmodifica­
bles que pueden llegar a vulnerar la soberanía popul�r. 
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del Estado y de la cooperación internacional, para afianzar procesos de sos­
tén institucional, como hemos propuesto reiteradamente en esta introduc­
ción. Por otro lado, conviene preguntarse sobre la relación entre las formas 
de gestión, especialmente territoriales, y el tratamiento de la pobreza y la 
ciudadanización. La cuestión más específica se refiere a la descentralización 
que, en sus diferentes vertientes, puede colaborar con objetivos de desarro­
llo, como la reducción de la pobreza y/o el tratamiento de la calidad del 
desarrollo social. Pese a que la calidad del gasto público tiende a desapare­
cer de los horizontes de la política pública de los Estados más pobres, junto 
con la cobertura y la reforma institucional, son condiciones para mantener 
a las sociedades en el camino de la ciudadanización. 

Un Estado débil no podrá acometer seriamente ninguna política pú­
blica. La productividad y la protección social no pueden atenderse con un 
Estado que no tenga como horizonte el bien público, no esté alejado de 
los intereses particulares y no sea visionario acerca de los intereses estraté­
gicos. Para que se logre reconformar un Estado con esas capacidades, esta 
voluntad deberá estar en todos y cada uno de los agentes sociales y polí­
ticos, especialmente en los vinculados a la gestión pública, en todos los 
niveles de gobierno. 

La respuesta a un Estado débil e incapaz de afrontar el desarrollo no 
es un Estado interventor y omnipresente en la lógica del mercado. El de­
sarrollo está asociado a un Estado eficiente, honesto, consciente, con polí­
ticas públicas precisas y coordinadas, como encarnación del bien público, 
que decide, en nombre de todos los ciudadanos, el destino de los recur­
sos de la nación. Por ello, el Estado aspirado y necesario es uno que dia­
loga con una sociedad que delibera, y juntos construyen los consensos que 
precisa el desarrollo. Por ello, una prioridad general de la cooperación es 
la gobernabilidad con base en el diálogo. 

Agenda para la cooperación 

Carrión (20 1 0) hace un amplio recorrido por las relaciones internaciona­
les, desde la global hacia la española y las andinas, tanto como se focaliza 
en las políticas exteriores, para concluir sobre recomendaciones de temas 
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de agenda y de diálogo político. Sus premisas son la globalización en los 
Andes, la vigencia de instituciones supranacionales andinas, la transnacio­
nalización de la sociedad civil andina y el contexto de multipolaridad. 
Igualmente, examina la "securitizacióni

,' de la agenda internacional y los 
pesos de las visiones internas en el reladonamiento externo, para plantear 
la actual situación de América Andina: por un lado, los países andinos ali­
neados con el socialismo del siglo XXI y: su opción deliberada por una eco­
nomía "semi-cerrada", en búsqueda de: nuevos socios anti-norteamerica­
nos, y ubicándose fuera de la órbita fininciera multilateral convencional; 
y por otro lado, los países andinos de planteamientos "aperturistas" , de 
libre comercio, pero de alta concentración económica. 

Además, Carrión (20 1 0) examina España desde varias dimensiones. 
Pone en situación el desarrollo político español que, a partir de sus extre­
mos económicos de expansión ("milagro") y de crisis (ajuste) , ha logrado 
una consolidación democrática plural. '. Sin embargo, critica la política 
exterior de ese país, por falta de claridad, efectividad y continuidad, lo 
que se mostraría en sus tres orientacion�s básicas: europeista, latinoame­
ricanista y mediterránea. Estas orientaci<¡>nes, basadas en una lealtad bási­
ca con Europa y una menor injerencia de los países mediterráneos en la 
Unión, finalmente, ubicarían la mirada

' 
latinoamericana en la ambigüe­

dad: Desde allí, la cooperación para el desarrollo parece estar desvinculada 
de su política exterior. La cooperación, al proponer su Plan África y su Plan 
Asia, generaría una incoherencia y mostraría el rebasamiento de los intere­
ses españoles por sobre sus prioridades en América Latina. 

El mismo autor sostiene, entonces, dos dificultades adicionales en este 
planteamiento de cooperación. Por un la,do, la ausencia de consideracio­
nes regionales y bilaterales de la cooperación española, así como de una 
reflexión desde la Región Andina y los países individualmente considera­
dos hacia España. Y por otro lado, el problema que tiene la cooperación 
española para plantear una política de cooperación diferenciada con cada 
uno de los sub-bloques de los países andinos, más aun en un contexto de 
acelerados cambios en las partes. 

En el plano del relacionamiento de intereses entre las partes, el corola­
rio del análisis que invocamos es que España no habría reconocido que lle­
var la 'representación' de América Latina/Andina en el seno de la Unión 
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Europea es una carta que potencia sus intereses (y que Ecuador debe reco­
nocer la conveniencia de un acercamiento al país europeo) . España ha plan­
teado que la Comunidad Andina de Naciones es su interlocutor 'único' en 
América Andina. Desde este supuesto, la pregunta que deja abierta el texto 
y que invita a una posición constructiva de las partes es: "¿Bajo qué condi­
ciones y con qué mecanismos se puede implementar el diálogo político, 
hacerlo viable, útil y mutuamente beneficioso?" (Carrión, 20 10 :  125). 

Las mayores dificultades surgieron junto con la emergencia del tema 
migratorio, como cuestión dura de las relaciones, y con la adecuación a 
los temas de la Declaración de París. Los mayores retos, concretamente en 
el caso ecuatoriano, consisten en asentar una agenda de cooperación que 
pondere más adecuadamente a la migración y, a la vez, que el Estado 
ecuatoriano asuma la versatilidad de mecanismos de cooperación, que no 
se reducen a la 'recentralización' que actualmente opera. 

La amplitud temática de la cooperación para el desarrollo está relacio­
nada, por un lado, con la demanda interna (de los países individualmen­
te considerados y de los bloques andino y latinoamericano) , dependien­
do de sus agendas de planificación y de sus ciclos económicos, sociales y 
políticos, que plantean finalmente un rango de aproximación a la relación 
de cooperación internacional. Y por otro lado, con las 'disponibilidades' 
políticas y supranacionales con que la cooperación europea asume sus 
asuntos duros -como la migración- y la apertura política para con las 
fases de la política exterior del interlocutor latinoamericano/andino. Esta 
adecuación difícil y de niveles de complejidad (ligada al grado de desarro­
llo del interlocutor) es la preocupación de los siguientes párrafos. 

Algunas nociones básicas 

Conceptualmente, una agenda (de política pública, de desarrollo, de coo­
peración) debe proporcionar un conjunto de temas ordenados, que reco­
jan a la diversidad de los actores involucrados, y orientarse hacia una deci­
sión. Así, las posiciones y los intereses de los actores son, en principio, no 
coincidentes, y la decisión buscada puede, finalmente, asentarse en grados 
diferentes de consenso y concreción. 
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En el tema general de esta introducción -la cooperación internacional 
para el desarrollo-, el ordenamiento temático de los problemas naciona­
les y regionales que buscarían entrar a la agenda desde la perspectiva lati­
noamericana/andina no se apoya en una decisión supraestatal de ningún 
nivel. Mientras que, desde el caso europeo, la aproximación, justamente, 
se asienta en la situación contraria, lo que condiciona la naturaleza de la 
agenda buscada. Acá, solamente, analizamos los problemas metodológi­
cos de construcción de la agenda de cooperación, exclusivamente desde la 
perspectiva latinoamericana/ andina. 

La construcción de una agenda de cooperación América Latina/ An­
dina-España debe reconocerse, primero, en un orden surgido de su diver­
sidad y, luego, de sus problemáticas comunes, pero que buscan alcanzar 
una racionalidad/orden destinada a la adopción de decisiones dentro de 
una muy amplia gama de políticas exteriores. Las decisiones sugeridas· de 
cooperación internacional deben contemplar, por un lado, la viabilidad 
objetiva de esa cooperación; y por otro, la disponibilidad subjetiva, de los 
actores nacionales e internacionales, para aceptarla. 

Por la problemática de la agenda (cooperación para el desarrollo), los 
temas son múltiples. La agenda perseguida debe relacionar desarrollo in­
terno con relacionamiento externo (aspectos del desarrollo que demandan 
cooperación aceptada y políticas exteriores), lo que implica a factores do­
mésticos, intermésticos e internacionales, fundamentalmente del ámbito 
institucional. Por ejemplo, las complejidades no asumidas del pasado colo­
nial y de la migración actual forman un piso para la agenda de coopera­
ción, que tiene que ser filtrado por metas de modernidad, en el sentido de 
alcanzar la modernización desde una perspectiva de equidad. 

Este conjunto de temas y factores se sostiene, adicionalmente, en la 
identificación de intereses y demandas de los países, y los actores naciona­
les y transnacionales. Los intereses y las demandas deben ser asumidos en 
una propuesta de agenda de cooperación, entendida como una forma colec­
tiva de crear una voluntad política de relacionamiento 'bilateral/ regional'. 
Esto implica que existirían, actual o potencialmente, intereses comunes y/o 
interregionales compatibles, que deben expresarse como decisiones compar­
tidas, aunque no necesariamente supraestatales, basadas en el proceso de 
construcción de una voluntad política regional de los receptores y, además, 
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de intereses objetivos del donante. Evidentemente, la realidad nos muestra 
deficiencias en la identificación de estos intereses nacionales/regionales y en 
la construcción de la voluntad política regional de soporte. 

Las condiciones de una agenda 

La voluntad política nacional y regional se refleja en una agenda que debe 
estar asentada en la 'disponibilidad exterior' de los actores estatales y 
sociales concernidos. Esta disponibilidad, básicamente, consiste en enten­
der sus intereses y problemáticas internas e internacionales, desde y con 
soluciones nacionales e internacionales probables. Pero, además, en des­
plegar una voluntad política para encontrar soluciones en la cooperación 
internacional y en los países implicados dentro de una problemática re­
gional, por lo que debe existir un grado de permisividad interna, que via­
bilice la solución de origen internacional. En nuestro caso, la dificultad 
central consiste en los significados naCionales que se le otorga a la coope­
ración para el desarrollo, considerando la posición del donante como una 
variable dependiente. 

La disponibilidad exterior y la permisividad interior en un país/región 
pueden no corresponderse. Por ejemplo, a una alta disponibilidad exte­
rior de un gobierno puede no corresponder una actitud de los actores 
internos, indispuestos a encontrar salidas en la cooperación internaciol)al. 
Estas situaciones de desarticulación entre política interna y política inter­
nacional son frecuentes en América Latina/Andina y Europa. 

Supongamos, como ejercicio para este texto, que es posible la formu­
lación de una agenda regional de cooperación que concurra a formar parte 
de una agenda bilateral/regional de cooperación América Latina/Andina­
España. Una agenda regional se mueve entre dos posibilidades. Por un la­
do, la objetiva existencia de problemas comunes entre los países. Y por 
otro, la objetiva existencia de una problemática regional, que va más allá 
de la coincidencia de problemas entre los países concernidos. 

En el primer caso, podemos comparar los problemas y encontrar simi­
litudes y diferencias. Las soluciones que se propongan tendrán una apli­
cación similar y específica, pero, referida a cada país. En el segundo caso, 
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la problemática regional supone tanto las implicaciones internacionales 
de problemáticas internas cuanto las relaciones propiamente interestatales 
e intersociales, que derivan en una problemática regional. Las soluciones 
que se propongan deben basarse en la concertación política de una volun­
tad, que se refleje en la aplicación surgida desde una instancia multilate­
ral. Esta aplicación se podrá referir a un país, a un grupo de países de la 
región, o a la región como conjunto. 

Hemos diferenciado "problemas comunes" y "problemática regional" 
para enfatizar en la dificultad de plantear la existencia de una problemá­
tica latinoamericana/andina de cooperación, pese a la presencia de proble­
mas comunes de cooperación. La problemática regional de cooperación 
supondría un entrelazamiento específico, que no es visible y consiguien­
temente tratable por una política pública supranacional. 

Ahora bien, para que se púeda avanzar en la sustentación de 'solucio­
nes regionales', es preciso que los países y los actores perciban los proble­
mas comunes y las problemáticas regionales. En los dos casos, de estas per­
cepciones puede surgir una voluntad política regional que permita a las 
instancias correspondientes intervenir en cada uno. La voluntad política 
regional -que fomenta la propuesta de soluciones- puede tener dos 'textu­
ras' . En un lado, la posibilidad mínima son acuerdos originados en deman­
das nacionales (comunes) muy heterogéneas; mientras que, en el otro lado, 
la posibilidad máxima son posiciones regionales (comunitarias). 

La voluntad política regional basada en posiciones regionales puede 
reflejar tanto una alta identificación con los problemas compartidos por 
los diferentes países de una región, cuanto la identificación con una pro­
blemática regional asumida por los países. 

La orientación de una agenda 

Como se ha mencionado, una agenda es una propuesta de cooperación inter­
nacional para afrontar una problemática común a varios países o una proble­
mática regional. El punto de emisión (demanda u oferta) de la cooperación 
puede ser un organismo o una instancia multilateral, los que pueden tener 
una naturaleza más amplia que la región concernida o coincidir con ella. 
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Una propuesta de agenda de cooperación para el desarrollo Latino­
américa/Región Andina-España se refiere a la española con otras 'áreas' 
(Norte de Africa, países emergentes) , dentro de una amplia gama de inte­
reses asentados, además, en otras instancias multilaterales. Por otro lado, 
en el caso de una propuesta de cooperación de/con la Región Andina, 
debe contarse con acuerdos de los factores formales y reales de poder con­
cernidos en los problemas comunes, y con los instrumentos de gobierno 
supranacional en el caso de que se detecten problemiticas regionales22• Si 
existe una propuesta de cooperación de la región con la región, debe con­
tarse con el acuerdo de los países andinos y con los instrumentos interna­
cionales para hacerlo. 

La posibilidad también depende de la estrategia. Esto es, la adecuación 
entre la naturaleza de los problemas detectados, los tiempos que se dispon­
ga, la finalidad de la cooperación internacional y los medios/instrumentos 
más adecuados, disponibles y viables. Los problemas andinos del desarrollo 
suponen niveles y temas específicos de cooperación internacional. Esto es, 
parte de la agenda comprende diagnosticar la viabilidad de un organismo o 
instancia multilateral de gobierno supranacional para intervenir acertada­
mente en la región, dependiendo de las características de la coyuntura. 

La naturaleza de los problemas tratados en los textos que introducimos 
nos habla de que los temas urgentes y coyunturales, abordables en el corto 
plazo, y los temas permanentes y estructurales, abordables en el mediano 
plazo, tienden a encontrarse. La evolución de la Región Andina ha deter­
minado que los temas estén íntimamente relacionados y que se combinen 
el carácter urgente y el permanente. Esta relación estrecha no implica que 
los temas se fundan o confundan. Cada área conserva su especificidad. 

Desde esta perspectiva metodológica, retomemos algunos contenidos 
conceptuales que inspira la formulación de una agenda en torno a la nue­
va calidad del Estado democrático andino. 

22 La reciente experiencia de negociación comercial entre la Unión Europea y la Comunidad Andina 
de Naciones, además de evidenciar la prevalencia de factores endógenos en una significativa parte 
de América Andina, planteó que la inserción internacional de los dos grupos de países es incenti­
vada por políticas públicas radicalmente diferentes, indispuestas al diálogo y al intercambio. Es evi­
dente la distancia que media para la formación de una problemática regional en materia comer­
cial, objetivos que por analogía pueden extenderse hacia la cooperación para el desarrollo. 
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El Estado23 

Rojas (20 1 0) ubica su trabajo en la multidimensionalidad de la coopera­
ción política internacional entre España y América Latina. Asume -sin 
explicitarlo- que en las relaciones internacionales es legítima la coopera­
ción para el desarrollo en materia de instituciones políticas, respaldada en 
las políticas exteriores correspondientes. Obviamente, esta postura rebasa 
a la mera cooperación para el desarrollo, limitada a la decisión e intereses 
de los receptores o de los donantes. Implica una mirada más amplia hacia 
los procesos regionales en curso, especialmente a la transición democráti­
ca y a la situación poscrisis. Esto es que, sin contrariar los intereses de 
corto plazo, debe asumir la necesidad estratégica, además del Estado -en 
el sentido fuerte del término-, de la sociedad -en su capacidad de dotar­
se de órdenes. 

La cooperación española -tanto del gobierno naci�nal como de las 
comunidades autónomas- se presenta fuertemente descentralizada. Varios 
analistas la califican como falta de orientación estratégica en los dos sen­
tidos. Bajo estos supuestos, ¿cómo construir intereses compartidos?, se 
pregunta el secretario general de la FLACSO. Un primer alejamiento es 
el diagnóstico de América Latina frente a la modernidad occidental, dis­
tanciado en la visión española y e:xduyente en la latinoamericana. Un pri­
mer acercamiento es la democracia y el multilateralismo. La forma en que 
América Latina ha compartido la lengua es una manera positiva de supe­
ración de la relación colonial y de crear un lugar para la cultura en la coo­
peración. La migración es una forma de influencia mutua. 

El autor que reseñamos (Rojas, 20 1 0) señala cuatro ámbitos de interés 
compartido: la democracia, el multilateralismo, la cooperación para afian­
zar los anteriores valores y la cohesión social. Los instrumentos de concre­
ción del interés nos remiten al rol del Estado en el desarrollo interno y en 
las relaciones internacionales, cuyas visiones se modifican en América 
Latina y en España. Igualmente, se trata a los gobiernos subnacionales. 

Una fuerte hipótesis es que se debe robustecer al Estado y a la socie­
dad a través de las políticas públicas. Esto es: " [  . . . ] más políticas de 

23 Estos párrafos se remiten al artículo de Verdesoto y Ardaya (201 0). 
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Estado y más políticas societales [ . . .  ] deberían estatizarse más las relacio­
nes, incorporar de mejor manera a los parlamentos, a las instituciones de 
la justicia'' (Rojas, 20 1 0: 55) .  Un valor importante del trabajo es introdu­
cir, en el ámbito de la cooperación para el desarrollo, legítimamente, los 
conceptos de Estado, gobiernos subnacionales, sociedad civil, opinión 
pública, cohesión social y democracia, temas que operan en las relaciones 
internacionales, muchas veces desde la opacidad. 

El texto mencionado (Rojas, 20 1 O) da pie a un comentario más am­
plio. Se debe abrir campos de indagación en torno al Estado y las políticas 
públicas, que fertilicen la cooperación internacional y la reflexión misma 
sobre América Latina/Andina, que debe sustentarla. Sin ánimo polémico, 
podemos afirmar que, en la mayoría de situaciones nacionales de la región, 
se ha terminado la fase de transición a la democracia, lo que no reemplaza 
a los temas de la consolidación y profundización democrática, sino que 
impone problemáticas nuevas en torno a la articulación de democracia, Es­
tado, sociedad y mercado. En especial, se trata de recuperar la entidad esta­
tal como objeto específico, buscar las formas de la sociedad como identi­
dad y autogobierno, y (re)conocer en el(los) mercado(s) una forma de cir­
culación y flujos necesarios regulables y controlables. Esto, obviamente, en 
un contexto de globalización, que no excluye decisiones nacionales de 
ponerle barreras o de asumir oportunidades. 

Revisemos algunos antecedentes de estos campos emergentes de coo­
peración en torno al Estado. La formación de los Estados nacionales en 
Latinoamérica estuvo asociada a procesos políticos despóticos y 'totalita­
rios', en todo caso, distantes de los derechos civiles básicos. Esto impidió 
la formación de las bases de una forma política estatal liberal y republica­
na, que ha dificultado la construcción de regímenes democráticos y de 
Estados democráticos. Además, la vocación del Estado nacional en gesta­
ción fue la centralidad y el control, modalidad que obstaculizó la forma­
ción (autónoma) de los soportes sociales de la democracia, y el desarrollo 
de una cultura institucional. 

El anhelo de un Estado nacional 'utópico' ha regenerado, periódicamen­
te, una agenda de refundación del Estado nacional, que reinstala la noción 
clásica de soberanía nacional antepuesta y sobrepuesta a la de soberanía 
popular. Para ello se ha forzado la prevalencia de una agenda de nacionalis-
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mo 'básico' por sobre la democracia y su calidad, y se ha asimilado el bienes­
tar público con el crecimiento de la materialidad e inversión estatales. Frente 
a ello, es preciso sostener que el Estado democrático es una necesidad de la 
modernización, que debe edificarse más allá de las bases despóticas que here­
damos, precondición de la equidad y el desarrollo. La cooperación interna­
cional, especialmente la española, está forzada a reconocer este momento y 
este contexto de la evolución de las instituciones estatales de la región. 

La democracia y el Estado son conceptual y empíricamente irreducti­
bles. Puede existir Estado sin democracia. La democracia moderna preci­
sa soportarse en un Estado eficiente, al que pueda modificar. Sin embar­
go, en varios países de América Latina, los déficits de funcionamiento 
estatal y democrático se condicionan mutuamente. En un sentido, el mal 
funcionamiento estatal ha contribuido al deterioro de la política y a su 
desplazamiento fuera del espacio público. A su vez, una política endeble­
mente estructurada en la democracia debilita los cimientos públicos del 
Estado. Por ello, es imprescindible volver a dotar de una relación orgáni­
ca al binomio poder y política, ahora separados. 

La coherencia estatal y la orientación estratégica de esa complejidad 
son síntomas de la conformación moderna del Estado, que debemos bus­
car en la cooperación intergubernamental nacional e internacional. Igual­
mente, la forma en que las instituciones del régimen democrático fueron 
y son eficientes en la modernización estatal. Es una búsqueda, finalmen­
te, de la sinergia o el divorcio entre Estado, sociedad y mercado, tanto 
como de la concurrencia del régimen democrático en la modernización 
del Estado y en la estructuración de la política. 

El Estado es una entidad permanente, sujeta a un proceso de construc­
ción, deconstrucción y reconstrucción; es una realidad perenne, de carác­
ter civilizacional, estratégicamente adherida a la modernidad, cuya con­
formación y relaciones no son lineales ni progresivas. La sociedad es co­
productora (junto con otros procesos) del Estado tanto como, en la 
dimensión empírica más profunda, en el capitalismo tardío. El Estado es 
co-productor (al amparo de y junto con·el mercado) de la sociedad, de sus 
actores y de sus dinámicas, a través de las instituciones. La puerta de en­
trada más concreta es el conocimiento y la colaboración en la gestación y 
la gestión de la política pública, en áreas y procesos acordados, cuya sen-
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sibilidad y eficiencia fuere óptima. Además, en el diseño institucional y 
sus referencias en la cultura política. 

Precisiones conceptuales 

Siguiendo a O'Donnell (2007; 2008), podemos asumir la funcionalidad 
estatal como eficacia de las políticas públicas en su especificidad y de su 
personal burocrático; efectividad de la norma y del acatamiento ciudada­
no a la legalidad; legitimidad/identidad para organizar la verificación del 
bien común; y decodificación del mandato popular como interés general. 

El foco de identidad colectiva crea el 'nosotros' que se ubica por sobre 
los conflictos y los clivajes sociales. Organiza "el gran bien público del 
orden general y la previsibilidad de una amplia gama de relaciones socia­
les" y garantiza "la continuidad histórica de la unidad territorial". Se mide 
por la credibilidad del Estado como su "representante y factor del bien 
público" (O'Donnell, 2008: 5). 

La construcción de la legitimidad del Estado, aceptación de la perte­
nencia a esa forma pública y acatamiento de su autoridad y disposiciones 
es una construcción histórica muy difícil, que en el capitalismo tardío se 
relaciona con la masiva pobreza y se transforma, a través de la ciudadanía 
insuficiente, en ilegitimidad de las instituciones. A su vez, la legitimidad 
del Estado se relaciona con todos los factores de operación (elementos in­
tegr�ntes) de la nación. La legitimidad del Estado (y de la política) pasa a 
través de la nación y, consiguientemente, de las relaciones entre naciones. 
La cooperación internacional supone una relación de legitimidades, cuya 
construcción también es un área aceptable y aceptada de participación, 
que no lastima ninguna forma soberana ni de 'no intervención'. 

La nación es el 'piso' (en el sentido sicológico) sobre el que opera el Es­
tado. Es su factor de continuidad, al que no se apela sino en situaciones de 
excepción (la agresión externa, el conflicto irregulable) . Sobre la nación se 
levanta la materialidad estatal. En otro sentido, la nación opera como el 
espíritu del Estado. La soberanía popular que construye la modernidad de 
las instituciones se ve, muchas veces, retrotraída a la soberanía nacional que 
dio lugar al Estado. El concepto de nación es interior (ca-constitutivo) al 
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de Estado, es su politicidad y la forma de existencia de la comunidad como 
productora de legitimidad. La nación es el 'ámbito', no sólo territorial, del 
Estado. Es su identidad, con las connotaciones de pertenencia. 

Uno de los conceptos fértiles en la academia europea es la cohesión 
social, cuya reflexión, desde el horizonte epistemológico y político latino­
americano, recién empieza. El concepto de cohesión social se refiere, bási­
camente, a asentar y dar sustentabilidad a la disminución de las diversas 
brechas sociales y económicas en el desarrollo de identidades que fortalez­
can la orientación estratégica de la comunidad. Son nociones cercanas el 
capital social (creación y desarrollo de confianzas que puedan ser trasmi­
tidas a las instituciones, donde se funden propósitos de estabilidad públi­
co-estatal e interacciones sociales en torno a las representaciones), la inte­
gración social (participación del nivel mínimo de bienestar desde una 
perspectiva de colaboración con los objetivos colectivos) , y la ética social 
(dialéctica entre mecanismos instituidos de inclusión y exclusión sociales) 
(CEPAL, 2007) . Consecuentemente, también es un campo abierto de 
relacionamiento internacional y de cooperación inter-estatal e inter­
social. 

La relación entre demanda social y capacidades públicas consiste en la 
administración y autorregulación de los derechos que permiten la convi­
vencia pacífica y la gobernabilidad. Históricamente, las sociedades buscan 
y pactan un límite en las 'dimensiones' de los derechos y el rol estatal de 
las garantías, frontera que no excluye a la aceptación ciudadana. La siner­
gia positiva de estas dimensiones permite al Estado jugar el rol de articu­
lador de relaciones económicas y sociales, operar la 'buena' política y pro­
cesar la acción colectiva. 

Las tipologías estatales y de la democracia son importantes para anali­
zar las entradas, las presencias y ausencias, y las fortalezas o debilidades. 
Sirven, además, para ver por qué surgen los regímenes políticos, entre ellos 
el autoritarismo, la presencia estatal en el territorio, las dinámicas de exclu­
sión/inclusión, de trasgresión y respeto, y las zonas grises de conformación 
de lo público. Asumiendo lo anterior, debe entenderse que entre el Estado 
y la sociedad están las instituciones, que bajo la forma de régimen de­
mocrático son, por sí mismas, insuficientemente explicativas de la demo­
cracia, forma superior de articulación social, estatal e institucional. 
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Las definiciones de Estado y, especialmente, de democracia no tienen un 
sentido único. Nuestro interés, al traer el tema en este estudio introducto­
rio, radica en poner en la agenda las relaciones entre Estado y democracia. 
Esto es, observar la construcción estatal y el proceso de consolidación de la 
democracia y sus interrelaciones, necesidades e 'interferencias' mutuas. La 
construcción del Estado y la consolidación de la democracia son procesos 
de largo aliento, en los que intervienen la sociedad y el mercado. 

Hasta la actualidad, el sistema político no ha logrado la centralidad24 
necesaria para articular al Estado, el mercado y la sociedad. El Estado 
democrático es una aspiración, más que un horizonte definido de verifi­
cación inmediata. La debilidad del régimen democrático impide la 
(re)conformación de lo público y la transformación ciudadana de domi­
nantes y/o subalternos, dentro de la institucionalidad y de una mínima 
programación política para el acceso a la modernidad. 

Se han observado -con sus consecuencias prácticas- los dos paradig­
mas de desarrollo que sucesivamente prevalecieron en América Latina a 
partir de la segunda mitad del siglo XX: el "paradigma de la CEPAL" y 
aquel expresado en el "Consenso de Washington". Los dos suponen pape­
les asignados al Estado, pero con impactos diferentes, atenuados o retra­
sados, de relación entre los países de la región25• 

Una vez que los fundamentalismos se han derrumbado, una tarea cen­
tral del Estado es regular los mercados. Sin embargo, el Estado no encar­
na las 'soluciones' a los problemas sociales y, menos aun, a los problemas 
generados por el vaciamiento de la política y sus consecuencias en el dete­
rioro de la democracia. 

Una nueva relación Estado-mercado es una simplificación (Gudynas, 
2009) . No están en el mismo plano ni son categorías análogas. La solu­
ción no es solamente más Estado frente a menos mercado, tarea fácil y de 
pobres resultados. Es preciso 'mirar' y actuar a partir del abordaje de la 

24 Por "centralidad" nos referimos a la capacidad articuladora, orientadora, coordinadora y con­
ductora que debe tener el régimen democrático en el Estado y sus pilares básicos, el mercado y 
la sociedad, y nos referimos a la "centralización" como la condición con la que se conformó el 
Estado nacional, y que, en su maduración, se convierte en bloqueo de la democracia. 

25 El esquema definido en el marco del llamado socialismo del siglo XXI no da cuenta de un para­
digma diferente, sino de actualizaciones instrumentales cosméticas con la invocación al 'nacio­
nalismo revolucionario'. 
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transformación -y complejidades- del capitalismo y, dentro de este, el 
papel tanto del Estado y del mercado como de la sociedad. Dentro de las 
complej idades, también es preciso considerar que el mercado capitalista 
ha llevado a invisibilizar y ocultar otros mercados no capitalistas basados 
en principios distintos. Este énfasis pretende poner en evidencia que no 
existe una única clase de mercado, sino que los diferentes tipos articula­
dos influyen, cada uno a su manera, en los comportamientos sociales, 
económicos y políticos. 

La democracia -mejor la inicial instalación de procedimientos demo­
cráticos luego de la transición- impuso, al ya configurado modo estatal 
previo, una relación de responsabilidad interfuncional (dentro de funcio­
nes del Estado) , mediada por una responsabilidad política (con los electo­
res que funcionan como mandantes en la representación), que sumadas 
forman un sistema de control social y político de las responsabilidades 
públicas. En la perspectiva ideal de construir un sistema ciudadano, esto es 
de ejercicio de los derechos de responsabilización -derecho a la correspon­
sabilidad y a la rendición de cuentas-, produjo, en algunos casos, una rever­
sión de resultados perversos. La rendición de cuentas, confundida con la 
democracia plebiscitaria, ha producido unos 'grotescos institucionales' que, 
a cada paso, socavan la democracia como. institucionalidad histórica. 

En varios casos de la región, la democracia se instaló sobre el corpus esta­
tal (la concreta disposición de los aparatos institucionales cuyas relaciones 
determinan, a su vez, la forma concreta del modelo estatal) ya determina­
do, en lo fundamental, en relación al desarrollo, por ejemplo, las fórmulas 
burocrático-autoritarias. Los aparatos públicos ligados al desarrollo no se 
modificaron sustancialmente con la democracia, convirtiéndose esta en una 
fortaleza -por la continuidad-, y en una debilidad -las fórmulas de desa­
rrollo transitan por una vía distinta a la incidencia social-. Las relaciones 
centrales del desarrollo caminaron por una 'doble vía', una de las cuales inci­
dió sobre los temas estructurales, y que no son visibles para la sociedad, 
mientras que la otra vía creó legitimidades superficiales sin asiento en esa 
realidad estructural. Así, los procedimientos democráticos tendieron a ser 
legitimadores formales antes que procesadores de decisiones ciudadanas. 

En la democracia, los desajustes se centran en las áreas estratégicas, la 
propiedad pública y las capacidades de intervención, inicialmente, y lue-

44 



Estudio introductorio: el Estado democrático en el centro de la cooperaci6n 

go se desplazan hacia las capacidades mercantiles del sector financiero, las 
potencialidades del capital local y regional, y los límites de la regulación. 
Los desajustes Estado-mercado impidieron mirar a la sociedad, sin que se 
modifique sustancialmente esa limitada agenda estatal. La anterior afir­
mación nos sirve para presentarla como especificidad de la democracia 
-las dimensiones estatales de la democracia-, y también como una confi­
guración determinada de la política que no puede actuar decisivamente 
en la dirección de profundizar la modernidad estatal. 

Es importante conducir esta reflexión sobre el Estado y acerca de sus 
formas institucionales hacia dimensiones más directamente referidas a los 
procesos en curso en América Andina, por ejemplo, en relación a las ins­
tituciones de los territorios. 

¿Qué buscamos como Estado democrático y moderno? 

La última crisis internacional y las crisis regionales/nacionales preceden­
tes nos muestran ingenierías institucionales territoriales de eficacia limi­
tada y, en general, cuestionadas por la ciudadanía. La crisis de representa­
ción, que con variados matices atraviesa a los Andes, afectó a los acuerdos 
territoriales y los procesos de reforma estatal o de descentralización, según 
sea el caso. A su vez, los procesos de reforma económica y territorial no 
contaron con el tiempo político que permitiese asentarse a las nuevas ins­
tituciones ni ser eficientes a los procesos económicos. Finalmente, en el 
contexto de la crisis internacional, en varios casos, se ha transferido los 
costos hacia los territorios. 

El Estado rentista26 -caracterización que se refiere básicamente a un 
segmento de América Andina- se asienta en un cúmulo de insatisfaccio­
nes sociales, en una distribución -bajo distintas formas de discrecionali­
dad- de la renta en función de sectores y territorios, en la creación de 
actores socio-económicos dependientes de la política pública, y en el dete-

26 El Estado rentista comprende el desarrollo como transferencia del excedente público 
(renta=excedente no producido), que desplaza el cambio social y productivo y el emprendimien­
to privado. La consecuencia política es una sociedad que se convierte solamente en demanda 
corporativa de recursos al Estado (Laserna et al., 2006). 
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rioro de la política que, generalmente, deviene en formas de dientelismo. 
Así, mientras la escena pública acumula expectativas políticas, la sociedad 
acumula informalidad. La política se regionaliza y emergen muchas for­
mas de clientelismo territorial. Las instituciones se desconectan de la so­
ciedad y el sistema político, y la democracia pierde referencia en los pro­
cesos ciudadanos. 

Las 'grandes crisis' de América Andina en las últimas décadas ("caraca­
zo" en Venezuela, "bancaria'' en Ecuador, y "octubre" en Bolivia) genera­
ron recomposiciones abruptas de los sistemas representativos y desajustes 
súbitos en los sistemas sociales. Luego, se recompusieron los ejes de los 
conflictos, especialmente mediante la emergencia de un clivaje territorial. 
El contexto fue de 'salidas neopopulistas', con especiales urgencias: la 
refundación constitucional del país, en algún caso, ha supuesto el aban­
dono de la 'república' como invocación principal de la organización de la 
soberanía popular. 

Más allá de los intentos refundacionales, estos procesos devinieron de 
críticos, en lo sustantivo, en recomposiciones de la clase política y di­
seños institucionales sin rumbo. Las formas de hacer política que los 
acompañan, muchas veces invocadas como renovación plebiscitaria de la 
política, suponen el desplazamiento/reemplazo de la delegación política 
por la expresión callejera y la abrumadora consulta electoral, aupada en la 
eficacia político-electoral de una polarización clasista o étnica. 

Otros instrumentos son los presupuestos participativos, la cogestión, 
los gabinetes itinerantes y, en general, la sobre-utilización de la comuni­
cación para buscar vínculos directos con la población. A su vez, dentro del 
contexto de una política pública errática, se ha incrementado el gasto 
público, correspondiente al aumento del precio del petróleo o de los 
minerales, respaldado en un gran vacío: la responsabilidad. 

En general, los procesos de descentralización en América Andina fue­
ron desiguales en eficacia -vista desde los servicios públicos- y en eficien­
cia institucional -examinada desde el gasto y la administración-. La cali­
dad del gasto subnacional ha sido un tema especialmente débil. Ante las 
diferencias intergubernamentales, la hegemonía es impuesta por los go­
biernos nacionales, lo que no necesariamente implica la prevalencia de la 
nación. 
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Sin embargo, esos procesos de descentralización, en medio de sus fa­
lencias, significaron empoderamientos. Ecuador es un ejemplo económico 
de 'sustitución' de los vacíos institucionales y capacidad pública nacional 
por parte de los territorios, y de recreación de procesos económicos; y 
Bolivia es un ejemplo en el campo político, donde el proceso de descentra­
lización (participación popular) reconformó la configuración territorial del 
poder y potenció las capacidades de los grupos sociales subordinados. Sin 
embargo, en estos mismos países, el tema de las responsabilidades de las 
instituciones territoriales frente a la agenda social aún es poco claro. 

Los desafíos emergentes para la gestión pública territorial en los Andes 
tienen relación con las condiciones del diseño institucional. Esto es, la 
relación entre estructura demográfica y espacial, y los diseños institucio­
nales, la urbanización, la población rural, la dispersión de los asentamien­
tos humanos y las ciudades intermedias. Como hemos sostenido, la des­
centralización y la autonomía implican mayor poder de decisión y de ges­
tión subnacional. No obstante, en estos países aún no se resuelve el tema 
de cómo se negocia la inserción nacional. ¿Puede sostenerse indefinida­
mente como una 'cuestión' posterior/derivada/accesoria? Evidentemente, 
se trata, además de diseños normativos, de rediseñas políticos (eleccio­
nes), administrativos (capacidades de gestión) y fiscales (recursos locales, 
transferencias). 

Un ejemplo altamente demostrativo y actual son las legislaciones orgá­
nicas de autonomías en Bolivia y Ecuador, que pretenden ser omnicom­
prensivas y refundacionales desde la lógica territorial, de las nuevas formas 
de la competencia por el excedente y por el poder político. Por un lado, 
producen modalidades de recentralización en varios planos, fundamental­
mente de control territorial a través de la gestión, modelo que, por otro 
lado, en la política no responde ni representa a las nuevas coaliciones 
territoriales/locales que, como es obvio, no reproducen las correlaciones 
nacionales. Así, en la recreación territorial de un nacionalismo asentando 
en el polo gubernamental central, tendrá como consecuencia el debilita­
miento de la democracia territorial. 

Han surgido varios temas difíciles en medio de la reconformación del 
poder y las instituciones territoriales en que, indudablemente, las partes 
hacen una lectura del proceso autonómico español. Las dificultades más 
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importantes se relacionan, por ejemplo, con las competencias cuyo trata­
miento inadecuado puede llevar a la 'suspensión' del proceso; la fiscalidad 
subnacional, que habiéndose debilitado al clientelismo de las preasigna­
ciones, pasó hacia un debilitamiento del pacto fiscal (sin que existan fór­
mulas justas de redistribución del excedente público) , y que pretende re­
solverse como surgimiento de un clientelismo centralizado basado en la 
discrecionalidad presidencial; los roles y responsabilidades de la adminis­
tración territorial, sus funciones y jurisdicciones; las reglas electorales que 
pueden deformar las instituciones nacionales y territoriales; entre otros 
temas difíciles. 

En último análisis, la forma estatal en el territorio nos remite hacia la 
'vieja problemática' de los objetivos y funciones de los niveles de gobier­
no: ¿Quién hace qué? (no todos pueden/deben hacer todo) ¿Qué debe 
hacer el nivel intermedio? ¿Qué se dispone que haga el nivel local? ¿Cómo 
se asignan competencias? (el 'dilema' de la democracia y la técnica) ¿Ca­
pacidades institucionales y visión estratégica de los territorios? (recursos y 
capacidades para la 'cesión' de poder y la 'ganancia' del mismo) . 

Los desafíos de la gestión territorial pueden resumirse en la emergen­
cia de nuevos bloques sociales: el futuro estratégico del Estado y la socie­
dad; la informalización, la 'buena' gestión y la construcción del socialis­
mo; nuevas instituciones territoriales (por ejemplo, regiones y circuns­
cripciones indígenas) ; la racionalidad histórica que devuelva el debate a 
los cauces estratégicos del cambio. ¿El debate de descentralización y auto­
nomías reemplazará al centralismo y federalismo? 

Una pregunta que nos formulamos, en consecuencia, es: ¿Qué rasgos 
(disposiciones) de los aparatos públicos hacen que el Estado no permita 
asentarse en los procedimientos democráticos, desarrollarse a una buena 
política e instalarse a un sistema político? Esta indagación acerca del 'mal' 
Estado (la conformación institucional pública que excluye los mecanismos 
de responsabilidad, esto es, de evaluación de su eficacia y de relaciona­
miento estructural de la sociedad en las decisiones públicas) que impide 
funcionar a la 'buena' política (Crick, 2003) (procesamiento pacífico de los 
conflictos y estímulo a la racionalidad redistributiva -justa- en las decisio­
nes públicas) , y viceversa. Se corresponde a otra pregunta: ¿Cómo los pro­
cedimientos de la democracia (sistema político) , en especial la particular 
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configuración de la política, condicionan la conformación estatal? En ge­
neral, la 'mala' política corresponde y profundiza en las características del 
'mal' Estado en que se asienta la democracia y su sistema político27• 

La 'mala' política impide que los esfuerzos de reforma estatal alcancen 
sostenibilidad y alineamiento con el tránsito del Estado (agenda estatal) 
hacia la modernidad. La exclusión de la sociedad y la falta de eficacia en 
la consecución de metas del desarrollo ilegitiman al Estado (instituciones 
del Estado) , sin que la política pueda operar en la construcción ciudada­
na. Esto es, el derecho al procesamiento concertado del progreso econó­
mico y social. La 'mala' política debilita a la eficacia estatal, tanto como la 
ausencia de responsabilidad estatal debilita a la democracia. En una sín­
tesis inexacta puede señalarse que el 'mal' Estado impide la conformación 
de la 'buena' política, tanto como la 'mala' política impide la conforma­
ción del 'buen' Estado28• 

¿Qué buscamos como Estado democrático y moderno? Sin el radica­
lismo que implica el tipo ideal de Estado democrático, la pregunta podría 
reformularse en lenguaje de O'Donnell (2007) . ¿Qué buscamos como 
Estado que aloje un régimen democrático? Probablemente buscamos una 
forma orgánica y armónica de relación del Estado con la economía -con 
las tendencias del desarrollo-, con la sociedad -una relación adecuada y 
ponderada históricamente de los derechos dentro de un sistema de gober­
nabilidad-, y con la política -una legitimación estructural de la concerta­
ción como vigencia de la tolerancia y las relaciones pacíficas orientadas 
hacia el cambio. 

Lo construido como esfera pública, esto es, los límites de (entre) lo pú­
blico y lo privado, se refleja en las debilidades y fortalezas del Estado y la 
economía. La configuración de la esfera pública se transfigura en institu­
ciones que cristalizan una correlación entre las burocracias públicas y los 
actores económicos. 

27 Una vía de exploración muy importante es indagar hasta dónde el sistema político pudo y debió 
"independizarse" del Estado, paralela a otra -con mirada más aplicada-: si la reforma de la polí­
tica (y del sistema) está asentada primariamente en la posibilidad de reconformación del "buen 
Estado". 

28 La virtuosidad con la que debe romperse el círculo perverso parece no corresponder a la refor­
ma de la política en el mediano plaw, sino a la conformación del Estado en el largo plazo. Pero 
este es otro tema, quizás de la esfera de la reforma estructural de la política. 
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En suma, la construcción d� un tipo de Estado en una formación so­
cial determinada está vinculada con el proceso de modernización que ha 
observado y con la construcción estratégica de la democracia. Las corre­
laciones entre Estado, sociedad y mercado están vinculadas con la forma 
en que se construyen los procedimientos democráticos (régimen demo­
crático) en la perspectiva estratégica de la democracia (categoría de igual 
perennidad que el Estado) . De este modo, la relación entre Estado y de­
mocracia se encuentra mediada, históricamente, por las correlaciones 
entre 'estatalidad' (atribuciones y funciones estatales) , 'sociabilidad' (inte­
racciones individuales y comunitarias en la producción y reproducción) , 
y 'mercantiles' (difusión de mecanismos para la libre circulación de los 
factores) . 
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El diálogo político 
en época de cambio1 

Francisco Carrión Mena 

El contexto internacional 

En la actualidad, la relación entre Estados se da en un proceso de transi­
ción histórica marcada por cuatro factores: la globalización, la creación o 
consolidación de bloques, el surgimiento de nuevos actores en el escena­
rio internacional, y el cuestionamiento del orden mundial y el consi­
guiente surgimiento de otro. Por lo tanto, el diálogo político, como ele­
mento vertebrador de esas relaciones y motivo de estas reflexiones, no 
puede estar exento de la influencia que ejercen (Carrión Mena, 20 1 0) .  

Al primero, l a  globalización, debe entendérselo en varias dimensiones 
y no solamente en el ámbito económico y financiero, que es el más cono­
cido. Es aplicable a prácticamente todos los órdenes del relacionamiento 
internacional, ya sea tecnológico, cultural, informativo, medio ambiental, 
político e, inclusive, en los ámbitos que son parte de la 'agenda negativa': 
las llamadas amenazas, como el narcotráfico, el terrorismo y el crimen 
organizado, entre otros. Con la glob;uización, el mundo se ha transforma­
do, efectivamente, en una verdadera "aldea global" (McLuhan, 1 992), 
donde cualquier acontecimiento no solamente es conocido en todas par­
tes, sino que sus consecuencias, positivas o perniciosas, pueden percibirse 
e influir en varios lugares del planeta. 

Para efectos de este trabajo, por Región Andina se entiende a los países de la CAN -Bolivia, Colom­
bia, Ecuador y Perú- más Chile y Venezuela. Es decir, una porción importante de América Latina en 
términos demográficos, económicos y políticos, así como con particularidades diferenciadas en térmi­
nos de desarrollo económico, identidad cultural y especificidades en su relación con España. 
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Claro está, la globalizadón tiene diferentes niveles de desarrollo, según 
el ámbito al que esté referida: la más avanzada es la globalización finan­
ciera -hay autores que sostienen que es la única que existe-; la comercial 
es parcial e incompleta; la globalización política es reducida; y luego está 
la que se refiere a los derechos sociales, en la que se incluyen los derechos 
humanos, la justicia, el desarrollo sustentable, el medio ambiente, entre 
otros (Held et al., 2000; Dicken, 2009) . 

Como factor que caracteriza el comienzo del siglo, la globalización 
marca en profundidad este nuevo orden internacional en ciernes y tiene 
necesariamente que ser considerada para efectos de cualquier análisis de 
política exterior que se pretenda hacer, no solamente de un país como 
Ecuador o grupo de países como los andinos, sino de cualquier Estado. 

El segundo factor se refiere a la creciente tendencia a la formación de 
bloques o a la consolidación de los ya existentes. Estos bloques pueden ser 
políticos, comerciales, financieros, monetarios, estratégicos y hasta mili­
tares, y se constituyen como mecanismos para buscar un incremento del 
poder de negociación de los países que los integran, aumentar su ascen­
dencia política, ampliar sus mercados, potenciar su fuerza militar y, en 
algunos casos, políticas y formas de dominación económica, o contrarres­
tar la influencia de otros bloques (Soderbaum, 2005). 

Esta formación de bloques guarda vinculación, igualmente, con el fe­
nómeno globalizador. Es una manifestación concreta y adicional de la 
voluntad que se advierte entre los actores de la comunidad internacio­
nal -no solamente los Estados, sÚw también empresas transnacionales, 
ON.G, foros, think tanks, entre otros- de fortalecerse a través de la unión 
de sus intereses y sus objetivos, unas veces simplemente comerciales y eco­
nómicos, y otras, geopolíticos. 

En el ámbito regional han aparecido nuevas agrupaciones de países 
que corroboran esta apreciación y configuran un nuevo escenario. 
UNASUR (Unión de Naciones Suramericanas) y su sistema de consejos 
sectoriales, el ALBA (Alianza Bolivariana para los Pueblos de Nuestra 
América) y el Banco del Sur son, entre otros, algunos ejemplos significa­
tivos de nuevos bloques o mecanismos de influencia y presión internacio­
nal, resultantes de diferentes visiones del mundo, de la política, del desa­
rrollo y de la economía. 
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El tercer factor de esta histórica transición que vivimos es, precisamen­
te, el aparecimiento de nuevos actores en el escenario internacional, que 
adquieren cada vez mayor influencia. Las transnacionales, las ONG, las 
organizaciones empresariales, los think tanks, los sindicatos, las fundacio­
nes corporativas y otras entidades de diversos tipos que no son parte de los 
Estados juegan un papel cada vez más preponderante. Algunas son creado­
ras de ideas, otras simples cajas de resonancia, las de más allá son operati­
vas, pero todas tienen capacidad de influir en las políticas y en las defini­
ciones que asumen los Estados en sus comportamientos internacionales2• 

Todos estos elementos nos llevan a pensar que vivimos un proceso de 
profundo cuestionamiento del orden internacional existente y probable­
mente la constitución de uno nuevo. Este es el cuarto factor, y quizás el 
más determinante de la transición por la incertidumbre del destino al que 
nos lleva. Parecería que el mundo unipolar cede espacio a uno multipo­
lar, a una interdependencia de grandes potencias tradicionales y al creci­
miento de otras emergentes que lo cuestionan y, a su vez, buscan mayor 
protagonismo (Walton, 2007) . 

Aquí, cabe una reflexión necesaria. Los parámetros para establecer un 
nuevo orden internacional han cambiado radicalmente y los tradiciona­
les, sustentados en los intereses de los Estados-Nación, están dando paso 
a otros de carácter transversal basados, en buena medida, en la seguridad 
-y en su distorsionada doctrina de la securitización del relacionamiento 
internacional-, para hacer frente a las nuevas amenazas globales, como el 
terrorismo, el cambio climático, el narcotráfico, la escasez de energía y el 
crimen organizado (Buzan et al . ,  1 998). Esta circunstancia ha relegado, 
equivocadamente, otros criterios relevantes como el desarrollo y la aten­
ción a las necesidades básicas del ser humano. Parecería que se ha dejado 
de lado el atraso y la carencia de satisfacción de esas necesidades para dar 
paso a preocupaciones primarias como la seguridad, cuando en realidad 
las primeras podrían ser las causantes de la segunda. 

2 Ya se piensa, en términos jurídicos, que estamos en una transición de la clásica teoría del Esta­
do-Nación, donde el rradicional sujeto del derecho es el Estado, y ahora nos encontramos con 
una multiplicidad de sujetos, en particular el ser humano, que buscan ser el embrión de un sis­
tema jurídico igualmente global (Domingo, 2009). 
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El contexto interno 

Así como hay un contexto internacional global con características genera­
les, existe también un contexto interno con rasgos particulares, para lo 
que corresponde a este ensayo, constituido por la Región Andina y por 
España, que incide en el relacionamiento de las partes y en el diálogo polí­
tico propuesto. 

Para empezar, entre los países andinos hay marcadas diferencias en sus 
modelos económicos y en sus concepciones político-ideológicas, por lo 
que constituyen un grupo altamente heterogéneo. Bolivia, Ecuador y 
Venezuela, para hacer una división arbitraria, han emprendido un proyec­
to político socialista, de corte nacionalista, con liderazgos fuertes y de 
ruptura del sistema liberal tradicional que había imperado hasta la llega­
da al poder de los presidentes Morales, Correa y Chávez, respectivamen­
te. Se han indinado por constituir economías cerradas y han buscado 
abrir espacios no tradicionales para sus exportaciones y para la captación 
de inversiones. China, Rusia e Irán han sido escogidos como nuevos so­
cios, aunque con distinta suerte. Por lo demás, este primer grupo de paí­
ses ha renegado de los organismos financieros internacionales y se ha pro­
puesto construir un nuevo esquema financiero regional, más equitativo y 
ágil. Bolivia y Ecuador han tenido índices de crecimiento aceptables a pe­
sar de la crisis financiera mundial, mas no así Venezuela. Mientras que el 
crecimiento del PIB en 20 1 0  de los dos primeros fue de 4,5% y 2,5%, 
respectivamente, el de Venezuela fue de -3% (CEPAL, 20 10 :  1 6) .  

D e  s u  lado, Chile, Colombia y Perú han mantenido un sistema polí­
tico liberal con economías abiertas al exterior, sustentadas en el intercam­
bio comerciiJ.l y en la exportación tanto de bienes primarios como de pro­
ductos con componente añadido. Han mantenido sus mercados tradicio­
nales e incursionado con éxito en nuevos a través de la suscripción de los 
TLC, y han captado significativas inversiones, logrando crecimiento� eco­
nómicos sustantivos. Salvo Chile, que sí ha disminuido los índices de 
pobreza, Colombia y Perú no 'han alcanzado a distribuir de manera equi­
tativa la riqueza. Por el contrario, estas tasas de desigualdad se han pro­
fundizado, generando una mayor y peligrosa inequidad social y económi­
ca. Por otra parte, el crecimiento económico de estos países ha estado 
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recogido más en las cifras que en la realidad. En 20 1 O, el crecimiento del 
PIB en Colombia y Perú correspondió al 3,7% y al 6,7% respectivamen­
te; y Chile experimentó un crecimiento del 4,3% (CEPAL, 20 10 :  1 6) .  

En  cuanto a España, se puede decir que ha vivido una admirable con­
solidación democrática en los últimos treinta años, después de la dictadu­
ra franquista. La alternabilidad en el poder de los principales partidos ha 
fortalecido la institucionalidad y, hasta 2008, cuando se inició la crisis fi­
nanciera, ha tenido un crecimiento económico sorprendente y sólido. 
España es ya un país con una presencia relevante en el concierto interna­
cional y pretende ser un actor global como pieza clave en Europa. Los 
últimos seis años, con el PSOE en el poder, ha seguido en esta línea, aun­
que con un brusco frenazo en 2008 a causá del fenómeno mencionado, 
que impactó fuertemente a importantes sectores de su economía, particu­
larmente aquellos más creadores de empleo. La coyuntura actual es poco 
propicia para un continuo crecimiento, pero, a pesar de ella, España es un 
actor internacional y su proyección a consolidarse como protagonista en 
el escenario global es innegable. 

La política exterior de España con América Latina 
y la Región Andina 

A pesar de los múltiples vínculos que las unen y de sus repetidos pronun­
ciamientos y actitudes bien intencionadas, independientemente del parti­
do que esté en el gobierno, España no ha llegado a definir, menos aún 
implementar, desde su retorno a la vida democrática, una política exterior 
clara, efectiva y continuada respecto de América Latina y, dentro de ella, 
con los países andinos (Malamud, 2004) . 

España vive en una tricotomía que no ha sido resuelta del todo en 
materia de política exterior. Es europeísta por su cercanía geográfica, sus 
intereses coincidentes y, en algunos casos, por sus afinidades históricas y 
culturales. Es latinoamericanista por razones históricas y culturales y, natu­
ralmente, por interés. Y, de alguna manera, es también mediterránea por 
sus intereses compartidos y por su antigua e histórica vinculación con los 
países musulmanes del norte de África, particularmente con Marruecos. 
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En esta línea, España ha definido ya su pertenencia a la Unión 
Europea (UE) en términos institucionales y formales a partir de 1986, 
cuando se incorporó como miembro pleno. Reconoció y se volcó hacia su 
natural vocación europeísta; profundizó sus mecanismos de integración 
en todos los ámbitos, políticos, comerciales, monetarios y de defensa; y se 
benefició de la cooperación regional y de los mecanismos para fortalecer 
su economía. Es decir, no solamente definió, sino que implementó -ha­
ciendo un buen uso- su condición de miembro pleno de Europa, de la 
cual se había mantenido distante a causa de su situación política -la dic­
tadura franquista- y de su retraso económico. Ha sacado provecho de su 
pertenencia a la Europa unida y lo seguirá haciendo en la medida en que 
participa plenamente del proceso. Ahora ejerce esa membresía como parte 
fundamental de su política exterior. 

Sin embargo, hay que señalar que, en los últimos años, España, al 
igual que Portugal, ha visto reducida su capacidad de influencia en el con­
texto europeo, con la ampliación de la UE a 27 miembros. Este hecho ha 
implicado también un movimiento del centro regional europeo del Me­
diterráneo hacia el Este, en razón de que muchos de los Estados reciente­
mente incorporados provienen de la antigua órbita soviética. Así, Ale­
mania y sus vecinos han reforzado su preponderancia regional en desme­
dro de los países mediterráneos del Sur: Francia, Italia, Grecia y España. 

Respecto de América Latina, la definición española de pertenencia 
regional iberoamericana se ha formulado en numerosas ocasiones pero, 
por diversos motivos, no ha sido llevada a la práctica. Es verdad que se 
han institucionalizado las Cumbres Iberoamericanas, promovidas inicial­
mente por México con el acompañamiento de España en 1 99 P, pero 
muchas de ellas han caído en la conocida retórica y otras han servido para 
intentar resolver desavenencias coyunturales entre miembros, algunas de 
estas bilaterales. De las cumbres nació la Secretaría Iberoamericana 
(SEGIB) en 2003, en la reunión de Santa Cruz de la Sierra, en Bolivia, 
que ha servido para tratar de hilvanar y cohesionar en algo las propuestas 
y disímiles planteamientos que de ellas han salido. Pero aún no hay una 

3 La I Cumbre Iberoamericana se realizó en Guadalajara, México, en julio de 1 99 1  (Del Arenal, 
1 995; Rojas Aravena, 2000). 
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articulación político-estratégica que identifique a la región como tal o 
caracterice la llamada 'birregionalidad' . 

En términos de cooperación para el desarrollo, hay que reconocer que 
España ha buscado, en los últimos cinco años, priorizar a América Latina, 
y en particular a algunos países andinos, como es el caso de Bolivia, Co­
lombia y Ecuador (Sanahuja, en este volumen) . Sin embargo, la dispersión 
geográfica en la que ha caído la cooperación al incluir otros países de regio­
nes ajenas a sus intereses inmediatos y a lo que podría llamarse su zona de 
influencia, probablemente como consecuencia de su pertenencia a la UE, 
ha impedido que esta tenga el impacto significativo que podría haber teni­
do si se hubiera concentrado exclusivamente en Latinoamérica, y en parti­
cular en algunos países de la Región Andina. Planteada así la cooperación, 
da la impresión de hallarse desvinculada de la política exterior integral de 
España, en la cual pueda jugar un papel preponderante junto con otros 
factores como el comercio, la inversión y el diálogo político. 

Por ello, suena paradójico que España haya definido un Plan África y 
un Plan Asia para aproximarse en términos de cooperación con esas regio­
nes, pero, que no lo haya hecho con América Latina, "el ámbito natural 
de nuestra política exterior", ef.l palabras de Miguel Ángel Moratinos, su 
ministro de Asuntos Exteriores por más de seis años (Gratius, 20 1 0: 1 ) .  
La explicación para no  hacerlo, s e  dice, es que España forma parte de 
Iberoamérica y que, por tanto, no cabe un plan específico para una región 
de la que es miembro. Sin embargo, este hecho no explica, menos justifi­
ca, la inexistencia de una política exterior definida y continuada hacia 
Latinoamérica. Por el contrario, debería ser motivo para que haya una 
estrategia más consistente desde Madrid, si se considera que esta perte­
nencia a la región le puede significar beneficios concretos en Europa, 
teniendo como uno de sus pilares a la cooperación. 

En cuanto al comercio, la relación con América Latina ha estado con­
dicionada por los compromisos impuestos por su calidad de miembro de 
la UE. La Política Agraria Común (PAC), por ejemplo, obliga a España a 
implementar decisiones que se contraponen con sus afanes de liberalizar y 
profundizar su comercio con algunos países de América Latina. Las políti­
cas de subsidios en ese sector son la¡¡ más dañinas para promover el inter­
cambio con nuestra región, cuyos productos de exportación son, en buena 
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parte, agrícolas. Más del 50% de su comercio es con la UE, y el 5o/o es con 
nuestra región (Hay, 2003: 26 1) .  Un caso emblemático de la relación 
comercial de España con Ecuador ha sido, precisamente, el del banano, ya 
que no solamente defendía la posición · europea en contra de un país lati­
noamericano, sino sus propios intereses como productor de banano en 
Canarias. 

La tercera preocupación de esta tricotomía ha sido el mundo árabe. 
España ha buscado, no sin razón, por causas históricas, aunque con un 
sobre-dimensionamiento de su rol, definir una política protagónica res­
pecto de los países musulmanes mediterráneos. No es que España deba 
abstenerse de actuar en asuntos vinculados con países vecinos por el sur, 
sobre todo en el Magreb, y en particular Marruecos, con el cual ha teni­
do relaciones estrechas e intereses compartidos -fundamentalmente en lo 
que respecta al comercio y a la migración-, así como contenciosos terri­
toriales, pero sí debe tener presente que su rol se ve sobrepasado por los 
intereses de las principales potencias del mundo, principalmente de Es­
tados Unidos, Rusia y las antiguas metrópolis europeas con influencia en 
la región. El caso del conflicto en Oriente Medio es ilustrativo. A pesar de 
sus vinculaciones históricas y de su voluntad política, España no ha podi­
do hacer mucho, pero se ha empeñado en estar presente, con cierto des­
gaste y sin mayor éxito, en algunos esfuerzos que se han emprendido. 

Esta suerte de tricotomía en la que está embarcada España ha dificul­
tado, junto con otros factores, que Madrid defina e implemente una ver­
dadera política exterior hacia América Latina y, dentro de ella, promueva 
un diálogo político con nuestra región. España busca participar más acti­
vamente en Europa, se involucra en Oriente Medio y con los países del 
norte de África, y no consigue definir con pragmatismo una relación con 
América Latina y, menos, con los países andinos. Esta aparente confusión 
o excesiva ambición le lleva a indefiniciones o a diluir su impacto e in­
fluencia. 

Aquí, se presenta un concepto clave que debe ser clarificado. Los 
miembros de la comunidad iberoamericana, en particular España y 
Portugal, como parte de la Unión Europea, deberán definir un punto 
esencial, que es el del carácter regional o birregional de la comunidad ibe­
roamericana a la que pertenecen. En otras palabras, ¿forman parte de una 
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organización con fines, propósitos y políticas comunes como la Unión 
Europea, o se consideran parte de una entidad birregional con represen­
tantes de una Europa consolidada y una América Latina dispersa y hete­
rogénea? 

España y los países andinos 

España no ha tenido una política exterior definida con América Latina, 
por lo tanto, tampoco con la Región Andina. Y ello no solamente porque 
le falte voluntad y por las razones ya anotadas, sino por la complejidad y 
heterogeneidad de los países que las componen. Los seis países integran­
tes tienen muchas similitudes, pero, al mismo tiempo, una evidente diver­
sidad. Como ya lo advirtiera párrafos atrás, hay países con una marcada 
tendencia socialista y nacionalista en su modelo político y económico, y 
hay otros con un sistema político liberal y una economía aperturista. Esta 
circunstancia obliga a España a definir una política exterior bilateral dife­
renciada con cada país de la región y no con ella como bloque. 

Los países andinos y España han mantenido tradicionalmente, y en 
términos generales, buenas relaciones por las vinculaciones históricas que 
les unen después de la independencia. El idioma, la religión, la cultura y 
buena parte de las costumbres, como resultado de la imposición colonial, 
los han mantenido cercanos a través de los años. Los episodios de con­
frontación no han sido relativamente mayores tras las luchas libertarias. 

Desde mediados del siglo XX hasta fines de los noventa, su vincula­
ción se había concentrado en el ámbito cultural, la cooperación técnica y 
el intercambio comercial pero no especialmente relevante debido al insu­
ficiente desarrollo económico y político de España que, hasta fines de los 
setenta no había consolidado interna e internacionalmente su economía 
ni su capacidad institucional, con lo cual tampoco había incrementado su 
influencia política. Estas buenas relaciones existentes no se habían tradu­
cido en una verdadera profundización de los lazos que debían unir a las 
partes, teniendo en cuenta la relevancia de sus antecedentes históricos. 

A partir de los años noventa y 2000, hasta la fecha, las relaciones de 
los países andinos con España han entrado, por varias causas, en una nue-
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va y dinámica etapa que exige una reflexión a profundidad y una necesa­
ria reformulación. Definitivamente ya no es la España de hace treinta 
años ni son los países andinos de hace diez. 

La política exterior de España hacia la Región Andina, como cualquier 
política exterior, ha estado concebida en función de sus intereses econó­
micos y geopolíticos. Pero, en este caso, ha tenido más en cuenta la rela­
ción bilateral y no al bloque en su conjunto. La razón tie�e que ver con 
las especificidades y diferencias que caracterizan a cada uno de sus miem­
bros. En el caso de Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú, aunque en dife­
rente medida, por la migración de ciudadanos andinos desde sus países de 
origen para aliviar sus necesidades y fortalecer la economía española. Con 
aquellos países de vertiente socialista, como el caso de Bolivia, Ecuador y 
Venezuela, España, y el gobierno del PSOE en particular, ha intentado 
priorizar su relación, sin mucho éxito, buscando una aproximación en 
términos de afinidad ideológica. Casos más llamativos son los de Bolivia 
y Venezuela, cuyos gobiernos, considerados de izquierda y, por tanto, cer­
canos ideológicamente, han llegado a confrontaciones con empresas espa­
ñolas con intereses hidrocarburíferos, provocando crisis políticas que, por 
el momento, y después de negociaciones diplomáticas, parecerían solven­
tadas4. Con Chile, Colombia y Perú las condiciones atractivas para la 
inversión han guiado la política española para favorecer a sus grandes 
empresas con afanes de diversificación. No ha primado, pues, la afinidad 
ideológica sino los intereses. 

En definitiva, la política exterior española hacia la Región Andina ha 
estado definida, inevitablemente, en función del país del que se trate y no 
en función de un bloque. Esta tampoco ha estado artiéulada en términos 
de una estrategia a largo o mediano plazo ni con una proyección que vaya 
más allá de los intereses coyunturales bilaterales. No siempre ha tenido en 
cuenta otros elementos, nuevos la mayoría, que han modificado, enrique­
cido y profundizado esa relación. Y esa es una importante debilidad. 

Pero, en sentido inverso, no cabe exigir solamente de España una for­
mulación e implementación unilateral de una política exterior hacia Amé-

4 Cabe hacer referencia a la "guerra del agua" que se desató en Bolivia a principios del año 2000, 
debido a la ley promulgada por el Congreso boliviano que pretendía privatizar el abastecimien­
to municipal de agua potable. 
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rica Latina y los países andinos. Estos, a su vez, individualmente o como 
región, deben hacerlo en función de sus respectivos intereses, realidades y 
afinidades. Se impone también una reflexión desde la región hacia España 
y no sólo en el sentido inverso. Ecuador, por ejemplo, debería definir con 
mayor decisión y con propuestas una política exterior estratégica con 
Madrid. El factor humano que representa la migración, que hasta hace so­
lamente diez años no existía, obliga a las partes a abordarla en su multidi­
mensionalidad, en su riqueza y en su problemática. 

La migración es, precisamente, un hecho fundamental en la reciente 
historia de las relaciones andino-españolas que merece un análisis más de­
tenido (Ayusso y Pinyol, 20 1 0) .  El fenómeno migratorio ha marcado, en 
profundidad, esta vinculación, sobre todo a partir de fines de los noven­
ta (Carrión Mena, 2006) . Ha producido una aproximación humana entre 
las partes, que ha ahondado y diversificado las relaciones de los países 
emisores con el receptor por las connotaciones que caracterizan a la mi­
gración en los distintos ámbitos que abarca: comerciales, financieros, cul­
turales, turísticos, sociales, educativos. Este factor es el que más ha influi­
do en la vinculación birregional y es el que ha exigido y aún exige una ver­
dadera reformulación de sus políticas. 

Si sumamos el número de inmigrantes provenientes de países andinos 
en España, llegaremos a una cifra que supera los dos millones de ciudada­
nos (Herrera, 2006) . El impacto humano, en todas sus dimensiones, que 
este hecho y este número significan es, por sí solo, un factor primordial 
que implica responsabilidades compartidas entre los Estados emisores y el 
receptor. Es, en suma, un factor transversal y multidimensional indispen­
sable a tener en cuenta para la definición de la política exterior de las par­
tes y, por supuesto, del diálogo político. 

En esta última década, a la masiva emigración a España, particular­
mente colombiana, boliviana y, sobre todo, ecuatoriana, se ha añadido el 
aumento de la cooperación española a la región, el significativo incremen­
to del intercambio comercial, y la mayor presencia de empresas españolas 
en la economía andina. Este fenómeno se ha constituido en un factor pre­
ponderante y debe ser promotor del relacionamiento de las partes que 
obliga a darle nuevos enfoques y hasta a repensar la globalidad de su polí­
tica exterior. 
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Pero no solamente el fenómeno migratorio obliga a replantearse las 
relaciones andino-españolas, sino otros factores resultantes del complejo 
contexto internacional cambiante y convulsionado en que se desarrollan, 
y en el cual cada país debe actuar buscando el fortalecimiento de sus in­
tereses. 

En primer lugar, para España, su ubicación en Europa, ya lo hemos 
advertido, es sin duda su prioridad y a lo que otorga su mayor atención. 
No obstante, la ampliación reciente ha hecho que el centro de la UE se 
aleje del Mediterráneo y se desplace al Este (Sanahuja, 2006) . Tanto 
España como Portugal están viendo menguada su influencia en la región 
y requieren, de alguna manera, revertir o atenuar esta situación. Con tal 
propósito, su relación con América Latina es clave. A España le conviene 
reforzar su vinculación con América Latina para incrementar su presencia 
en Europa, en tanto es el interlocutor y el canal adecuado y natural para 
llevar a ella las aspiraciones de la región. España llevará hacia esa nueva 
Europa una importante 'representación' de América Latina, lo que le 
podría conceder un mayor peso en la UE. 

Del mismo modo, el puente natural de América Latina y de los andinos 
en Europa es España. Particularmente para países medianos o pequeños, 
con menor capacidad de negociación, como Ecuador, es altamente conve­
niente aproximarse a España para contar con su apoyo ante la UE, sobre 
todo cuando esta se amplía y se distancia de la región latinoamericana. 

En segundo lugar, el significativo crecimiento de la economía españo­
la ha determinado que sus empresas inicien, desde hace más de diez años, 
agresivas inversiones en algunos países de América Latina en el ámbito 
financiero, de las telecomunicaciones, infraestructuras, hidrocarburos, 
entre otros (Chislett, 2003) . Precisamente por las razones citadas de ines­
tabilidad y por la crisis que ha atravesado Ecuador, esas inversiones priva­
das españolas no llegaron en la magnitud deseada. Pero superadas estas, 
conviene repensar la política exterior bilateral para recuperar la confianza 
y alentar la inversión española, ofreciendo las seguridades y garantías que 
la hagan atractiva. 

Asimismo, ha habido un importante crecimiento de la cooperación 
internacional a la región y en particular a países de menor desarrollo rela­
tivo, como en el caso del Ecuador. Tampoco ha sido, hasta el momento y 
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dadas sus limitaciones, una cooperación que tenga un impacto efectivo en 
el desarrollo del país. Sin embargo, hay que reconocer que España, en su 
Plan Director de Cooperación ha reconocido al Ecuador, entre otros, 
como país prioritario en la recepción de cooperación. 

Casos de países andinos que merecen comentarios individualizados 
son los de Colombia y Venezuela. En el primero, la situación de violen­
cia generada por grupos irregulares por la que ha atravesado desde hace 
décadas ha promovido una actitud de solidaridad por parte de España, 
cuya política de combate al fanatismo terrorista de grupos separatistas, 
especialmente en el País Vasco, es coincidente con la del gobierno colom­
biano. En este campo los dos países han mantenido firmes y similares 
posiciones de rechazo, sin importar cuál haya sido el gobierno en España. 
Se ha tratado de una política de Estado donde el apoyo a Colombia ha 
sido claro. Los dos países han afinado sus posturas en este campo y Es­
paña ha sido particularmente solidaria en su política con Bogotá. 

El otro caso es el de Venezuela. La cercanía histórica no solamente es 
antigua, como con todos los países latinoamericanos, sino recientemente 
motivada por la migración de españoles, particularmente canarios y galle­
gos, a ese país, por razones económicas y políticas, y a las importantes 
inversiones de empresas españolas. La existencia de una comunidad mi­
grante española relativamente reciente en Venezuela ha hecho que Es­
paña preste especial atención a su relación con Caracas, además de las par­
ticularidades que revisten la política y el liderazgo confrontacional del 
presidente Chávez. 

En consecuencia, casi resulta una 
_
obviedad poner de relieve la utilidad 

para España y los países andinos de sacar provecho de esta nueva realidad 
que, bien entendida y canalizada, puede ser de beneficio bilateral y hasta 
regional. Es necesario reformular la política exterior entre los países andi­
nos y España a la luz de estas nuevas circunstancias, de tal manera que las 
partes se actualicen, fortalezcan y beneficien. 

La gran enemiga de la relación de España con Latinoamérica, y den­
tro de ella con los países andinos, ha sido la retórica. Porque la voluntad 
constantemente anunciada no ha sido llevada a la práctica; porque ha 
estado sustentada solamente en la visión histórica, cultural, religiosa y de 
lenguaje; y porque no ha llegado a implementarse una relación basada en 

65 



Francisco Carrión Mena 

intereses estratégicos coincidentes, sino en meros enunciados bieninten­
cionados. A esta retórica no la ha acompañado una ·verdadera vocación 
política ni una estrategia para la implementación de sus objetivos. 

La implementación del diálogo político 

El diálogo político tiene sentido siempre que se dé en un contexto ade­
cuado y tenga como propósito la aproximación de intereses de las partes, 
e incluya sus afinidades para fortalecerlas y sus diferencias para solucio­
narlas. Tiene utilidad, además, cuando permite potenciar las capacidades 
de negociación internacional de las partes involucradas en el diálogo. En 
la actual coyuntura internacional, el diálogo político es especialmente ne­
cesario pues previene controversias y fortalece posiciones individuales y de 
bloque. 

Hay, en consecuencia, que empezar por cuestionarse la propia necesi­
dad de un diálogo; su conveniencia y su sentido, cuando es indudable que 
si bien existen afinidades, complementariedades e intereses compartidos, 
también hay diferencias de aproximación y hasta rivalidades5 (Freres et al. ,  
2006) . 

¿Bajo qué condiciones y con qué mecanismos se puede implementar 
el diálogo político, hacerlo viable, útil y mutuamente beneficioso? Para 
empezar, resulta imperativo definir claramente los intereses de las partes 
y los temas; señalar los que son coincidentes y aquellos en los que hay di­
vergencias. Las coincidencias y las complementariedades permitirán defi­
nir políticas comunes que fortalezcan las posiciones de ambas partes. 
Demás está decir que el éxito o fracaso del diálogo dependerá de la volun­
tad política de llevarlo a cabo. Sin ella, cualquier esfuerzo será nuevamen­
te retórico y sin resultados pragmáticos por más que los temas y los inte­
reses sean coincidentes. La temática del diálogo político debe estar defini­
da y previamente consensuada. 

5 Tal como advierte Gratius (20 1 0) ,  hay una visible rivalidad entre Espaíia y Brasil en lo que res­
pecta a la aspiración de liderar el proceso de vinculación, no solamente política sino económi­
ca, de los socios europeos y América Latina en el ámbito iberoamericano. 
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Las prioridades necesariamente son: 

• Democracia, institucionalidad y derechos humanos 
• Paz y seguridad 
• Asuntos sociales y migración 
• Medio ambiente y cambio climático 
• Cooperación para el desarrollo 
• Cultura e identidad compartida 
• Agenda negativa: narcotráfico, terrorismo, crimen organizado, etc. 

En esta propuesta se recogen todos los asuntos que preocupan no sola­
mente a las partes, sino a la comunidad internacional en su conjunto. 

En cuanto a los mecanismos, no es necesario establecer procedimien­
tos institucionales nuevos. Los ya existentes pueden ser replanteados y 
potenciados a fin de que los resultados sean mutuamente beneficiosos. El 
peso de nuevas institucionalidades y burocracias desgasta los afanes y no 
da siempre los resultados esperados. En el ámbito bilateral ya hay meca­
nismos periódicos de consulta y comisiones mixtas entre España y los dis­
tintos países de la región que permiten abordar los temas que son de 
mutuo interés. De lo que se trata es de darles vigencia, respaldo político 
y seguimiento. 

En términos multilaterales existe un marco referencial importante en 
el ámbito birregional. La declaración llamada "La Unión Europea y Amé­
rica Latina-Una asociación de actores globales", formulada en 2009 
(Comisión de las Comunidades Europeas, 2009), precisa y pone en pers­
pectiva, a su vez, la declaración "Una asociación reforzada entre la Unión 
Europea y América Latina'', de 2005 (Comisión Europea, 2006) . Ambas 
declaraciones fijan los parámetros del diálogo entre las dos regiones e 
identifican los temas que deben profundizarse: estructura macroeconómi­
ca y financiera, medio ambiente, cambio climático y energía, ciencia, 
investigación y tecnología, migración, empleo y asuntos sociales. 

Por lo demás, la SEGIB, que involucra a toda América Latina, España 
y Portugal, y sus instrumentos operativos, que abarcan una amplia gama 
de temas y, sobre todo, las cumbres anuales que tiene a su cargo, son sufi­
cientes si tienen el respaldo de los miembros para la implementación, 
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tanto del diálogo político como de otros ámbitos de acción de la comu­
nidad iberoamericana, en particular la cooperación para el desarrollo. 

Solamente con la Región Andina, la propuesta de negociar un acuer­
do de asociación entre la UE y la Comunidad Andina de Naciones 
(CAN) se vio lamentablemente frustrada por las divergentes concepcio­
nes de políticas económicas entre los países andinos, y por las exigencias 
e imposiciones de Bruselas. El acuerdo de asociación prevé una visión 
amplia de la relación entre Europa y la CAN, la cual se sustenta en tres 
pilares básicos: intercambio comercial, cooperación para el desarrollo y 
diálogo político. Cuando en 2008 se rompieron las negociaciones bajo 
este formato, se redefinieron los procedimientos a través de una separa­
ción temática y geográfica. El intercambio comercial se hará con múlti­
ples partes con los países andinos que deseen participar en ellas de mane­
ra comprensible, compatible con la Organización Mundial de Comercio. 
Solamente Perú, Colombia -que están por terminar- y, recientemente, 
Ecuador han retomado negociaciones sobre la materia. 

En lo que corresponde a diálogo político y cooperación para el desa­
rrollo, la UE resolvió que la CAN sea interlocutor único para promover 
el entendimiento entre bloques. Estos ámbitos fundamentales lamenta­
blemente no han tenido avances sustanciales, entre ellos el diálogo políti­
co. España puede avanzar individualmente en este tema, sin necesidad de 
enmarcarse en lo establecido en la UE. Sus intereses y sus antecedentes 
históricos bilaterales deben primar, tal como lo hace Francia con la Or­
ganización de la Francofonía, o el Reino Unido con la Commonwealth bri­
tánica. 

Formal e institucionalmente, el diálogo político entre la CAN y la UE 
quedó consagrado con la Declaración de Roma de 1 996, pero el marco 
para que este diálogo entre en vigor está recogido en el Acuerdo de Diá­
logo Político y Cooperación de 2003 (Observatorio Social de las Relacio­
nes América Latina-Unión Europea, 20 1 0) .  Sin embargo, en este contex­
to, en términos de bloques, poco o nada se ha conseguido. Probablemente 
ese diálogo solamente entre España y los andinos, ya sea en bloque o bila­
teralmente, pueda dar resultados para construir una alianza estratégica de 
provecho mutuo. 
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La política migratoria española 
en los contextos andinos: 
el caso de Ecuador y España 

Almudena Cortés Maisonave 

Introducción 

La llegada de población ecuatoriana a España ha coincidido con profun­
dos cambios políticos e institucionales en términos de definición del 
modelo migratorio e�pañol, tanto hacia el interior (incidencia en la pobla­
ción que vive en territorio español), como hacia el exterior, a través de las 
relaciones político-migratorias que se han construido con los países de ori­
gen de la migración a España. En el caso de las migraciones latinoameri­
canas, y de las andinas, en particular, la combinación de ambos factores 
nos permite comprender los efectos que estas medidas políticas han teni­
do en la movilidad de estas poblaciones, y en la integración social y labo­
ral en España. Por ejemplo, el conjunto de convenios migratorios firma­
dos entre Ecuador y España desde los años sesenta hasta mediados de la 
década de 2000, así como el cambio en la legislación de Extranjería espa­
ñola, han influido de manera significativa en la forma en que la migración 
ecuatoriana ha llegado y se ha asentado en España y, sobre todo, en la 
medida en que dicha migración ha podido mantener y construir relacio­
nes transnacionales con sus contextos de origen. 

Los cambios políticos e institucionales generados desde España han 
respondido a dos factores: las transformaciones ocurridas en el sistema 
migratorio europeo, y la necesaria elaboración de una política española de 
Estado en materia de migración, esta última, una cuestión pendiente a lo 
largo de las dos últimas décadas. Veamos, a continuación, cada una de es­
tas cuestiones, prestando especial atención al caso ecuatoriano. 
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La evolución del sistema migratorio europeo 

Las transformaciones que España ha tenido que realizar en materia migra­
toria han dependido de su incorporación a la Unión Europea y, por lo 
tanto, de la consolidación de su posición como uno de los Estados impul­
sores de políticas migratorias en el "sistema migratorio europeo"1 •  Tal y 
como señala Wieviorka ( 1992) , este sistema ha experimentado cuatro 
mutaciones. Así, la primera es la del surgimiento de este sistema con la 
constitución de un polo emisor (en los países del sur) y un polo receptor 
(en el centro y norte de Europa) . El final de la Segunda Guerra Mundial 
"introduce un nuevo orden internacional: personas desplazadas, refugia­
dos, circulación de migraciones circulares y un desarrollo incontrolado de 
una inmigración clandestina y regularizada después paulatinamente" 
(Wihtol de Wenden, 2000: 28) . Es el momento de la migración econó­
mica, masiva, temporal y, sobre todo, masculina. Y se produce por el rápi­
do crecimiento económico de los países centroeuropeos y la demanda de 
mano de obra poco cualificada. Se habla de los trabajadores migrantes 
como "aves de paso"2 (Piore, 1 979) . Como consecuencia, la entrada de 
esta migración era entendida desde una necesidad sostenida para poder 
reconstruir una Europa que salía de la Segunda Guerra Mundial y vivía 
momentos de desarrollo económico espectaculares. Por estos motivos, la 
migración no suponía una amenaza. De hecho, al no ser capaz, el sur de 
Europa, de suministrar suficiente mano de obra, las miradas se volvieron 
hacia el Magreb y Turquía, países que empezaron a incorporarse a este sis­
tema migratorio (Cachón, 2002) . 

A partir de la crisis del petróleo, a comienzos de los años setenta, tuvo 
lugar el freno de estas migraciones y la segunda mutación del sistema mi­
gratorio europeo. Los Estados que antaño daban la bienvenida a los tra-

Siguiendo a Arango, por sistema migratorio vamos a entender "la asociación, dotada de cierta 
vocación de permanencia y acompañada de un denso tejido de interrelaciones de diversos órde­
nes, que se establece entre una región receptora de inmigración y un conjunto de países emiso­
res de emigración" (Arango, 1 993: 7). En este sentido, hoy podemos distinguir cuatro grandes 
sistemas migratorios: el norteamericano, el Asia-Pacífico, el del Golfo Pérsico y el europeo. 

2 El concepto de "aves de paso" ha sido muy criticado desde el feminismo y la antropología del 
género aplicada a las migraciones (ver Gregorio, 1 997). 

72 



La politica migratoria española en los contextos andinos: el caso de Ecuador y España 

bajadores migrantes empezaron a replantear sus políticas migratorias ha­
cia 'el cierre de fronteras' y el establecimiento de severos controles de 
entrada en el territorio europeo. Asistimos a una extendida y creciente 
obsesión por el control de las fronteras, por el fraude y por la clandestini­
dad. Vemos cómo los países de destino proclamaron la ambición de con­
tener total o parcialmente los flujos migratorios con sus políticas de con­
trol de las fronteras. Esto implicó dos consecuencias para el sistema: por 
una parte, los flujos migratorios no cesaron, sino todo lo contrario. En 
este sentido, los Estados debieron hacer frente a un desafío ya que no iban 
a poder controlar la migración con la receta que ambiciosamente ofrecie­
ron a sus opiniones públicas. Estas políticas migratorias, más que contro­
lar la migración, controlarían a los migrantes (Calavita, 1 998). Por otra 
parte, Europa asistió a la sedentarización de sus migrantes, el fenómeno 
pasó de ser temporal a ser permanente. En efecto, las políticas restrictivas 
tienen la consecuencia paradójica de que los inmigrantes temporales se 
resistan a salir por miedo a no ,poder volver a entrar y, de este modo, lo 
que era pasajero se vuelve duradero (Cachón, 2002) . 

El efecto más importante para nuestro análisis es, precisamente, que 
Europa empezó a convertirse en un contexto de constitución de comuni­
dades transnacionales de migrantes. Por comunidad transnacional voy a 
referirme a la constitución de grupos que, necesariamente, han cruzado 
como tales las fronteras nacionales y que se caracterizan, básicamente, por 
dos elementos: el sentido de pertenencia y la construcción de identidades 
nacionales, y el proceso de construcción de redes sociales3• En este senti­
do, diferentes factores influyeron en la constitución de estas comunida­
des. Por una parte, la duración, ya que para que las comunidades se cons­
tituyan se requiere tiempo y migración de larga data. Podemos encontrar 
ejemplos de esto en el caso de la migración turca a Alemania, la marroquí 
a España y/o a Francia, o la senegalesa a Italia y Francia. Por otra parte, 
se hace fundamental la implicación de estas comunidades en prácticas 
transnacionales con sus lugares de origen4• 

3 Para una revisión reciente de la discusión en la literatura ver Cortés y Sanmartín (2008; 2009). 
4 Cortés y Sanmartín (2008) han realizado una propuesta para clasificar las prácticas transnacio­

nales de los/las migrantes en cuatro categorías: económicas, políticas, cívico-sociales u organiza­
tivas y culturales, y han elaborado una primera categorización sobre el tipo de acciones que las 

73 



Almudena Cortés Maisonave 

Efectivamente, estas comunidades establecieron relaciones transnacio­
nales de forma sostenida y constante, por encima de las fronteras políticas, 
económicas, culturales, geográficas, etc. Las remesas financieras de los 
migrantes se incrementaron, y se intensificaron las idas y venidas, los enví­
os de objetos, mercancías, imágenes, etc., las visitas de los políticos de ori­
gen con el fin de recabar los votos de sus ciudadanos en el exterior, las 
empresas con capital transnacional impulsadas por migrantes, la celebra­
ción de festividades religiosas de forma simultánea, entre otras. 

La tercera mutación ha implicado la transición de los países del sur de 
Europa hacia países receptores de inmigrantes. A finales de los años 
ochenta, y en medio de una crisis económica con una elevada tasa de 
paro, Grecia, Italia, Portugal y España se transformaron en el destino de 
numerosos inmigrantes "como consecuencia del cierre de los destinos tra­
dicionales, de su propio desarrollo económico, de la proximidad a los paí­
. ses emisores y de los lazos históricos y económicos intensos entre las dos 
laderas del Mediterráneo" (Cachón, 2002: 98) . En todos estos casos, es la 
primera vez que los países del sur de Europa tienen la misma posición que 
los Estados del centro y norte de la UE. En el caso de España y Portugal, 
estos flujos migratorios se vieron ampliados con los procedentes de La­
tinoamérica. 

La cuarta mutación del sistema migratorio se encuentra en proceso en 
la actualidad, y responde al diseño y ejecución de políticas nuevas como 
respuesta a otras formas de entender los desafíos que afronta Europa en el 
campo de la migración desde los años noventa. Este cambio ya empezó a 
experimentarse desde los años ochenta, cuando se constató la necesidad 
de introducir ciertas transformaciones en la orientación de estas políticas, 
y se establecieron tres ejes de actuación: "la limitación del acceso de los 
inmigrantes, las políticas de integración y la reformulación de la coopera­
ción con los países de origen" (Aubarell et al. ,  2003: 395) . Es decir, es a 
comienzos de los años ochenta cuando se observa el inicio de la tenden­
cia que hace que la cooperación para el desarrollo empiece a vincularse 
con la gestión de la migración. Se trata de un cambio a partir del cual se 

conforman y cuáles pueden estar vinculadas al fomento del desarrollo de los lugares donde se 
dan (Cortés y Sanmartín, 2008). 
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empieza a hacer uso de la cooperación, desde los círculos oficiales, con el 
fin de influir en las condiciones de desarrollo de los Estados de origen, de 
tal modo que la migración se vaya reduciendo. Esta es la tendencia que se 
está instituyendo de manera oficial, a partir del establecimiento de una 
relación preventiva entre la migración, el desarrollo, y que sirve de justi­
ficación para las iniciativas de migración y desarrollo y codesarrollo, tal y 
como se han llevado a cabo en Europa y en España. 

Una marcada latinoamericanización de los flujos 
migratorios hacia Europa 

En el último siglo, América Latina ha pasado de ser una región con un 
preeminente carácter receptor de población migrante europea -como 
hasta los años cincuenta del siglo pasado- a constituir una zona con una 
creciente condición emisora. Según datos de la CEPAL, para el año 2005, 
de los 1 9 1  millones de migrantes en el mundo, los latinoamericanos y 
caribeños representaban un 13% y habían pasado de 2 1  millones en 2000 
a 25 millones cuatro años después. En la actualidad, se calcula que hay 
cerca de 26 millones de latinoamericanos y caribeños viviendo fuera de 
sus países de origen, de los cuales 22,5 millones se encuentran fuera de la 
región, y alrededor de 3,5 millones habitan en otros países de América 
Latina y el Caribe. 

Si bien el principal destino de las migraciones desde América Latina y 
el Caribe continúa siendo Estados Unidos, donde se concentran aproxi­
madamente tres cuartas partes del total de migrantes de la región, hay que 
señalar que estamos ante un cambio de tendencia de la migración latino­
americana, al elegir como destino preferente determinados países de la 
Unión Europea. Aunque no es fácil conseguir datos para todos los países 
europeos, según diversos estudios, para el año 2007, el 70% de los 1 898 
1 60 latinoamericanos que vivían en un país miembro de la UE se concen­
traba en España. Lejos se ubicaba Italia, con un poco más de 200 mil lati­
noamericanos, 1 25 mil en el Reino Unido y menos de 1 00 mil en 
Alemania (Poulain, 2007) . Precisamente, en el caso español, si en 1 998 
había más de 1 30 mil inmigrantes latinoamericanos y caribeños en el país, 
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diez años después la cifra se había multiplicado por diez, superando los 
1 ,3 millones de personas. Durante este período también se ha producido 
un crecimiento en el número de inmigrantes procedentes de 
Latinoamérica en otros países europeos, especialmente en el sur del con­
tinente (López de Lera y Oso, 2007; Poulain, 2007) . 

Aunque la llegada de población latinoamericana a Europa se hizo 
especialmente visible a fines de los noventa, los primeros flujos relevantes 
tuvieron lugar hacia la segunda mitad del siglo XX, con el retorno de 
parte de los emigrantes europeos desde América Latina hacia sus tierras 
de origen. En España se los conocía como "indianos", emigrantes que 
regresaron después de años al otro lado del Atlántico. Este proceso se pro­
dujo especialmente entre 1 962 y 1 973, con más de 50 mil emigrantes 
anuales, estimulado por la amplia demanda de mano de obra en los paí­
ses europeos, ya en pleno auge económico. A comienzos de los sesenta, al­
gunos exiliados políticos cubanos se habían instalado en Europa, y otros 
inmigrantes caribeños se habían trasladado a sus antiguas metrópolis, tras 
los procesos de descolonización tardía (López de Lera y Oso, 2007; 
Ayuso, 2009). 

A partir de los setenta, es posible identificar un primer flujo migrato­
rio relevante de latinoamericanos, aunque de baja intensidad, motivado 
por las crisis y los procesos de violencia política generada en varios países 
(en particular, las dictaduras de Argentina 1 966- 1 973 y 1 976- 1 983; 
Brasil 1 964- 1985 ;  Cuba 1 959; Chile 1 973-1 990; Uruguay 1973- 1985;  y 
Venezuela 1 952-1 958) (López de Lera y Oso, 2007) . La violencia políti­
ca desatada en la región por las dictaduras militares obligó a argentinos, 
brasileños, chilenos y uruguayos a refugiarse en el Reino Unido, Francia, 
Suiza, Alemania, los países escandinavos, España y Portugal. Cabe desta­
car que estos flujos se registraron cuando en Europa predominaban las 
políticas migratorias de "puertas cerradas" para los trabajadores extranje­
ros, como consecuencia de la crisis del petróleo y sus repercusiones en las 
economías del Viejo Continente. 

Un segundo flujo migratorio relevante se dio en la década del ochenta, 
y se caracterizó por su conformación más diversificada, y por incluir a un 
colectivo latinoamericano y caribeño con un perfil principalmente econó­
mico y laboral. A ellos se sumaron estudiantes latinoamericanos que emi-
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graron a Europa para cursar estudios de postgrado, así como emigrantes 
económicos de clase media en proceso de empobrecimiento, en el contex­
to de crisis económica en Latinoamérica (Yépez del Castillo, 2007) . La 
situación de recesión por la que atravesó la mayor parte de los países de la 
región durante esta década provocó una de las crisis más profundas del 
siglo, caracterizada por el estancamiento económico y un fuerte deterioro 
del bienestar. Desde la segunda mitad de los años ochenta, España comen­
zó a representar una alternativa a la migración económica hacia Estados 
Unidos. Se empezó a optar por el contexto español debido a las menores 
barreras de acceso al país (exención de visado para entrar como turista, 
menos dificultades para obtener la residencia y la nacionalidad, etc.) ,  a la 
oferta laboral en trabajos no cualificados (servicio doméstico, agricultura, 
construcción, hostelería) , así como las facilidades en cuanto al idioma y las 
afinidades culturales. Durante los ochenta, desde Perú y República 
Dominicana se empezó a desarrollar una corriente de emigrantes labora­
les, especialmente mujeres, menos cualificada que los emigrantes de clase 
media del Cono Sur (López de Lera, 2004; López de Lera y Oso, 2007). 

En suma, a partir de los setenta y hasta los noventa, la emigración lati­
noamericana hacia Europa estuvo protagonizada, primero, por refugiados 
políticos y, luego, por trabajadores y estudiantes universitarios, siendo 
ambos flujos de baja intensidad en comparación con lo que sucedería a 
partir de los noventa, cuando las corrientes migratorias desde America 
Latina y el Caribe registraron un crecimiento sin precedentes. En estas 
tres etapas migratorias predominaron los flujos procedentes del Cono Sur, 
en la primera ( 1 960- 1 970) , los caribeños, en la segunda ( 1980), y andi­
nos, en la tercera (a partir de 1 990) . 

La configuración de la "España inmigrante" 

La última década en España ha sido totalmente excepcional en lo que se 
refiere al fenómeno migratorio. Después de una amplia trayectoria como 
emisor de flujos, el país se ha convertido en uno de los principales recep­
tores de población inmigrante de la UE, al punto que en los últimos años 
la inmigración neta a España ha constituido cerca del 40% del total de la 
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UE, o incluso más (Aja et al., 2008) . El rápido ritmo de crecimiento de 
los flujos ha estado acompañado por políticas de inmigración con un cariz 
relativamente liberal o, al menos, así han sido percibidas por otros países 
de la UE, que han criticado especialmente los procesos de regularización 
de inmigrantes impulsados por gobiernos españoles, de los cuales se han 
beneficiado más de un millón de personas desde 1 986. Los seis procesos 
de regularización en España ( 1986, 1 99 1 ,  2000, 2001 ,  2004 y 2005) han 
supuesto la normalización de la situación legal de 1 080 000 inmigrantes. 
Este tipo de medidas han sido reconocidas a nivel internacional por el 
PNUD que, en su último informe sobre Desarrollo Humano, valora las 
políticas españolas de regularización y de reconocimiento de derechos de 
los inmigrantes irregulares (Ayuso, 2009) . 

A nivel cuantitativo, las estadísticas más recientes señalan la presencia 
de más de 6,4 millones de inmigrantes oficialmente inscritos en territorio 
español, una cifra que convertiría a España en el octavo país del mundo 
con mayor proporción de inmigrantes, y lo que representa un 14, 1  o/o de 
la población total del país (UNO/ONU, 2009) . A ello habría que sumar 
el porcentaje total de inmigración irregular, difícil de cuantificar. 

Entre los 1 5  grupos migratorios con mayor representación en España, 
seis tienen como origen un país de Latinoamérica (ver Tabla N.O 1 ) .  De 
acuerdo a las cifras vigentes a junio de 2009, las y los ecuatorianos (442 1 14 
personas) constituyen la tercera nacionalidad con mayor presencia en 
España, después de los marroquíes y rumanos/as. En esta lista de 1 5  nacio­
nalidades también figuran Colombia (4° lugar, con 287 4 1 7  personas) , 
Perú (7° lugar, con 142 975 personas) , Bolivia ( 1 1°  lugar, con 105 931 
personas) , Argentina ( 13° lugar, con 1 02 363 personas) y República 
Dominicana ( 1 5° lugar, con 84 958 personas) . Los latinoamericanos y ca­
ribeños también se han beneficiado de los procesos de regularización: en 
2005 los inmigrantes de América Latina y el Caribe presentaron 267 4 1 6  
solicitudes para legalizar s u  estancia en España, un 38,7% del total. 
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lberoamérica 

Argentina 
Bolivia 

Brasil 

Chlle 

Colombia 

Costa Rica 

Cob. 

Ecuador 

EI S.tv.ulor 

Guatemala 

Honduras 

México 

Nicaragua 

Panamá 

Paraguay 

Perú 

Rep. Domin. 

Uruguay 

Venezuela 
Otros lberoam. 

Tabla N.• 1 
Evolución de extranjeros procedentes de lberoamérica con certificado de registro 
o tarjeta de residencia en vigor según sexo y nacionalidad ( 1998-junio de 2009) 

1998 1999 

130 203 149 571 

17 007 16 290 

1 148 1 283 

7 012 8 120 

5 827 5 927 

1 0 4 1 2  1 3  627 

290 282 

13 214 16 556 

7 046 12 933 

902 998 

506 547 

872 1 151  

4 360 4 868 

501 518 

366 349 

5 1 2  529 

24 879 27 263 

24 256 26 854 

3 907 3 880 

6 9 1 1 7 323 

275 273 

2000 

184 944 

16 610 

1 748 

10 034 

6 141  

24 702 

289 

19 165 

30 878 

936 

518 

1 244 

4 739 

490 

342 

524 

27 888 

26 481 

4 005 

7 986 

224 

2001 2002 2003 

283 778 364 569 514 485 

20 412 27937 43 347 

3 344 4 995 7 053 

10 910 12 902 14 598 

6 900 8 257 10 869 

48 710 71 238 107 459 

327 370 405 

21 467 24 226 27 323 

84 699 1 1 5  301 174 289 

1 032 1 1 10 1 217 

554 608 631 

1 559 1 649 1 834 

5 173 5 894 6 714 

562 574 671 

375 421 500 

634 758 992 

33 758 39 013  57  593 

29 3 1 4  32 412  36 654 

4 754 5 995 8 852 

9 oG7 10 634 13 162 

227 275 322 

2004 2005 2006 2007 2008 

649 122 986 178 1 064 916 1 215 351 1 333 886 

56 193 82 412 86921 96 055 97 277 

11 467 50 738 52 587 69 109 85 427 

17 524 26 866 30 242 39 170 47 229 

14 477 18 748 20 397 24 841 26 906 

137 369 204 348 225 504 254 301 274 832 

445 567 601 706 830 

30 738 36 142 39 755 45 068 49 553 

221 549 357 065 376 233 395 808 421 527 

1 365 1 790 1 906 2 222 2 544 

696 935 1 013 1 22 1  1 428 

2,234 4 033 4 186 5 767 7 322 

7 755 9 502 10 700 12 633 14 339 

794 1 136 1 250 1 943 2 640 

595 760 805 989 1 126 

1 692 7 800 8 557 13 651  1 9  723 

71 245 82 533 90 906 1 16 202 130 900 

42 928 50 765 58 126 70775 . 80 973 

13 055 24 272 26 581  3 1  092 31 956 

16 622 25 372 28 188 33 262 36 616 

379 394 458 536 738 

)un 2009 

1431357 

102 363 

105 931 

52 595 

29 226 

287 417 

893 

50 829 

442 1 14 

2 763 

1 554 

8 905 

15 146 

3 133 

1 177 

25 644 

142 975 

84 958 

33 998 

38 977 

759 

Fuente: Elaboración propia con base en Anuario de Estadísticas 2008, Extranjeros con Residencia en Vigor, Ministerio de Trabajo e Inmigración de España. 

Hay que situar la salida y la llegada de las y los migrantes ecuatorianos res­
pecto a España en este contexto de latinoamericanización de los flujos. 
Entre 1 996 y 2004, tiene lugar la creciente salida de población ecuatoria­
na, esta vez hacia Europa y, fundamentalmente, hacia España, debido al 
gran impacto que la crisis financiera y económica tuvo en la sociedad 
ecuatoriana. En sólo cinco años, el resultado muestra que emigró el 
mismo número de personas que lo hizo a lo largo de las últimas cinco 
décadas, y las fuentes oficiales ecuatorianas calculan que, en la actualidad, 
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dos millones y medio de ecuatorianos residen fuera del país, es decir, el 
1 5 %  de la población económicamente activa (De la Vega, 2006) . 

Hasta 1 997, el 63% de los emigrantes se dirigió a Estados Unidos. Sinl 
embargo, el aumento del rigor en los controles de ingreso a este país, la cre­
ciente militarización de la frontera norte (México-Estados Unidos) , así 
como el endurecimiento de su política migratoria, implicaron, por una 
parte, una mayor dificultad a la hora de conseguir los visados y, por otra 
parte, un encarecimiento de los costos que los migrantes indocumentados 
debían pagar (Gratton, 2005; Yépez del Castillo, 2007) . Tal y como reco­
ge Gratton, en los años ochenta, el precio oscilaba entre 1 500 y 3 000 
dólares. En 2002, el precio se encontraba entre 8 500 y 12 000 dólares 
(Gratton, 2005). 

Esto contribuyó a que Europa res{¡Itase más atractiva para emigrar, 
sobre todo, a dos lugares en especial: España e Italia. De acuerdo al Censo 
2001 ,  el 49,4% de la población que salió, entre 1 996 y 2001 ,  lo hizo 
hacia España; el 26,7% hacia Estados Unidos; y el 9,9%, hacia Italia. Si 
bien los datos del censo muestran porcentajes muy bajos en otros países 
europeos, es necesario señalar la presencia, cada vez más creciente, de 
ecuatorianos y ecuatorianas en Gran Bretaña, Bélgica, Suiza y Alemania 
(FLACSO, 2004; Herrera, 2007) . 

En este sentido, la elección de España ha respondido a varios factores. 
Por una parte, político-jurídicos. Así, España ha mantenido con Ecuador 
una relación migratoria específica, construida de forma histórica en las 
décadas anteriores. Esto contribuyó a mantener un marco normativo 
favorable que, entre otras cosas, no exigía visado de entrada a las personas 
procedentes de Ecuador. Por otra parte, la ruta migratoria no era peligro­
sa (como a los Estados Unidos), ni el coste económico era tan elevado5• 
Además, el factor lingüístico contribuyó a reafirmar la elección de España 
como destino, que no era la opción inicial, ya que, de hecho, este país se 
mantenía en el imaginario migratorio como una opción de segundo nivel 
en comparación con los Estados Unidos, donde se ofrecía mayores venta-

5 La solicirud de la visa a Estados Unidos es la más cara en comparación con otros destinos, ya 
que sólo la visa de turista tiene un coste de 1 00 dólares no reembolsables, frenre a los 44 dóla­
res de España, Holanda, Italia o Alemania. Los cálculos señalan que Estados Unidos habría 
recaudado, aproximadamenre, 1 1 ,6 millones de dólares anuales (VANGUARDIA, 2005). 
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jas económicas, al ser posible conseguir salarios más elevados (Gratton, 
2005) . Además, había que tener en cuenta que España estaba demandan­
do una gran cantidad de trabajadoras que fueran a cubrir los cuidados 
personales y el servicio doméstico. Este país experimentaba importantes 
transformaciones demográficas que hacían hablar del envejecimiento de 
su población y de la necesidad de mano de obra extranjera en ciertos sec­
tores productivos como la construcción, la agricultura, la hostelería y, 
sobre todo, la economía del cuidado asumida de forma deficiente por el 
Estado (FLACSO, 2004; Herrera, 2007; Yépez del Castillo, 2007) . 

En cuanto a la relación entre sexo y salida, los porcentajes de emigra­
ción por sexo son relativamente parecidos en términos nacionales, pero 
proceden de regiones diferenciadas. Del total de personas emigrantes en 
el período 1 996-2001 ,  un 47% era de mujeres, frente a un 53% de varo­
nes, y la diferencia entre ciudades es notable. De Guayaquil han salido 
más mujeres (55,9%) que hombres (44, 1 %); en Quito, la proporción es 
casi paritaria (48,7% de mujeres, 5 1 ,3% de hombres) , mientras que en la 
ciudad de Cuenca la migración es eminentemente masculina (67% hom­
bres frente a un 33% de mujeres) (FLACSO, 2004) . La emigración a 
Europa tendió a ser, en un primer momento, mayoritariamente femeni­
na, y la de Estados Unidos fue, sobre todo, masculina. 

En cuanto a la composición de esta migración por edades, el porcen­
taje de jóvenes alcanza un 59,5%, y un 9% entre los niños y adolescentes 
(menores de 1 8  años), datos que se incrementarán a partir de 2002, cuan­
do los migrantes que estaban en Europa iniciaron procesos de reagrupa­
ción familiar, antes de que se impusiera la necesidad de visado para entrar 
a estos países. 

Si atendemos a las principales ciudades de salida de Ecuador, se confir­
ma la tendencia general aunque con algunas diferencias. En el caso de 
Quito y Guayaquil, la población emigrante se vincula mayoritariamente 
con España (59% y 44%, respectivamente), los países europeos y, sólo en 
segundo lugar, con Estados Unidos, que representa el 23,2% y el 25 ,3%, 
respectivamente. Se trata, efectivamente, de una emigración más reciente, 
orientada hacia el continente europeo. Sin embargo, como es sabido, el 
caso de Cuenca es notablemente diferente al de las otras dos ciudades. 
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Tabla N.o 2 
Evolución saldo migratorio Ecuador 

2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 
l er 

sem. 

Saldo 
migratorio 175 922 138 330 1 65 2 1 5  1 2 5  1 06 69 7 1 5  6 2  077 84 524 42 399 50 373 5 694 

ecuatorianos 

Fuente: Elaboración propia con base en Dirección Nacional de Migración de Ecuador. 

En efecto, el 8 1 ,7% de la población que emigra lo ha hecho hacia Es­
tados Unidos, lo que marca claramente una preferencia que no es nueva 
y que es el resuitado de un lento proceso en el que se han tejido redes 
sociales y familiares que soportan este flujo poblacional que se inicia en 
décadas anteriores. 

A pesar de la continua referencia al crecimiento de la migración ecua­
toriana en España, los datos de la Dirección Nacional de Migración del 
Ecuador indican que la salida de migrantes ecuatorianos y ecuatorianas ha 
experimentado una progresiva desaceleración desde el año 2004, aunque 
estos flujos se mantienen en niveles superiores al período previo a la cri­
sis de finales de los años noventa en Ecuador. 

Sin embargo, esto ha cambiado para el período 2008-2009, puesto 
que la caída de los flujos es notable. Suponiendo que la tendencia del pri­
mer semestre de 2009 se mantenga, el saldo migratorio del mismo año 
será cuatro veces inferior al de 2008. 

Tabla N.0 3 
Saldo migratorio 2008-2009 

2008 ler semestre 2009 
Salidas Entradas Saldo Salidas Entradas Saldo 

Total 8 1 3  396 763 023 50 373 392 384 386 690 5 694 

EEUU 24 1 523 240 4 1 1  1 1 1 2 1 26 970 1 23 951 30 1 9  

España 1 32 256 109 559 22 697 57 028 69 629 - 12 24 1 

Fuente: Elaboración propia con base en Dirección Nacional de Migración del Ecuador. 
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Los cambios son significativos, sobre todo, respecto de la salida a España, 
ya que el saldo migratorio era de 22 697 en 2008 y se vuelve negativo para 
el primer semestre de 2009 (- 1 2  241 ) .  En 2009, las salidas han ido redu­
ciéndose en relación con el año anterior: 1 32 256 salidas en 2008 y 57 028 
para el primer semestre de 2009. Es decir, 9 100 salidas menos que la 
mitad de las salidas de 2008 (66 128). Pero, lo más notable es que las 
entradas han ido superando a las salidas para este primer semestre de 2009. 
Esto parecería indicar, por lo menos en el caso español, una tendencia al 
retorno de los y las migrantes ecuatorianos. 

La construcción de la política migratoria española 
como el trabajo de Sísifo6 

El proceso de construcción de la política migratoria española se ha carac­
terizado por basarse en una sucesión de textos legislativos que han con­
vertido la Ley de Extranjería en el gran instrumento protagonista a partir 
del cual diseñar las estrategias de control migratorio y, posteriormente, de 
integración social de la población inmigrante. Cada una de estas leyes, y 
sus correspondientes reglamentos, han tratado de gobernar un proceso de 
difícil control, como son los procesos migratorios, por lo que resulta muy 
pertinente comparar los esfuerzos desplegados por los sucesivos gobiernos 
españoles con el mito de Sísifo. 

Tras la incorporación de España a la UE en 1986, y ante el asenta­
miento reciente de inmigrantes en su territorio, el gobierno español puso 
en marcha una serie de medidas restrictivas (control policial, la exigencia 
de un permiso de trabajo o residencia y/o la imposición de un visado de 
entrada) , mientras que las ONG, los sindicatos y los centros académicos 
españoles comenzaron a proponer medidas más abiertas (Merino, 2003) . 
Tal y como señala esta autora, precisamente porque España entró en el 

6 Esre miro griego hace referencia al castigo recibido por Sísifo, rey de Corinto, de gran astucia, 
quien fue condenado por los dioses a una rarea que no le permite ni un minuto de descanso e 
impide cualquier evasión: empujar montaña arriba una enorme piedra, que siempre se le escapa 
de las manos al llegar cerca de la cima. Así, Sísifo desciende perpetuamente por la ladera para 
retomar la piedra y empezar de nuevo desde el principio. 
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espacio comunitario, el gobierno planteó la inmigración como un proble­
ma (cuando todavía era un fenómeno sin importancia en el país) y defi­
nió al inmigrante como un sujeto de control. 

Quince años después, los inicios de la década del año 2000 supusie­
ron un cambio cualitativo en la manera de tratar políticamente la llegada 
de migrantes a España. Esta cuestión pasó de ser una preocupación técni­
co-administrativa a ser situada en la agenda política y social, y en el espa­
cio de la opinión pública y de los sondeos de opinión. El paso de los 
noventa a la década del 2000 puede ser descrito como el paso de una fase 
de gestión de la migración en manos de la administración con un poder 
de arbitrariedad y discrecionalidad sin precedentes, a una nueva etapa de 
innovación política e institucional. Es decir, se trató de una etapa de iden­
tificación y definición del problema a resolver. En definitiva, en la déca­
da del 2000, el tema de la migración se convirtió en una cuestión de 
Estado (Zapata-Barrero, 2002) . 

Como señala este autor, asistimos a la construcción de la problemáti­
ca de la inmigración en España a partir de una serie de hitos que eviden­
cian la ausencia de un marco de referencia sobre el que apoyar los princi­
pios directores de políticas. La década de los noventa constituiría un pre­
ámbulo de lo que ocurrió en la década del año 2000, con el asesinato de 
la mujer dominicana Lucrecia Pérez en manos de un grupo de skins, y el 
ataque a cinco personas marroquíes en dos plazas de Ca N'Anglada. El 
comienzo de siglo vino marcado por una intensificación de este tipo de 
acontecimientos, como son los sucesos xenófobos de El Ejido o el lanza­
miento de unos cócteles molotov contra un refugio de inmigrantes en 
Lorca. Poco después tuvo lugar el accidente, también en Larca, de una 
furgoneta, en el que murieron doce migrantes ecuatorianos, el encierro de 
trecientos indocumentados en la iglesia del Pi de Barcelona, o el desalojo 
de la plaza de Cataluña de migrantes subsaharianos sin papeles. 

Con estos antecedentes, la política migratoria española se basó en tres 
elementos clave: el control de la movilidad de los migrantes y, por lo 
tanto, sobre los migrantes más que sobre la migración en sí misma; la 
integración de la población extranjera; y una activa cooperación guberna­
mental y para el desarrollo con los países de origen de los migrantes. 
Posiblemente, el instrumento más importante del que se ha servido el go-
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bierno español ha sido la famosa Ley de Extranjería, en sus correspon­
dientes versiones y reformas. La primera de ellas fue la Ley Orgánica 
7/1985,  del 1 ° de julio, sobre derechos y libertades de los extranjeros 
en España, elaborada meses antes de la incorporación de España a la UE. 
En esta época, los flujos de inmigración no eran todavía demasiado eleva­
dos, en comparación con países como Alemania, Francia y Bélgica, pe­
ro, España decidió elaborarla con unas condiciones muy restrictivas res­
pecto al establecimiento de la población inmigrante en España, pues 
pensó que esto podría ser un lastre en su próximo ingreso en la UE, al 
poder convertirse en la 'puerta de entrada' hacia el resto de Europa. Esta 
ley estableció unos criterios de entrada a España prácticamente imposibles 
de alcanzar, ya que los permisos de trabajo y residencia eran de corta dura­
ción (y casi inexistentes), no se preveía la reagrupación familiar, y se per­
mitía la denegación en determinadas circunstancias de las prestaciones 
sociales correspondientes por las cotizaciones. La persecución policial y el 
riesgo a ser expulsados del país eran una constante en la vida de los inmi­
grantes. Pero, afortunadamente, los tribunales de justicia, tanto los na­
cionales (Tribunal Supremo y Constitucional) como el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos, ampliaron los derechos de los inmigrantes respec­
to de los reconocidos legalmente. 

Adicionalmente, las masivas expulsiones realizadas no habían obte­
nido los resultados pretendidos, pues el volumen de flujos de inmigrantes 
no se veía reducido, y la solución adoptada por cada gobierno consistió 
en una serie de regularizaciones extraordinarias, que son la más visible 
prueba del fracaso de este modelo migratorio. A continuación, se aprobó 
la Ley Orgánica 4/2000, del 1 1  de enero, sobre derechos y libertades de 
los extranjeros en España y su integración social. Esta nueva ley dio un 
giro completo a la 7/ 1985,  ya que en ella se incluían objetivos tales como 
la integración laboral de los inmigrantes en España, o la equiparación de 
derechos entre los españoles y los extranjeros. Se pretendió la regulari­
zación de los inmigrantes que ya estaban establecidos en España, y la crea­
ción de unos cupos anuales, de forma que la población migrante pudiera 
acceder más fácilmente al mercado de trabajo. También se iba a posibili­
tar el ejercicio de un derecho fundamental (reconocido así en la Consti­
tución Española, y en d Convenio Europeo de Derechos Humanos) hasta 
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entonces totalmente inviable en España para los inmigrantes: el de la rea­
grupación familiar. Pero finalmente no se desarrolló el reglamento que 
debía haber seguido a esta ley, ya que el grupo parlamentario del Gobier­
no, que fue el único que no votó a favor de la aprobación de la misma, 
justificó su cambio de posicionamiento con el incremento de los flujos in­
migratorios que había tenido lugar en los meses posteriores a la ley, de­
bido al "efecto llamada'' que, a su juicio, la había provocado. 

Por este motivo, en menos de un año se reformó la ley anterior, y se 
aprobó la Ley Orgánica 8/2000, del 22 de diciembre, que no hacía otra 
cosa que cambiar radicalmente el signo de la política inmigratoria segui­
da por la anterior ley, estableciendo claras diferencias entre los inmi­
grantes regulares e irregulares, y el régimen de derechos que se reconocía 
a cada grupo (reunión, asociación, huelga, sindicación); y rompiendo la 
plena equiparación de derechos entre españoles e inmigrantes que re­
conocía la anterior ley, ya que lo hacía sin distinción alguna entre inmi­
grantes 'con' o 'sin papeles'. Se trata de una ley que únicamente se cen­
tra en el control de los flujos de inmigrantes, y en el establecimiento de 
vías de expulsión de los que se encuentran residiendo ' ilegalmente' 
en España, cerrando así las posibilidades que la anterior ley les concedía 
para regularizar su situación. Esto no ha hecho otra cosa que propiciar el 
desarrollo de numerosas mafias que trafican con las personas migrantes 
y que, en la mayoría de los casos, son el único medio de entrada y regu­
larización que tienen muchos inmigrantes, debido a las pocas soluciones 
que la legislación migratoria y las prácticas en los consulados aportan al 
respecto. 

Esta ley, siguiendo el mandato constitucional que dice que "los extran­
jeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el Título 
I, en los términos que establezcan los tratados y la Ley, así como la juris­
prudencia al respecto del Tribunal Constitucional" (Constitución Espa­
ñola, art. 1 3) ,  ha reconocido los compromisos internacionales adquiridos 
por España como país de la UE, pero ha añadido que garantizaba un trato 
justo a los nacionales de terceros países que residían legalmente en el terri­
torio de los Estados miembros de la Unión. De este modo, establece una 
clara distinción entre los que residen de forma legal en España y los que 
no, reconociendo una serie de derechos fundamentales a los primeros, y 
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sólo la titularidad -pero no el ejercicio de los mismos, como ocurre con 
los derechos de reunión, asociación, huelga y sindicación- para los que se 
encuentran ' ilegalmente' en España (esto puede provocar dudas sobre su 
constitucionalidad, al tener que respetar el ejercicio del contenido esen­
cial de cualquier derecho con independencia de la condición legal en que 
se encuentre el sujeto). 

La penúltima reforma realizada en la Ley de Extranjería es la llevada 
a cabo en 2003, mediante la Ley Orgánica 1 4/2003, del 20 de noviem­
bre, a la que se le añade, por tratar, fundamentalmente, sobre la expul­
sión de los inmigrantes en condición de estancia irregular, la Ley 
Orgánica sobre medidas de seguridad ciudadana, violencia doméstica e 
integración de los extranjeros, de marzo de 2003. Esi:a reforma se reali­
zó con los propósitos de control de los flujos de inmigrantes y la integra­
ción de los mismos. En ella destaca el reforzamiento de los medios san­
cionadores para luchar contra la inmigración irregular, y el tráfico de 
personas, la habilitación del acceso a la información de las administra­
ciones públicas por parte de las fuerzas y cuerpos de seguridad, y la habi­
litación de acceso a la información ofrecida por el Padrón Municipal a 
favor de la Dirección General de la Policía, una modificación en las con­
diciones del derecho a la reagrupación familiar y en las posibilidades de 
regularización individual por la vía del arraigo. Esta ley es, una vez más, 
reflejo de una política inmigratoria que sólo ha perseguido el control de 
la entrada de inmigrantes en España y las restricciones a los mismos, más 
que la real integración social. Es una ley que ha recortado aun más los 
derechos de los inmigrantes con una estancia irregular en España, y que 
ha impedido casi por completo la posible regularización de los que no 
han tenido medios para llegar a España regularmente, y han entrado sin 
haber logrado previamente el permiso de trabajo necesario para acceder 
dignamente al. mercado de trabajo español y conseguir así una plena 
integración social. 

La última gran reforma es la actual Ley Orgánica 2/2009, del 1 1  de 
diciembre, de reforma de la Ley Orgánica 4/2000, del 1 1  de enero, sobre 
derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social. 
Según su exposición de motivos, esta nueva reforma vendría justificada 
por tres razones: la necesidad de incorporar a dicha Ley Orgánica la juris-
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prudencia del Tribunal Constitucional de España7, dando para ello una 
nueva redacción, acorde con la Constitución, a los artículos de la misma 
que se han declarado inconstitucionales; la necesidad de incorporar, al 
ordenamiento jurídico español, las directivas europeas sobre inmigración 
que están pendientes de transposición o que no se han transpuesto plena­
mente; y, finalmente, la necesidad de adaptar la referida Ley Orgánica a 
la nueva realidad migratoria en España, que presenta unas características 
y plantea unos retos diferentes de los que existían cuando se aprobó la 
última reforma de la ley. De hecho, se destaca el firme compromiso del 
gobierno español con la defensa de los derechos humanos, por lo que los 
poderes públicos deben favorecer la plena integración de los inmigrantes 
en España y garantizar la convivencia y la cohesión social entre ellos y la 
población autóctona. 

Sin embargo, son varias las críticas realizadas desde importantes orga­
nizaciones de la Sociedad Civil (Amnistía Internacional, Red Acoge, 
Cáritas, Comisión Española de Ayuda al Refugiado, AESCO) a este ante­
proyecto de ley, de entre las cuales destacan dos, por el consenso crítico 
suscitado en torno a ellas: 

• La ampliación del plazo de internamiento en los Centros de Interna­
miento para Extranjeros de cuarenta a sesenta días, en sintoÍlía con la 
Directiva de Retorno. 

• La limitación para reagrupar sólo a los ascendientes mayores de 65 
años, debido a la situación de crisis económica y a los elevados índices 
de desempleo vividos en España. Además, al/a la reagrupante se le exi­
gen cinco años de residencia en España. 

7 El Tribunal Constitucional de España ha reconocido, a partir de las sentencias 236/2007, del 7 
de noviembre, y 259/2007, del 1 9  de diciembre, que la exigencia que la L. O. 8/2000 imponía 
a los extranjeros, para el ejercicio de los derechos fundamentales de reunión, asociación, sindi­
cación y huelga, de que tuvieran residencia legal en España constituía una restricción injustifi­
cada y, por tanto, contraria a la Constitución, ya que según la misma, los indicados derechos 
alcanzan a todas las personas por el hecho de serlo. Consecuentemente con ello, el Tribunal 
Constitucional ha declarado la inconstitucionalidad de los artículos de la Ley Orgánica 4/2000 
que regulaban los indicados derechos fundamentales. 
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Como elemenws valorados de forma positiva, se destacan varias cuestio­
nes, como, por ejemplo, el hecho de que las parejas de hecho podrán rea­
grupar a sus respectivos cónyuges o que los familiares reagrupados de un 
inmigrante que se hallen en edad laboral recibirán una autorización de 
trabajo junto a la de residencia. Pero, sobre todo, se destaca la lucha con­
tra la violencia de género, ya que las extranjeras sin papeles que denun­
cien una agresión y obtengan una orden de protección podrán obtener 
una autorización provisional de residencia y trabajo hasta que se dicte la 
sentencia. 

Conclusiones 

La política migratoria española debería buscar fórmulas que le ayuden a 
adaptarse mejor a los nuevos modelos migratorios emergentes. Esw reque­
riría de un nuevo modelo migratorio, ya que el actual se basa en la idea de 
una inmigración de naturaleza estrictamente laboral y temporal, ubicada 
en los nichos de trabajo peor cualificados. Sin embargo, este modelo se ha 
erosionado en los últimos ocho años, debido, sobre todo, a tres elementos: 
la irregularidad de los flujos, la temporalidad laboral y la reversibilidad 
legal. Los flujos migrawrios que ha recibido España se han caracterizado 
por la dimensión cuantitativa alcanzada y por la gran diversidad en su 
composición, lo que ha producido una acumulación desproporcionada de 
inmigrantes en la escala inferior de las ocupaciones que han vivido en con­
diciones de explotación y en situación de irregularidad. Paralelamente, la 
inmigración legalmente instalada ha seguido creciendo y la duración de su 
estancia se ha prolongado, por lo que sus necesidades y demandas ya son 
otras: formación, derechos de participación política y movilidad laboral 
ascendente. 

El desafío en términos de política migratoria consistiría en ser capaces 
de diseñar un modelo que conozca, asuma y acepte a la sociedad españo­
la en su complejidad y múltiples diversidades, al mismo tiempo que trate 
de moldear los flujos futuros. Para eso, sería necesario pensar tanto en tra­
bajadores temporales como en los grupos familiares, pero de un modo 
separado. Sería preciso un modelo que distinguiera la migración tempo-
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ral de la permanente, y que seleccionara la una y la otra; en lugar de seguir 
insistiendo, como si de Sísifo se tratara, en un modelo obsoleto y poco 
efectivo, basado en la mano de obra vulnerable y retornable, que es el que 
ha estado vigente hasta el momento. Sería conveniente pasar a otro mode­
lo mixto, combinado, atento a la densidad y a la composición de los flu­
jos, y capaz de distinguir entre los que son temporales y los que son de 
reagrupación familiar. 

Para ello, sería necesario diseñar un buen reparto de competencias en 
los tres niveles de la Administración Española, de tal forma que quede 
superada la tensión interna, por la legitimidad sobre el control de los flu­
jos y la atención social de la población inmigrante, entre los tres niveles 
territoriales (central, autonómico y municipal) . Además, se haría urgente 
redimensionar el papel de los gobiernos locales en materia migratoria, ya 
que el ámbito municipal/local es el lugar clave para la integración en la 
práctica, para la interacción y la convivencia, aunque es el que cuenta con 
menos recursos y capacidades técnicas. 

Por último, sería deseable que España pudiera profundizar y mejorar 
las relaciones bilaterales con los países emisores de migración y, en concre­
to, con la Región Andina. Si bien es cierto que España ya ha firmado un 
conjunto de convenios migratorios con estos países, sería conveniente la 
definición y el establecimiento de fórmulas concertadas origen-destino, en 
términos de coordinación migratoria y de concreción de intereses comu­
nes sobre determinadas cuestiones como, por ejemplo, el retorno. La cues­
tión migratoria demandaría, más que cualquier otra, un tratamiento par­
ticular y específico, caso a caso, que partiera de una comprensión de los 
contextos históricos, políticos, económicos, sociales y culturales de origen. 
Por esta razón, serían necesarios planteamientos y mecanismos imaginati­
vos e innovadores en materia de relación y vínculo, entre los países de ori­
gen de los flujos migratorios y Españ�, basados en la especificidad de cada 
caso. La buena noticia es que, a diferencia de la 'tarea perpetua' a la que fue 
condenado Sísifo, España, en lugar de repetir una y otra vez una fórmula 
poco exitosa, ya se encontraría en condiciones de extraer un aprendizaje 
sobre su modelo migratorio y poder aplicar, así, un conjunto de innova­
ciones políticas y jurídicas efectivas en términos de gestión migratoria, y 
respetuosas con el marco de los Derechos Humanos. 
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La relación entre España y América Latina, y entre España y cada uno de 
nuestros países es amplia, compleja y multidimensional. Es difícil señalar 
un solo foco, las relaciones se desarrollan desde lo político internacional a 
las actividades de los gobiernos locales, pasando por los temas de seguri­
dad, cooperación cultural, vínculos militares, inversiones y otros. 

Es una relación multinivel que se expresa desde el diálogo que pro­
mueve España con el conjunto de los países a través del instrumento desa­
rrollado de las Cumbres Iberoamericanas, que conllevan un liderazgo 
español muy importante. Junto a ello también se desarrolla un diálogo a 
nivel municipal, aun en los municipios más pequeños. Las relaciones se 
desarrollan desde lo global a lo subnacional. Ello se realiza por el Estado 
español y también por parte de sus comunidades autónomas. 

Una primera constatación importante es la privación de una estrategia 
sudamericana o latinoamericana, y estimo que en casi la totalidad de los 
países existe una ausencia de estrategia hacia España. No hay una visión 
nacional y mucho menos una mirada compartida en la región hacia el 
Reino de España. Se constata una carencia y una forma de entender las 
relaciones; falta una mirada de carácter estratégico de estas relaciones en 
el contexto, principalmente de los vínculos con la Unión Europea. Al­
gunos colegas españoles señalan lo mismo para España, ya que esta tiene 
un plan para África, pero no tiene un plan para Latinoamérica. Esta es 
una de las observaciones críticas que se suele hacer en la península ibéri­
ca (Gratius, 20 1 0) .  
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Se requiere avanzar en la construcción de esta estrategia y esta reunión 
que, apoyada por el gobierno español y por la Agencia Española de Coo­
peración Internacional para el Desarrollo (AECID), apunta de manera 
privilegiada en ese sentido. Se puede aportar al diseño de un plan estraté­
gico de acción, ya que al no contar con este, no tendremos una asociación 
efectiva. Para poder abordar el tema principal desde esta perspectiva, he 
organizado el análisis en seis puntos. 

Un aspecto principal es cómo se mira el mundo desde España y desde 
América Latina. ¿Cómo interpretamos la realidad que percibimos, cuáles 
son los valores con los que se interpreta esa realidad y cómo, a partir de 
esa percepción y mirada, construimos intereses compartidos? ¿Qué es lo 
que queremos cambiar y qué instrumentos tenemos para cambiar esa rea­
lidad? ¿Cuáles son las acciones que queremos desarrollar? ¿Cuáles son los 
actores que participan en ello y cuál es la visión que tiene la opinión pú­
blica? Y finalmente, quisiera referirme a algunas ideas específicas que pu­
dieran ser desarrolladas. 

El mundo visto desde América Latina 

Sobre cómo miramos el mundo, es necesario constatar que ambas partes 
poseen visiones de la globalización donde hay aspectos similares y diver­
sos. Como ha señalado el ministro Moratinos en distintas intervenciones, 
América Latina está un poco alejada en el nuevo concepto de 'occidente'. 
Muchas veces los latinoamericanos no nos sentimos parte de occidente o 
nos sentimos discriminados por este. Somos parte de la realidad de occi­
dente, incluso podemos ser el 'tercer mundo de occidente'. Mas, por ello, 
deberíamos trabajar de una manera mucho más acuciosa sobre qué signi­
fica este concepto. Existen aspectos que nos unen y nos vinculan, en par­
ticular el peso que tiene la democracia en el marco occidental y la forma 
de visualizar el mundo, y en especial, el rol del multilateralismo. 
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El vínculo con la 'madre patria' 

Un segundo aspecto, luego de la globalización y cómo nos miramos, es la 
realidad de la identificación y de la identidad compartida entre España y 
América Latina. Esta identidad va más allá de nuestra lengua común, 
también inciden el peso y el influjo que tienen en ambas regiones la Igle­
sia y los valores cristianos como una cuestión esencial y compartida en las 
sociedades. La ruptura de la relación colonial no generó divisiones insu­
perables. En la actualidad existe un sentimiento de acercamiento y una 
afinidad que se siente cuando se mira desde aca a la madre patria, o desde 
allá, la relación privilegiada con América Latina y el Caribe. Es necesario 
darle mayor peso al primero de estos aspectos, p�rque el español es la ter­
cera lengua en el mundo. Debe afincarse y desarrollarse, y debe transfor­
marse en un instrumento para lograr cambios en el mundo y el rol de 
América Latina en él. 

_La cooperación para el desarrollo ocupa un lugar privilegiado en cómo 
miramos el mundo. España es el mayor donante en nuestra región y busca 
cumplir con la meta que se ha propuesto: alcanzar el OJo/o del PIB desti­
nado a cooperación (FIIAPP, 2008) . América Latina es un receptor privi­
legiado de esa ayuda española. El peso de la cultura es esencial, pues es la 
vía que nos permitirá conocernos mejor para alcanzar la paz y de allí la 
impo�tancia del diálogo entre civilizaciones. Esto parece una idea lejana 
en América Latina porque tenemos una civilización común en la cual se 
han incorporado otras. La mirada precolombina, la de los pueblos origi­
narios y de los componentes de origen afro-americano se han 'asimilado' 
en el marco de una relación originaria fundada en la herencia cultural de 
España. Y, además, dos elementos que se afincan desde esta misma 
dimensión cultural: uno de componentes económicos y otro referido al 
tema de la migración (Del Arenal, 2009) . 

La migración no sólo cambia a Latinoamérica, sino también al país 
receptor. Sin embargo, nos cambia más a nosotros, por los que se van y 
por las remesas que llegan, que son parte esencial de nuestras economías; 
en muchos países, una parte sustancial del PIB son las remesas, y con ellas 
viene la posibilidad de tener estabilidad económica. La migración tam­
bién transforma los lugares de recepción, al llevar el aporte cultural y la 
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energía que contribuye con la economía del país de destino, ya sea en 
España o en otros lugares adonde se dirigen los migrantes. 

Valores compartidos 

¿Cómo interpretamos esta realidad? El prisma con el que la miramos son 
los valores compartidos, afincados en ambos lados. La paz, la democracia, 
el Estado de Derecho, el valor de los Derechos Humanos, la igualación de 
derechos económicos, sociales, culturales y jurídicos, la solución pacífica 
de controversias, la pluralidad, la solidaridad y el multilateralismo son 
algunos de ellos. Estos valores permiten mirar de determinada forma la 
construcción del nuevo occidente, las perspectivas identitarias y de otros. 
Por tanto, desde estos valores, nos preguntamos qué queremos cambiar, 
qué aspectos deseamos mantener. ¿Qué continuidades y qué variaciones? 
A partir de esto debemos ser capaces de construir intereses compartidos, 
los mismos que se expresarían de manera muy concreta en, al menos, cua­
tro áreas: 

• 

_El desarrollo y fortalecimiento de la democracia en la región y en el 
mundo. 

• El multilateralismo como forma de entendimiento a nivel global. 
• La cooperación como un elemento esencial para poder generar las 

condiciones para el desarrollo en los países; en especial aquellos en 
desarrollo, para alcanzar un diálogo multilateral efectivo que logre 
afianzar su propia democracia. 

• La cohesión social como cemento básico que posibilita la democracia 
en las diferentes naciones. Los sistemas políticos democráticos afian­
zan la perspectiva de diálogo global que la cooperación fomenta de 
una manera importante y ello es lo que permite la estabilidad en nues­
tros países y en la región. 

De igual forma en que nos preguntamos cómo entender esta realidad, 
debemos interrogarnos sobre dónde y cómo se coordinan los actores. 
Claramente, los ministerios de relaciones exteriores no tienen la primacía, 
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pero deberían tener un rol mucho más importante en la coordinación, en 
el acopio de información, para poder actuar de mejor manera en estos 
procesos y estas vinculaciones. ¿Cuándo y cómo se definen las áreas que 
se quieren cambiar en nuestros países? Las prioridades son la pobreza y la 
inequidad, así como, en muchos casos, la débil institucionalidad demo­
crática que posibilita la emergencia de la violencia. Las prácticas políticas 
que surgen de los desafíos no resueltos tienen graves consecuencias sobre 
la gobernabilidad y generan inestabilidad, todo lo que se manifestará en 
la polarización y ausencia de convivencia democrática, en un contexto de 
cada vez más fragmentación (Altmann y Rojas Aravena, 2009) . 

Instrumentos de cambio 

El cuarto aspecto sobre el que debemos preguntarnos es cómo cambiar lo 
que deseamos transformar. Esto se refiere a los instrumentos. En primer 
término, ¿cuál es el rol del Estado que se percibe desde los distintos paí­
ses latinoamericanos, desde las distintas instituciones de América Latina, 
y cómo se concibe el rol del Estado y se visibiliza en España? 

En ambas partes hay cambios en la visión que se tiene del Estado. Esta 
tiene que ver con las coaliciones políticas que desarrollan acciones y pro­
mueven visiones y referencias en ambas partes. Cabe destacar que el rol 
del Estado, aun en las versiones más neoliberales -si pudiéramos llamar­
las así-, en España es relacionado con una acción mucho más significati­
va de la que se percibe, en general, en nuestros países. 

En la actualidad, España ocupa un concepto que probablemente es 
lejano en América Latina, pero es común para especialistas en Relaciones 
Internacionales: el concepto del poder blando. Se discute el tema del 
poder inteligente como forma de generar capacidades para enfrentar su 
relación con Europa, con las instituciones globales y con América Latina 
como socios privilegiados. A pesar de que este es un concepto poco utili­
zado y desarrollado en América Latina, la región tiene una capacidad de 
poder blando importante, ya que posee una incidencia a través de las 
migraciones, y también por el peso intelectual de nuestra región en el 
contexto cultural hispano y por el número de hablantes de español. 
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Los instrumentos para este cambio tienen relación con las áreas de 
interés y de acción más efectiva. A lo largo de los años, en España se han 
desarrollado capacidades e instrumentos específicos: a nivel subnacional, 
a nivel de gobierno local, y a nivel de municipalidades. El tema munici­
pal como instrumento para el cambio democrático ocupa un lugar privi­
legiado en la AECID para generar políticas que conlleven la cohesión 
social y desarrollen y fortalezcan prácticas de buen gobierno a nivel local. 

También, España ha tenido un rol importante en el impulso de la 
integración regional mirada hacia el conjunto de América Latina a través 
de diferentes instrumentos de cooperación. Desde una perspectiva más 
general, y mirada la relación con la Unión Europea, todavía es necesario 
encontrar más sustancia para muchos de los instrumentos que están pre­
sentes (De Laiglesia, 20 1 0; Gratius, 20 1 0) .  ¿Cuáles son las acciones que 
podemos desarrollar? Pienso que necesitamos afincar en ambos lados más 
políticas de Estado y más políticas societales. Es decir, políticas que sean 
capaces de abarcar al conjunto de la sociedad. Una mayor concertación 
cultural directa a la que queremos hacer en cada parte. Hay experiencias 
positivas de triangulación, de intercambio y de interconexión de expe­
riencias. Por ejemplo, acciones desarrolladas con relación a México y Cen­
troamérica, y España (Caldentey y Romero, 20 10),  o los países del Cono 
Sur con Bolivia o Paraguay, con el apoyo español. En términos de las 
acciones, es necesario mirar desde los intereses inmediatos hacia nociones 
globales. Asimismo, y en forma paralela, visualizar los retos transnaciona­
les compartidos. Esto permitirá desarrollar de mejor manera los intereses 
comunes, y distinguir los riesgos compartidos y las formas de enfrentar­
los (Altmann y Rojas Aravena, 2008). 

Opinión pública española y latinoamericana 

La relación conlleva un fuerte peso de los diferentes actores, quizás cuen­
ta con una demasía de intergubernamentalidad. Deberían estatizarse más 
las relaciones, incorporar de mejor manera a los parlamentos, a las insti­
tuciones de la justicia. También, ir más allá e incorporar a la sociedad 
civil. En esto, la cooperación juega un rol fundamental. Esta, en el marco 
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de las Cumbres Iberoamericanas, es central en diferentes ámbitos como, 
por ejemplo, Ibermedia, cooperación educativa, ciencia y tecnología (Del 
Arenal, 2005) .  

Las visiones de la  opinión pública adquieren cada vez más primacía. 
Los informes sobre América Latina y España, a partir de la encuesta de 
opinión pública que regularmente hace la Fundación Carolina, muestran 
cambios importantes. Consultados los españoles sobre el interés con que 
miran las noticias sobre la Unión Europea, los Estados Unidos, Latino­
américa, Norteamérica, el Norte de África, Rusia, China y otros, señalan 
que, en el año 2009, la UE ocupó el primer lugar de interés con un 60%, 
seguida de Estados Unidos con un 54%, y América Latina ocupó un ter­
cer lugar con el 46%. Si se mira esto desde un período más largo, desde el 
año 2005, que es cuando se empezaron a hacer estas entrevistas, y si se 
compara con la del año 2009, América Latina cayó del 54% al 46%. Es 
decir, el interés de la sociedad española respecto a América Latina bajó en 
ocho puntos porcentuales (Fundación Carolina/CIS, 2009). 

Mirando sobre cuáles son los objetivos y cuál debería ser el objetivo 
más importante para España, la UE tiende a concentrar cada vez más el 
foco de atención: un 70% de los consultados señala que la UE debería 
ocupar el primer lugar de interés y atención de España. En segundo lugar 
se encuentra Estados Unidos, con el 42%; seguido de las relaciones con 
América Latina, con un 24%. También en este ámbito América Latina, 
desde el año 2005 al 2009, muestra un retroceso. Hace cuatro años repre­
sentaba el 33% y en 2009 un 24%, lo que expresa una caída de nueve 
puntos porcentuales (Fundación Carolina/CIS, 2009) . 

Si bien América Latina ocupa el tercer lugar, con el 24%, esto cada vez 
la acerca más a los países en vías de desarrollo, que tienen un 20%. La evo­
lución de la imagen de América Latina ha decaído. La buena percepción que 
podría tener la región en España ha ido perdiendo peso. En el año 2004 la 
opinión favorable fue del 66%, mientras que en 2009 bajó al 45%. Estos son 
aspectos preocupantes que deben abordarse en el diálogo político entre 
España y América Latina (Fundación Carolina/CIS, 2009). 

Con relación a los vínculos con América Latina y cuáles son los aspec­
tos que tienen mayor primacía, se muestra que los económicos y cultura­
les ocupan el primer lugar y, en general, el 5 1 %  de los entrevistados seña-
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la que este es el tema privilegiado. El segundo lugar lo ocupan los aspec­
tos deportivos, mientras que los aspectos políticos se encuentran en un lu­
gar inferior. Los temas científicos y técnicos están muy abajo: alcanzan 
apenas un 20%. Con respecto a los objetivos que España debería promo­
ver con América Latina, se señala que, en primer lugar, se debe luchar 
contra la pobreza y la desigualdad; lo segundo sería apoyar la inversión 
española (con un 44%); y en . tercer término, la necesidad de regularizar 
las migraciones (con un 42%) (Fundación Carolina/CIS, 2009) . 

Cuando se mira esto desde la perspectiva latinoamericana, como en la 
encuesta que realiza el CIDE de México sobre "Las Américas y el mundo", 
al menos en el caso de cuatro países, las opiniones son favorables. Colom­
bia es el país que tiene la opinión más favorable sobre España, que la ubica 
en segundo lugar, con el 68%; luego de Estados Unidos, con un 70%. 
También según las opiniones de México, España ocupa el segundo lugar, 
con el 66%, donde Canadá ocupa el primer lugar, con el 7 1  o/o. En Chile 
se encuentra en el cuarto lugar, después de China, Canadá y Australia, 
compartiendo puesto con Alemania. Y, en el caso de Perú, tiene una posi­
ción un poco más baja, al ocupar, apenas, el décimo lugar; los primeros 
puestos los ocupan Japón, China y Brasil. En la mirada de la opinión públi­
ca, que refleja de alguna manera la visión de los medios de comunicación, 
el impacto de las migraciones y de las políticas harán necesario que se con­
sideren y se tomen acciones efectivas (González González et al., 2009) . 

Diálogo estratégico bilateral y cooperación multilateral 

Cualquier plan de acción que pensemos deberá considerar esta perspecti­
va multinivel de la relación entre España y América Latina. Es imposible 
que España pueda tener una relación, una visión y una posición estraté­
gicas que determinen acciones con todos y cada uno de los países de Amé­
rica Latina y el Caribe. Reconocer esta realidad contribuirá a una menor 
retórica de ambas partes. Por lo tanto, es necesario visualizar que, en algu­
nos casos, la prioridad estará en lo bilateral. No obstante, el centro de los 
cursos de acción debería estar enfocado en lo subregional. Es decir, las 
acciones deberían, y podrían, desarrollarse y expandirse con UNASUR, 
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con SICA (Sistema de la Integración Centroamericana) , AEC (Asociación 
de Estados del Caribe) , o CARICOM (Caribbean Community and 
Common Market) , así como con otras entidades regionales. Esto posibi­
litará un diálogo estratégico, y el desarrollo de una visión más amplia, in­
cluida la que se quiere constituir como la nueva entidad Latinoamericana 
y Caribeña. Esta proyección puede servir de plataforma común en el diá­
logo con Europa. 

Es necesario consolidar el esfuerzo bilateral en el contexto subnacio­
nal, porque es en el gobierno municipal donde las autoridades de las 
comunidades autónomas españolas tienen un rol fundamental y desarro­
llan un trabajo importante. Esto permite pensar en los temas de la cohe­
sión social y, desde allí, en otros importantes, como la migración. La pri­
mera permite pasar al segundo nivel, donde la bilateralidad se mantendrá 
por los vínculos de apoyo al fortalecimiento institucional. Esto significa 
soporte a la democracia, al buen gobierno y al Estado de Derecho. Al re­
forzar esta perspectiva institucional a nivel sub-regional se contribuye en 
un aspecto fundamental: la convivencia democrática. 

En la actualidad, el Estado de Derecho, la democracia y el buen go­
bierno no se logran sobre la base de las acciones de un solo Estado. Nin­
gún gobierno logrará el éxito por sí solo, aunque la acción de cada Estado 
es central para ello. Sólo la cooperación en el contexto de un multilatera­
lismo efectivo permitirá resultados satisfactorios. Será necesario mirar los 
retos transnacionales que marcaran la relación estratégica que se requiere 
emprender. Los desafíos transnacionales incluyen el cambio climático, el 
crimen organizado, · ¡a seguridad global, la crisis financiera, pandemias, 
desastres y muchos otros. Es preciso mirar la acción mancomunada que 
será necesaria y posible emprender sobre la base de la cooperación de los 
Estados (Altmann y Rojas Aravena, 2009) . 

Lo regional es un foco importante, ya que sí es posible concretar una 
coordinación estratégica de carácter efectivo. Para este último instrumen­
to, el debate de las miradas regionales, hemisféricas y globales, así como 
las Cumbres Presidenciales tienen un rol muy importante. 

Las Cumbres Iberoamericanas se han institucionalizado desde el año 
2005, y cumplen un papel central en la perspectiva de afianzar un multi­
lateralismo efectivo y cooperativo que busca ocupar un lugar cada vez más 
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importante en el diseño de la arquitectura global. Por lo tanto, para poder 
alcanzar un plan de acción efectivo se requiere de liderazgo. En la capaci­
dad de un proyecto asociativo y en la efectivización de la democra­
cia -donde tanto España como América Latina fallaron con Honduras-, 
el liderazgo es decisivo y fundamental. En el caso del país centroamerica­
no, no fuimos capaces de tener una mirada compartida suficientemente 
coherente y fuerte para retrotraer el golpe de Estado en su momento, y hoy 
se tiene un presidente elegido bajo formas que corresponden a un proceso 
democrático, pero que refleja una transición muy compleja en el contexto 
de esta región, hecho que tiene repercusiones para todo el conjunto de paí­
ses de la Centroamérica. 

España es un donante ejemplar. Miradas compartidas permitirían bus­
car nuevas ideas sobre multilateralismo cooperativo y afianzarlo, ya que la 
cooperación subnacional permite avanzar en la cohesión social y la con­
vivencia democrática. De allí que la relación entre universidad, centros de 
pensamientos e instituciones como FLACSO, y entidades españolas debe 
ser reforzada. Los espacios de encuentro son débiles, existen vínculos limi­
tados que no nos permiten intercambiar ideas de forma efectiva ni gene­
rar recomendaciones de política. Es necesario reforzar la 

.
unión y el diálo­

go entre las comunidades españolas y los municipios de distintas partes de 
nuestra región. Afianzar la vinculación y desarrollar espacios, arenas y 
foros posibilita aumentar la capacidad para mirar nuestro peso en el 
mundo, sobre la base de una proyección estratégica que pueda efectivizar 
una asociación para el provecho de ambas regiones. Si logramos esto, se 
ampliarán las oportunidades de acción concertadas y de reforzamiento de 
los vínculos con los principales actores internacionales. El resultado será 
una reafirmación de los valores de la paz, la democracia, los Derechos 
Humanos, la pluralidad, la igualdad y la resolución pacífica, de las contro­
versias; en un mundo cada vez más multilateral. 
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Iberoamérica y los países andinos 
en la cooperación española al desarrollo: 
identidades, valores e intereses 

José Antonio Sanahuja 

La política de cooperación con Iberoamérica: visión de conjunto. 
Valores, identidades e intereses en la cooperación española 

Aunque el conjunto de los donantes de ayuda asumen metas comunes, en 
particular los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM), siguen exis­
tiendo marcadas diferencias en sus respectivas prioridades geográficas y 
sectoriales. Estas responden, a su vez, a los intereses, los valores y la iden­
tidad que caracterizan a cada donante como actor internacional. 

La cooperación española no es una excepción y, si bien los ODM son 
su objetivo declarado, la preferencia latinoamericana de esa cooperación 
ha sido y es su principal rasgo diferenciador. A la hora de explicarla, un 
ex alto cargo de la cooperación española reconoció el papel de tres ele­
mentos: 

América Latina es, y siempre ha sido, un destino preferente de la coope­
ración española [ . . .  ] Aparte de los lazos históricos y culturales tan eviden­
tes que nos unen a esta región, dicha cooperación pretendió, desde su ori­
gen, compartir la experiencia de la transición democrática con las repú­
blicas latinoamericanas que también sufrieron períodos de dictadura [ . . .  ) 
Un segundo factor fue el interés por contribuir a resolver la crisis centro­
americana [ . . .  ) el tercer motivo tenía que ver con las enormes oportuni­
dades que parecía ofrecer América Latina para el proceso de internaciona­
lización de la economía española (Díaz-Rato, 2007: 349) . 
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Según indica esta autora, la centralidad de la paz, de la democracia y de 
lo social, como señas de identidad, han sido elementos constantes en esa 
cooperación. Pero, también aparecen intereses nuevos como las inversio­
nes y la inmigración, definidas como "interdependencias" que se han ido 
abriendo paso en la justificación y objetivos de la cooperación española 
con esa región. 

Estos hechos plantean un problema que presenta, al menos, dos ver­
tientes. Por una parte, determinar cuáles son las motivaciones, objetivos, 
actores y procesos que explican la cooperación española, ya que afectan su 
viabilidad, legitimidad y eficacia en tanto política pública. Pero, también 
hay una importante vertiente teórica y analítica, que relaciona esta cues­
tión con debates teóricos más amplios sobre las relaciones internaciona­
les: ¿Responde la cooperación española con Iberoamérica a intereses 
nacionales definidos en exclusiva por el donante? ¿Es el resultado de un 
cálculo utilitarista y una preferencia racional? ¿Es la expresión o plasma­
ción de opciones normativas y valores éticos, o de preferencias derivadas 
del sentido de pertenencia a una comunidad cultural y/o lingüística, co­
mo factores ideacionales que constituyen la identidad de España como 
actor internacional? O bien, ¿es la cooperación española un instrumento 
para la homogeneización de un espacio económico y político global, 
subordinado a las necesidades del capital transnacional en un orden neo­
liberal hegemónico, o un instrumento para la actuación de coaliciones y 
fuerzas sociales que pugnan a favor de proyectos contrahegemónicos de 
orden mundial? En este capítulo se adopta una aproximación eminente­
mente social-constructivista, que trata de asumir que la política española 
de cooperación se basa en una particular combinación de intereses, valo­
res e identidades, considerados todos ellos como construcciones sociales 
en constante reelaboración a través de procesos sociales y políticos en los 
que intervienen actores y fuerzas sociales domésticos, pero, con crecientes 
conexiones transnacionales. 

Por ello, no se puede obviar en el análisis de qué forma estos procesos 
influyen en la toma de decisiones en política exterior. Ello remite a mode­
los de análisis que tienen presente las lógicas burocráticas y el juego polí­
tico interno que construyen el denominado "interés nacional", que, a su 
vez, incorporan variables ideacionales o cognitivas que afectan a la toma 
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de decisiones -ideología, identidades, percepciones y cultura corporativa 
de los actores políticos y sociales y las burocracias gubernamentales-. 
Estos modelos también permitirían aprehender los procesos de difusión e 
"internalización" de consensos y normas internacionales1 •  

Ello posibilitaría explicar, por ejemplo, e l  importante papel que han 
tenido en la conformación de la cooperación española la homologación 
con las normas emanadas del Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD) de 
la OCDE, o de Naciones Unidas; y actores como el movimiento 0,7%, o 
las ONG, o los actores descentralizados -ayuntamientos o comunidades 
autónomas-, o la proverbial pugna entre los ministerios de Asuntos Ex­
teriores y de Economía que, en parte, se explica por la soterrada rivalidad 
corporativa entre el cuerpo diplomático y el cuerpo de técnicos comercia­
les y economistas del Estado, sin la cual no se puede entender la arraiga­
da "bicefalia" de la cooperación española y la tradicional tensión que ha 
existido entre lógicas e intereses comerciales y de política exterior, ni los 
problemas de coherencia de políticas que tradicionalmente han dañado su 
efectividad. 

La cooperación española: continuidad y cambio 

Los intereses, valores e identidades que explican la política española de 
cooperación no han permanecido invariables en las ya tres décadas de his­
toria de la misma en Iberoamérica. Las identidades parten de los fuertes 
vínculos históricos, sociales y culturales en los que se fundamentan el 
espacio y la comunidad iberoamericanos (Brysk et al., 2002), pero se han 
reelaborado a partir de valores democráticos. La política de cooperación 
y el conjunto de la política exterior contribuyeron a la (re)construcción 
de la identidad de la España democrática como actor internacional. La 
autopercepción y la nueva identidad internacional de la España democrá­
tica requerían una lectura democrática de los factores históricos y cultu­
rales comunes. 

Un examen más detallado de estos modelos de análisis de política exterior en el caso español se 
encuentra en Sanahuja (2009). 
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Ello suponía abandonar la fórmula paternalista de la 'hispanidad' del 
franquismo, e incorporar a la política exterior los valores de libertad, 
democracia y justicia social de la nueva Constitución Española (Del 
Arenal, 1 994; Roy y Galinsoga, 1 997) . Funcional a ello fue el apoyo a la 
democratización en América Latina, basado en el carácter pretendida­
mente 'modélico' de la transición española -hoy en cuestión-, que legiti­
mó la implicación española en ámbitos 'sensibles' como la gobernabilidad 
y la reforma política (Noya, 2009); o el involucramiento de la política de 
la Comunidad Europea en los procesos de paz de América Central, que 
también 'europeizó' a España, constituyéndola como interlocutor de y 
hacia la región en las relaciones exteriores de la Unión (Noya, 2009) . 

Estos procesos de construcción de identidad afectarían tanto a los 
actores gubernamentales como a las ONG, en especial a una nueva 'gene­
ración' de ONG laicas y progresistas que aparecieron en los años ochen­
ta, cuya razón de ser, legitimidad y, en ocasiones, influencia social y polí­
tica dependerían de esos discursos normativos, más que de su eficacia y 
pericia técnica. 

Lo anterior no supone que no hayan existido otros intereses 'duros' de 
política exterior. Las primeras iniciativas de cooperación con Centroamé­
rica de los ochenta respondían tanto a razones de solidaridad como de 
seguridad, ya que la posible escalada de ese conflicto tendría implicacio­
nes para una Europa entonces sumida en la 'segunda guerra fría' . Tam­
bién, desde la perspectiva de los intereses político-diplomáticos, la rela­
ción con Latinoamérica sería un factor 'potenciador' de España en la UE, 
de·la misma forma que la pertenencia a la Unión amplificaría la influen­
cia española en Latinoamérica (Barbé y Mestres, 2007) . Respecto a los 
intereses económicos, desde finales de los años setenta se utilizaron los · 

créditos del Fondo de Ayuda al Desarrollo (FAD) como instrumento para 
la internacionalización de la empresa española, en especial en los países de 

. mayor renta, como Argentina, Brasil, México o Venezuela. 
Los cambios en las relaciones económicas entre España. y América La­

tina desde los años noventa y, en particular, el rápido aumento de las in­
versiones de las nuevas transnacionales españolas han redireccionado esos 
intereses a cuestiones como la seguridad jurídica y la protección de inver­
siones. Por añadidura, la actividad de dichas empresas en América Latina 
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ha llegado a tener un papel clave -y en algunos casos determinante- en 
su cuenta de resultados y su cotización bursátil. Ello ha generado mayo­
res interdependencias entre el ciclo económico de España y Latinoamé­
rica, y ha hecho más relevante para España el riesgo de crisis financieras 
en la región. En consecuencia; pierden importancia instrumentos 'clási­
cos' de la cooperación española como el FAD, ganan relevancia otros, 
como la conversión de deuda por inversiones, y aumenta el peso de las 
políticas para reformar y fortalecer el marco regulatorio de los países de 
destino de esas inversiones, y afrontar problemas 'sistémicos' como la esta­
bilidad financiera global, dada la vulnerabilidad de las economías latino­
americanas. Ello supone una política multilateral más activa hacia los 
�rganismos financieros internacionales. 

El aumento de las inversiones afecta la identidad de España como 
actor internacional, al plantear difíciles dilemas entre los intereses econó­
micos y los valores que se proyectan mediante las políticas de coopera­
ción. El comportamiento de las empresas españolas es el factor que más 
daña la imagen de España en América Latina, y esa imagen negativa pue­
de haber 'contaminado' la cooperación española, al poner en cuestión su 
pretendido carácter 'desinteresado' . Este efecto no se da en sentido inver­
so, y la cooperación no muestra servir, si es que ese fuera su propósito, 
para 'blanquear' esa imagen. La cooperación española es menos 'visible' 
en América Latina que las empresas multinacionales, y no parece tener 
efectos positivos sobre la imagen de España (Noya, 2009) .  En un claro 
'efecto espejo' , ese deterioro de la imagen de España en la región también 
daña la autopercepción y la identidad del país como 'actor normativo' de 
las relaciones internacionales, dado que para la población española la coo­
peración tiene mayor visibilidad. 

Quizás fue el segundo gobierno del Partido Popular (2000-2004) el 
que dio mayor peso a esos intereses económicos, al tiempo que reelaboró 
el discurso doctrinal y el trasfondo de valores de la política exterior asu­
mido hasta entonces. En ese período se intentó convertir la ayuda espa­
ñola en un instrumento de intereses comerciales, políticos, estratégicos y 
de promoción cultural española, en desmedro de sus objetivos declarados, 
con un marco doctrinal más ideologizado. Se definió un "modelo castizo" 
de ayuda al desarrollo (Alonso, 200 1 :  2 1 )  que distanció la cooperación 
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española de los consensos sobre desarrollo de Naciones Unidas, la UE o 
el CAD. Se dio más énfasis a la promoción de políticas neoliberales, hasta 
el punto de cuestionar la existencia de una política pública de ayuda como 
la definida por la Ley de Cooperación al Desarrollo de 1 998. Se adoptó 
una política de promoción de la 'cultura española' en el exterior, que se 
limitaba a la lengua castellana, negando la realidad plural del Estado; y, 
desde 2002, la cooperación española fue arrastrada por el alineamiento 
incondicional con Estados Unidos (Del Arenal, 2004; Sanahuja, 2006a) , 
y un proceso de securitización que la llevó. a lrak y Afganistán y la subor­
dinó a la "guerra global contra el terrorismo" (Vera, 2004; Sanahuja, 
2005; 2006b) . 

En contraste, el Gobierno socialista de José Luis Rodríguez Zapatero 
(2004-2008) pretendió hacer de la cooperación un eje de una política ex­
terior "ética'' caracterizada por la recuperación de valores como la solida­
ridad internacional, por un "nuevo realismo" de corte cosmopolita que re­
definió los intereses nacionales como intereses comunes, con particular 
referencia a la pobreza y la desigualdad, y por la promoción de un "mul­
tilateralismo eficaz" que permitiría mejorar la gobernanza del sistema 
internacional y asegurar la provisión de bienes públicos globales o regio­
nales (Del Arenal, 2005; Barbé, 2006; Sanahuja, 2006b; 2008). 

En consonancia con todo ello, se dio inicio a un ciclo de reforma y 
modernización de la política de cooperación al desarrollo. Elementos 
distintivos de ese ciclo serían la asunción expresa de los ODM como el 
objetivo primordial, el aumento de la Ayuda Oficial al Desarrollo 
(AOD), hasta alcanzar el 0,5% del PIB en 2008, al término de la legis­
latura, y una mayor calidad de la misma, mediante mejoras en la plani­
ficación, la asignación geográfica y sectorial, y la gestión. Se abordarían 
dos cuestiones clave: la reforma de la Agencia Española de Cooperación 
Internacional (AECI) , y la de los desprestigiados créditos FAD. El nuevo 
Ejecutivo pretendía, según una expresión originada en su programa elec­
toral, "pasar de una política de ayuda a una política de desarrollo" basa­
da en el principio de coherencia de políticas. Conforme a este principio, 
el conjunto de la acción exterior del Estado debería incorporar los ODM 
y la lucha contra la pobreza como elemento transversal a sus actuaciones 
en materia político-diplomática, de seguridad y defensa, y en las relacio-
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nes económicas, especialmente en cuanto a deuda externa, inversiones y 
comercio2• 

Al inicio de la legislatura, el símbolo más poderoso de esta nueva polí­
tica fue la decisión de sumar España a la ''Alianza contra el hambre y la 
pobreza'', lanzada en enero de 2004 por los presidentes de Brasil, Chile y 
Francia, con el apoyo del secretario general de Naciones Unidas. En pala­
bras del propio presidente José Luis Rodríguez Zapatero, la inclusión de 
España en el "quinteto contra el hambre" debía convertirse en la contrai­
magen del "trío de las Azores" (Díez, 2004; Relea, 2004) . El presidente 
obtuvo esa imagen en septiembre de 2004, al anunciar los compromisos 
de aumento de la AOD del nuevo gobierno en su intervención ante la 
Asamblea General de Naciones Unidas. 

Las reformas iniciadas por el Gobierno socialista en 2004 se deben a 
cambios en las relaciones ínter-burocráticas y en las coaliciones políticas 
en el Parlamento. No menos importantes han sido los vínculos y apoyos 
del Gobierno con las ONG y los movimientos sociales comprometidos 
con esta política, dada la importancia de las movilizaciones sociales que 
precedieron y han acompañado la acción del Gobierno en este campo. 
Todo ello ha fortalecido al Ministerio de Asuntos Exteriores y Coope­
ración y su orientación "desarrollista'' frente a otros ministerios, como el 
de Economía y Hacienda, y Comercio e Industria, que tradicionalmente 
habían orientado los recursos hacia intereses comerciales y de inversión. 

Ese ciclo de reformas, aunque distaba de haberse concluido al térmi­
no de la legislatura, significó importantes cambios en la cooperación espa­
ñola, y una redefinición de sus prioridades con Iberoamérica. El saldo de 
esas reformas en términos de calidad y eficacia de la ayuda es, en conjun­
to, positivo. Así lo indicó el CAD en su evaluación realizada al final de ese 
período (Comité de Ayuda al Desarrollo, 2007) . Sin embargo, los cam­
bios introducidos y el particular modelo de política que se ha gestado en 
ese período son también el resultado, como ocurrió en otras etapas, de la 

2 Según el Artículo 4 de la Ley 23/1 998, del 7 de julio, de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo: "Los principios y objetivos señalados en los artículos anteriores informarán rodas las 
políticas que apliquen las administraciones públicas en el marco de sus respectivas competen­
cias y que puedan afectar a los países en vías de desarrollo". Ese principio también está recogi­
do, en términos muy similares, en el Tratado de la Unión Europea. 
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particular redefinición de los valores, identidades e intereses que ha carac­
terizado a esa fase de Gobierno. Como se detalla a continuación, en esa 
compleja relación han surgido importantes dilemas de discurso y política, 
en varios ejes: la preferencia latinoamericana y los ODM; los intereses 
económicos referidos a la inversión y el comercio, en contraposición a la 
lucha contra la pobreza y el desarrollo; y la nueva agenda de control y 
regulación de las migraciones. 

La preferencia latinoamericana vs. los 
Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) 

Basada en los consensos internacionales de desarrollo, a partir de 2004 la 
política española de cooperación asumió los ODM como su objetivo 
supremo. Ello debería suponer una mayor canalización de la ayuda a Áfri­
ca subsahariana o a los países más pobres de Asia. Aunque África ha cap­
tado más recursos, la cooperación española siguió orientándose preferen­
temente hacia América Latina, si bien el Gobierno tuvo que redefinir ese 
enfoque tanto en términos de las asignaciones presupuestarias como de la 
racionalidad de la ayuda a una región integrada mayoritariamente por 
países de renta media, que ni son los más pobres, ni en ellos se encuentra 
la población más necesitada. 

Este difícil dilema se ha tratado de resolver a través de distintas vías: 
un fuerte aumento de la ayuda en el período 2005-2008, que ha permi­
tido mayores asignaciones presupuestarias a África y otras regiones en tér­
minos relativos, sin reducir la ayuda a Latinoamérica en términos absolu­
tos; una mayor concentración geográfica y sectorial de la ayuda en 
América Latina hacia los países de renta baja y renta media-baja, y hacia 
sectores sociales prioritarios; la adopción de la denominada "estrategia 
ODM plus" en la cooperación con Iberoamérica; y la elaboración de una 
estrategia de cooperación con países de renta media, de la que España se 
convirtió en un promotor activo (Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación/Departamento de Asuntos Económicos y Sociales de Na­
ciones Unidas, 2007) . 
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La preferencia latinoamericana: apoyo social, opción política 
y respaldo financiero 

La preferencia latinoamericana, como expresión de identidad y de valo­
res, es probablemente el principal rasgo diferenciador de la cooperación 
española. Esta opción ha tenido, y tiene, un claro respaldo social, si bien 
parece debilitarse. Según distintas encuestas (Fundación Carolina, 2008) , 
para la sociedad española, América Latina se ha situado como la segunda 
y tercera opción más importante en la política exterior española entre 
2005 y 2008, después de la UE y Estados Unidos. La población españo­
la también considera que la pobreza y la desigualdad son el principal pro­
blema mundial, por delante del terrorismo o el cambio climático, y res­
palda mayoritariamente la ayuda al desarrollo. Este apoyo se ha manteni­
do por encima del 75%. Es igualmente significativo que la sociedad espa­
ñola considere que el principal objetivo de la política española hacia 
América Latina deba ser luchar contra la pobreza y la desigualdad -así lo 
consideraba en 2008 el 67% de la población-, por delante de la regulari­
zación de los flujos migratorios o el apoyo a las multinacionales españo­
las en América Latina -45% y 40%, respectivamente. 

No obstante, la mayor parte de la población empieza a considerar que 
África subsahariana debiera ser la región preferente, aunque es conscien­
te de que América Latina es el principal destino de la ayuda española. En 
otras palabras, es una identidad basada en la semejanza y la solidaridad lo 
que vincula la población española con América Latina; una combinación 
de identidad e interés, con Europa y Estados Unidos; y únicamente la 
solidaridad lo que la acercaría a África subsahariana. 

La preferencia latinoamericana también ha estado firmemente asenta­
da en los consensos políticos, el marco legal y la planificación de la coo­
peración española, incluyendo la Ley de Cooperación Internacional al 
Desarrollo de 1 998 y el Plan Director 200 1 -2004, que asignó a Ibero­
américa el 44% de la AOD bilateral (Secretaría de Estado para la Coo­
peración Internacional y para lberoamérica, 200 1 ) .  El Plan Director 
2005-2008 comprometió "al menos" el 40o/o, alegando que esa prioridad 
reflejaba "el sentir de la sociedad española" (Secretaría de Estado de 
Cooperación Internacional, 2005 : 74) . Otro indicador significativo es la 
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actividad de las ONG, para las que América Latina es un destino más 
importante de su ayuda que para el gobierno central. Más allá de los com­
promisos programáticos, esa priorización se ha visto ratificada por la evo­
lución de las cifras de AOD a América Latina tanto en términos absolu­
tos como relativos, y en relación a un escenario de importante incremen­
to de la ayuda española total, que se inició a partir de 2005, por cumpli­
miento de compromisos de gobierno y de acuerdos adoptados en el seno 
de la UE. 

Uno de los hechos más notables del período 2005-2008 es el fuerte 
aumento de la AOD española. Entre 2000 y 2004 (segundo período de 
gobierno popular de José María Aznar) , la ayuda pasó de 1 3 1 9  a 1 985 
millones de euros -un aumento del 5 1 %  en términos absolutos-, y del 
0,22% al 0,24% de la Renta Nacional Bruta (RNB). Entre 2005 y 2008 
(primer mandato del Gobierno socialista de Rodríguez Zapatero) aumen­
tó hasta alcanzar un total 4 768 millones de euros y el 0,45% de la RNB 
(ver Gráfico N.Ol en Anexo estadístico) . 

Respecto a América Latina, entre 200 1 y 2004 fue el destino, como 
se mencionó, de en torno al 44% de la AOD bilateral. En el período 
2005-2008 la participación de la región en la AOD bilateral se situó en 
torno al 35% -por debajo de lo previsto en el Plan Director-, a causa del 
aumento de la ayuda a los países del Mediterráneo y a África subsaharia­
na. Sin embargo, el fuerte aumento de la AOD total significó que, a pe­
sar de ese descenso relativo, los fondos para la región aumentaron de 794 
a 1 77 4 millones de euros. 

En relación a otros donantes del CAD, esos porcentajes explican la 
'singularidad' latinoamericana de la cooperación española. Conforme a 
las cifras publicadas por este organismo (ver Tabla N.o 6 en Anexo esta­
dístico), la proporción de la AO O que España dedica a América Latina es 
mucho mayor que la de cualquier otro donante. Y, con el aumento de la 
ayuda hasta 2008, España alcanzó, por primera vez, la posición de donan­
te más importante para la región en términos absolutos. 

Ahora bien, esta preferencia latinoamericana se está debilitando. 
Significativamente, el Plan Director 2009-201 2  omite los clásicos argu­
mentos de identidad histórica o cultural. A la hora de establecer priorida­
des geográficas, opta por una racionalidad 'desarrollista' basada en niveles 
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de renta y otras variables relacionadas con la eficacia de la ayuda (Secre­
taría de Estado para la Cooperación Internacional, 2009) . Aunque existe 
una marcada continuidad en la selección de países prioritarios en América 
Latina -Chile es el único que se ha omitido, a causa de su mayor nivel de 
renta-, aumenta la presencia de países de África subsahariana que son el 
origen de flujos migratorios, y a lo largo de la legislatura 2008-20 12, esa 
región ganará peso como destino de la AOD española, hasta situarse a la 
par de América Latina. En un contexto de crisis en que la AOD se va a 
reducir, ello significará menos fondos para América Latina, tanto en tér­
minos absolutos como relativos. 

Planificación del desarrollo vs. intereses políticos, migratorios y de 
seguridad: prioridades geográficas y la asignación de la ayuda 

En el intento de conciliar la preferencia latinoamericana y los objetivos de 
desarrollo y lucha contra la pobreza, se ha optado por los países de renta 
baja y de renta media-baja de América Latina como destinos prioritarios 
de la cooperación española. De los 23 países y territorios escogidos entre 
200 1 y 2008 ,  diez eran latinoamericanos (ver Tabla N.o 1 en Anexo esta­
dístico) . Ha existido, además, una notable continuidad en la selección de 
los países preferentes, que ha incluído a los de menor renta de Centro­
américa y la subregión andina, junto con Paraguay. A ellos se suma Haití, 
desde 2004. 

El esfuerzo de planificación sin precedentes que ha caracterizado el pe­
ríodo 2005-2008 no se limita al Plan Director. Tras su aprobación se ha 
ido definiendo un completo sistema de planificación, que abarca Do­
cumentos de Estrategia-País (DEP) para los 23 países prioritarios, junto 
con Documentos de Estrategia Sectorial (DES), una estrategia de coope­
ración multilateral, y Planes de Actuación Especial (PAE) para los alrede­
dor de treinta países "preferentes" y "de atención especial" del Plan Di­
rector. 

Este sistema clarifica los criterios para la asignación geográfica y secto­
rial de la ayuda, pero esta se ha visto distorsionada por imperativos de polí­
tica exterior que desdibujan las prioridades del Plan Director 2004-2008. 
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Según este documento, el 70% de la AOD bilateral se concentraría en los 
países prioritarios, pero ese compromiso se ha incumplido año tras año y, 
en 2007, estos no llegaron al 50%. 

Entre los factores que explican este hecho se encuentran las operacio­
nes de deuda acordadas en el seno del Club de París, o distintos intereses 
de tipo comercial, inversor o de seguridad, como los que suscitó la llama­
da "crisis migratoria'' de 2006, o los que explican que Irak se haya situa­
do entre los cuatro principales receptores de AOD española entre 2005 y 
2007, pese a no ser país prioritario. Esto se debe al acuerdo del gobierno 
de José María Aznar de participar en la condonación de deuda a ese país 
solicitada por Estados Unidos en 2003, en el marco de la "guerra global 
contra el terrorismo" (ver Tabla N.o 5 en Anexo estadístico) . 

Otro factor que desdibuja esas prioridades es el papel de la coopera­
ción descentralizada, más importante en España que en cualquier otro 
país donante (ver Tabla N.o 2 en Anexo estadístico). En los aqores subes­
tatales, la relación entre identidades, valores e intereses tiene rasgos pro­
pios: en este tipo de cooperación también pueden encontrarse intereses 
comerciales, políticos, de proyección externa o de legitimación interna, 
que coexisten con lógicas de solidaridad (Martínez y Sanahuja, 2009) . Un 
buen número de comunidades autónomas ha elaborado planes directores 
en nombre de una ayuda más eficaz, pero, descoordinados entre sí, dan 
lugar a un modelo de cooperación atomizado que reduce su eficacia. A 
ello contribuye también un modelo de gestión basado, en gran medida, 
en la iniciativa de las ONG que, en una proporción elevada, canalizan 
recursos de ayuntamientos y comunidades autónomas. Como puede verse 
en la Tabla N.o 4 del Anexo estadístico, en los países prioritarios, las 
ONG manejan entre el 25% y el 72% de la AOD total. La cuestión no 
es baladí. Un estudio sobre el caso de la cooperación de las ONG en Perú 
muestra que, en cifras agregadas, y debido a la ausencia de un marco de 
planificación común, la acción de las organizaciones españolas es regresi­
va y las áreas de mayor desarrollo relativo reciben más fondos que áreas 
más pobres (Martínez, 2007) . Ello plantea la necesidad de mejorar la 
coordinación de las ONG y los actores descentralizados con la adminis­
tración central, y ampliar su participación y su sentido de apropiación de 
los procesos de planificación. 
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La llamada "crisis de los cayucos" de 2006, provocada por la mayor 
afluencia de inmigrantes de África subsahariana a las islas Canarias, tras 
cerrarse la tradicional ruta terrestre a través de Marruecos, condujo a un 
visible endurecimiento de la política de inmigración del Gobierno y ha 
introducido nuevos intereses de política exterior en la ayuda al desarrollo. 
Ello indica que el factor migratorio está teniendo más relevancia en las 
prioridades geográficas y la asignación de la ayuda española, y augura ma­
yores tensiones entre los valores y los intereses. Supone, en primer lugar, 
una mayor subordinación de la cooperación a intereses de seguridad y de 
control migratorio 'en origen', y que ello se justifique en nombre de la co­
herencia de políticas. En segundo lugar, esa crisis ha impulsado el aumen­
to de la AOD a África, en desmedro de América Latina y otras regiones. 
Como es lógico, también pierde importancia la orientación ética y de soli­
daridad implícita en los ODM, que había animado esos incrementos 
antes de que se produjera la crisis migratoria. 

"ODM plus" y estrategia de cooperación con países de renta intermedia 

La cooperación española también ha promovido la adopción de una estra­
tegia de cooperación para países de renta media (PRM) que justifique con 
argumentos de desarrollo y de eficacia en la lucha contra la pobreza la 
actuación en América Latina y en los países del Mediterráneo, frente a 
razonamientos basados en el vínculo poscolonial o en otros intereses de 
política exterior. Con ello, se intentaría reubicar a América Latina en los 
consensos internacionales de desarrollo y los ODM. En palabras de la an­
terior responsable de Cooperación con Iberoamérica: ''Al inicio del perí­
odo no existía una doctrina clara para nuestra cooperación con América 
Latina que definiera los objetivos y explicara por qu� debe seguir siendo 
una región privilegiada'' (Díaz-Rato, 2007: 353) . 

Esta estrategia -que la Agencia Española de Cooperación Internacio­
nal para el Desarrollo (AECID) denominó "ODM plus"- respondería a 
las particularidades de Latinoamérica en tanto región de renta media 
caracterizada por una elevada desigualdad y debilidades institucionales. 
Según Alonso (2007), ello supone abordar tres grandes cuestiones: 
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• El fortalecimiento institucional y la cohesión social a través de la 
mejora de las políticas públicas -en particular el "pacto fiscal" y las re­
formas tributarias -, el fortalecimiento de programas de salud y edu­
cación, y el respaldo a los procesos sociales favorables al cambio. 

• La estabilidad financiera y políticas contracíclicas: lo que demanda 
una mejor regulación de los mercados financieros internacionales me­
diante una "nueva arquitectura financiera internacional", fortalecer los 
sistemas financieros nacionales y la capacidad reguladora del Estado, y 
permitir que los PRM puedan aplicar políticas contra cíclicas frente a 
las crisis, y preservar así los avances logrados en la reducción de la 
pobreza. 

• Las políticas para mejorar la inserción en el comercio internacional a 
través de una mayor competitividad y un acceso seguro y estable a los 
mercados externos. En esa agenda de competitividad destaca la mejo­
ra de las infraestructuras y las políticas para la incorporación de cono­
cimiento y tecnología. En este ámbito se requiere una apertura comer­
cial bien planteada, a través de acuerdos -sea la integración regional 
"sur-sur" o los acuerdos comerciales regionales "sur-norte"- que asegu­
ran el acceso a mercados externos, incrementan la inversión extranje­
ra, e incentivan la innovación y la competitividad, sin dejar de reco­
nocer las asimetrías. 

En consonancia con la estrategia "ODM-plus" y la reflexión sobre los 
PRM, y en aplicación del nuevo ciclo de planificación iniciado en 2005, la 
AECID elaboró una programación operativa para el período 2007-2008. 
En ese marco, se ha destinado el 70% de los fondos gestionados por la 
AECID a los diez países prioritarios de América Latina, y el 50% a solo 
cinco países: Bolivia, El Salvador, Guatemala, Honduras y Perú; en lo refe­
rido a las prioridades sectoriales, el 56% se asignó a programas relaciona­
dos con la cohesión social, con especial énfasis en la educación; -el 22% a 
gobernabilidad y reforma del Estado; y otro 22% a desarrollo económico 
sostenible, incluyendo la dimensión ambiental. 

El incremento de la ayuda a Latinoamérica es imputable, en buena 
medida, al mayor esfuerzo realizado en los sectores de educación y otras 
infraestructuras sociales (cohesión social) y, sobre todo, en materia de go-
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bernabilidad democrática y sociedad civil. Aunque la actuación de la 
AECID tiene un alto grado de diversificación, democracia y cohesión 
social, se han configurado como claros elementos diferenciadores y "señas 
de identidad" de la cooperación española en América Latina. 

La actuación de la AECID en materia de gobernabilidad democrática 
se ha estructurado en torno a varios ejes: mejora de las políticas públicas; 
fortalecimiento del poder judicial y acceso a la justicia como servicio a los 
ciudadanos; seguridad ciudadana, entendida como bien público, a través 
de políticas de prevención de la violencia y apoyo a instituciones para aca­
bar con la impunidad; mejora de la administración, fomentando un ser­
vicio civil profesionalizado, la capacidad de planificación y elaboración de 
políticas públicas en el campo de la cohesión social, y el apoyo a las admi­
nistraciones locales; y el soporte a las instituciones democráticas, como los 
sistemas de partidos, la concertación y el diálogo social, los procesos cons­
tituyentes, los derechos humanos y las oficinas de los defensores del pue­
blo, y el empoderamiento de las organizaciones sociales. 

Por su parte, los objetivos de cohesión social se han promovido a tra­
vés de las mejoras en las políticas públicas referidas a la eliminación de 
barreras de acceso relacionadas con el género, la etnia, los niveles de ingre­
so, u otros factores de exclusión; la actuación sectorial en educación, tra­
tando de mejorar la calidad, el acceso y la vinculación del sistema educa­
tivo con el mercado de trabajo; y las reformas tributarias, para hacer fren­
te a la endémica debilidad fiscal y la regresividad de los sistemas tributa­
rios y de la pauta de gasto público social visible en la mayor parte de los 
países de la región. Estos objetivos, además, se han promovido activamen­
te tanto en el plano bilateral como a través del diálogo político y la coo­
peración de la Unión Europea, y de la participación española en la coo­
peración iberoamericana. 

Elementos importantes de este nuevo ciclo han sido la adopción de nue­
vos instrumentos de cooperación, la cooperación subregional, y un enfoque 
más estratégico hacia los organismos internacionales activos en la región. El 
uso de nuevos instrumentos, como el apoyo presupuestario y el enfoque 
sectorial, se inscribe en 1� agenda de la eficacia de la ayuda hacia los países 
de renta baja y media baja, y pretende corregir el uso excesivo de los pro­
yectos de desarrollo característico de la cooperación española (Urra, 2008). 
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En este marco, cabe mencionar el lanzamiento del Fondo de Coo­
peración para Agua y Saneamiento como iniciativa singular de la coope­
ración española con Iberoamérica, con un compromiso de financiación 
de 1 500 millones de dólares en cuatro años. Este fondo es gestionado por 
la AECID, que ha establecido una oficina al efecto, en colaboración con 
el Banco Interamericano de Desarrollo (BID). 

En el marco del consenso internacional sobre los ODM, la coopera­
ción española ha tratado de promover activamente la agenda de desarro­
llo de los PRM a través de distintas iniciativas y marcos multilaterales, 
con el respaldo de los propios PRM, y de los bancos multilaterales de 
desarrollo. En particular, cabe mencionar la 1 Conferencia lnterguber­
namental sobre PRM (Madrid, marzo de 2007) convocada por Naciones 
Unidas y el Gobierno de España, y la 11 Conferencia (San Salvador, octu­
bre de 2007) . Esta agenda también ha sido promovida por la Conferencia 
Iberoamericana y la Secretaría General Iberoamericana (SEGIB). De 
igual manera, la agenda de los PRM ha sido recogida en el Consenso Eu­
ropeo sobre Desarrollo de 2005 (véanse los puntos 2 4  y 6 1 )  y la 
Declaración de Viena, adoptada en la IV Cumbre UE-ALC. 

Cabe preguntarse, no obstante, por el futuro de la política española 
sobre los PRM y el esfuerzo doctrinal realizado, que en el proyecto de 
Plan Director 2009-201 2  parece diluirse, al igual que la preferencia lati­
noamericana, en una política marcada por una interpretación de los 
ODM más 'africanista' que en el pasado. Así lo muestran las declaracio­
nes realizadas inmediatamente después de ser aprobado el Plan Director, 
a pesar de que este no contaba con marco presupuestario, por parte de la 
secretaria de Estado de Cooperación, Soraya Rodríguez, quien afirmó que 
"en 201 2  queremos tener el mismo nivel de compromiso, de presencia y 
de ayuda en África que en América Latina'' (Nueva Economía Fórum, 
2009) . Además, todo ello se desarrolla en un contexto europeo donde no 
es fácil promover la cooperación con esta última región. 
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Intereses económicos vs. lucha contra la pobreza. 
Problemas de coherencia de políticas 

La tensión entre los intereses económicos y la política de desarrollo del 
Gobierno ha reflejado de manera muy notoria los dilemas entre valores e 
intereses que explican el alcance y, en este caso, los problemas de coheren­
cia de doctrinas que han dañado la política de cooperación española y han 
impedido que se materialice el objetivo de gobierno de pasar de una polí­
tica de ayuda a una de desarrollo. Los problemas de coherencia radican, 
particularmente, en la actividad inversora de las multinacionales españo­
las, la posición de España en el seno de la UE en cuanto a las negociacio­
nes comerciales internacionales y subregionales, y la continuidad de los 
créditos FAD y la ayuda ligada como instrumento de apoyo a la interna­
cionalización. Estas mismas tensiones han estado presentes en materia de 
deuda y desarrollo, pero, como se indicará, en este ámbito se han registra­
do avances importantes, en gran medida debido a una diferente correla­
ción de fuerzas entre los actores políticos y sociales implicados. 

Inversión española e intereses económicos: Responsabilidad Social 
de la Empresa (RSE) y autonomía de la política de cooperación 

La inversión española en América Latina ha generado nuevos intereses 
económicos, relacionados con la protección de las inversiones, su marco 
regulador y la estabilidad macroeconómica. Estos suponen tensiones con 
las políticas económicas adoptadas como consecuencia del marcado 'giro 
a la izquierda' que se observa en la región. Hay que recordar que en varios 
países han asumido el poder gobiernos que surgen, entre otros factores, 
del amplio rechazo de las sociedades latinoamericanas a las políticas neo­
liberales, en las que se inscribieron las privatizaciones que posibilitaron la 
llegada de las empresas españolas a la región. En particular, entre los 
aspectos más polémicos se encuentran las condiciones en las que se han 
otorgado concesiones y contratos, a menudo poco transparentes, generan­
do posiciones oligopólicas o monopólicas, y las cláusulas sobre fiscalidad 
o repatriación de beneficios; la baja calidad de los servicios prestados y/o 
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su desfavorable relación con las tarifas aplicadas; las condiciones labora­
les; y el impacto social y ambiental de obras de infraestructura y de las 
actividades de las empresas en el sector extractivo, particularmente en 
petróleo y gas3• 

Es importante subrayar que la cooperación española con América 
Latina se debe a razones políticas y de desarrollo anterior y distinto a la 
presencia de multinacionales españolas y a los intereses que ello supone. 
Sin embargo, es inevitable que las motivaciones iniciales se vean afectadas 
por esos intereses. Los cambios regulatorios que han tratado de llevar a 
cabo algunos países -Argentina, Bolivia, Ecuador o Venezuela- han de­
sembocado en que el Gobierno español haya tenido que hacer difíciles 
equilibrios para apoyar a las empresas, sin qUe ello perjudique las relacio­
nes políticas y la cooperación, su propia identidad e imagen ante las socie­
dades latinoamericanas, y sus apoyos políticos domésticos. El Gobierno 
español ha tratado de evitar que se le acuse, desde la izquierda y/o las 
ONG, de estar subordinado a intereses empresariales, y, desde la derecha 
y/o las organizaciones empresariales, de no defender adecuadamente los 
' intereses nacionales', identificados con los de las multinacionales españo­
las. Estos sectores han llegado a reclamar el uso de todos los instrumen­
tos posibles para defenderlos frente a aquellos gobiernos que expropien, 
nacionalicen o no ofrezcan seguridad jurídica a los inversores españoles, 
incluyendo presiones político-diplomáticas, y la reducción o suspensión 
de la ayuda al desarrollo como sanción. 

Ante estos difíciles dilemas, el Gobierno español ha actuado de distintas 
maneras. En primer lugar, intentó preservar la autonomía de la política de 
cooperación y la integridad de sus objetivos de desarrollo y, sin dejar de 
actuar a favor de las empresas, utilizando otros instrumentos de índole polí­
tica o diplomática, ha tratado de evitar que la ayuda quede subordinada o 
esté condicionada a una agenda de intereses económicos 'duros'. Esta estra­
tegia no siempre ha tenido éxito, así lo revela la crisis de las relaciones hila-

3 Existe una amplia bibliografía crítica sobre estas actuaciones. Como ejemplo, véase lmermón 
Oxfam (2008a), referido al caso de Repsol YPF, así como otros informes de esta organización 
sobre los sectores extractivo, textil o turístico; o Paz (et al., 2005) y Ramiro (et al., 2007), sobre 
el sector eléctrico. Véase también la serie de reportajes de Marirrodriga (2006) y de Barbería 
(2006a; 200Gb; 2006c) en el diario El País. 
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terales entre España y Bolivia, causada por el decreto de nacionalización de 
los hidrocarburos del 1 de mayo de 2006. Al tiempo que se apoyó de cerca 
a Repsol-YPF, se intentó 'aislar' de este proceso a la cooperación con Bolivia. 
Sin embargo, fue el propio Gobierno boliviano -que era consciente de que 
el ejecutivo español se encontraba en una posición vulnerable, sometido a 
presiones de uno y otro lados del espectro político- el que vinculó la ayuda 
y las negociaciones con Repsol-YPF para obtener más recursos4• 

También, se ha promovido la Responsabilidad Social de la Empresa 
(RSE) para atenuar la tensión entre la política basada en valores e identi­
dades, y los intereses económicos generados por la inversión española en 
la región (Blázquez, 2006) . Como señaló el Congreso de los Diputados 
de España en su informe sobre RSE: 

El importante peso cuantitativo y cualitativo de las empresas españolas en 
América Latina hace que la imagen de España en muchos países de habla 
hispana esté muy condicionada por la percepción y el juicio que los ciu­
dadanos de esos países tienen de la gestión de esas empresas. De ahí que 
resulte importante que las empresas españolas incorporen una perspecti­
va de RSE en sus procesos de internacionalización. [Por ello, la comisión 
concluyó que] La importancia de los intereses españoles en América 
Latina, la entidad de los servicios básicos que prestan y las particulares cir­
cunstancias que atraviesan la mayoría de los países del subcontinente 
aconsejan y recomiendan a esas empresas la profundización de sus políti­
cas de RSE. Es muy importante que mejore la implicación de las empre­
sas españolas con la población latinoamericana y que aumente su presti­
gio y consideración social (Congreso de los Diputados, 2006: 206 y 2 12) . 

4 Al tiempo que se desarrollaban las negociaciones con Repsol-YPF, en la Cumbre Iberoamericana 
de Montevideo de noviembre de 2006, Evo Morales solicitó a José Luis Rodríguez Zapatero un 
total de 700 ambulancias medicalizadas para distribuirlas por todos los municipios del país. Esta 
petición respondía a una política con ribetes de clientelismo, y quizás no hubiera sido aproba­
da si se hubieran seguido los criterios técnicos usuales en las agencias de desarrollo. España res­
pondió con la donación de 335 ambulancias, que se recondujo en un marco 'desarrollista', ins­
cribiéndola en un programa de transporte sanitario que se encomendó a la Organización 
Panamericana de Salud (OPS). El Gobierno español desvinculó esta ayuda de la negociación 
con Repsol-YPF, pero el ex ministro boliviano de hidrocarburos, Andrés Soliz-Rada, enfrenta­
do con el gobierno de Morales, afirmó que "el intercambio de oro por espejitos y abalorios con 
el que se inició el coloniaje hispano parece continuar ahora con el trueque de ambulancias por 
ventajosos contratos para Repsol" (Soliz Rada, 2007). Véase tambien Ayllón (2007) . 
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La posible Ley de RSE, anunciada por el Gobierno socialista en 2004, no 
se promulgó ante las dudas sobre la conveniencia de regular por ley esta 
cuestión\ pero sí ha habido distintas iniciativas para promoverla. El Plan 
Director 2005-2008 contempla expresamente la promoción de la RSE 
como mecanismo para que la actuación de las empresas contribuya o, al 
menos, no perjudique los procesos de desarrollo. No obstante, ello no se 
llevó a la práctica, y la Estrategia Sectorial de Promoción del Tej ido 
Económico, que debería haber definido las vías concretas para ello, no se 
había aprobado aún en 2009, debido a la falta de consenso de empresa­
rios y sindicatos. Un instrumento importante en este ámbito ha sido la 
Fundación Carolina, que con el nuevo Gobierno, en 2004, experimentó 
cambios importantes para responder a la agenda de desarrollo de Amé­
rica Latina. La fundación, en cuyo patronato se encuentran todas las 
grandes empresas españolas radicadas en América Latina, se define a sí 
misma como alianza público-privada y, desde 2005, ha llevado a cabo un 
programa específico sobre RSE centrado, más que en proyectos concretos, 
en impulsar el debate y la propuesta de políticas sobre estas cuestiones 
(Jáuregui, 2007; 2008; Casado, 2008) . 

Comercio, deuda y desarrollo. 
Avances y obstác�los para la coherencia de políticas 

Los compromisos internacionales de desarrollo no se limitan a la ayuda, 
y también afectan a las asimetrías que caracterizan el sistema internacio­
nal de comercio. El establecimiento de un sistema equilibrado y someti­
do a normas y, en particular, la eliminación del proteccionismo y los sub­
sidios agrícolas de los países ricos son compromisos derivados de los 
ODM; de la asunción del principio de coherencia de políticas; y, de 
manera expresa, de la Declaración de Do ha, de noviembre de 200 1 ,  que 
dio inicio a una nueva ronda de negociaciones comerciales de la Organi­
zación Mundial de Comercio (OMC). Con ella se asumió como objetivo 

5 No se podía ni debía legislar sobre la actividad extraterritorial de las empresas, por lo que la 
materia a regular se tornaba poco relevante. Las actividades de RSE son, además, eminentemen­
te voluntarias. 
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expreso la apertura comercial de los países más ricos y, en particular, la eli­
minación del proteccionismo y de los subsidios a la exportación en el sec­
tor agropecuario. Estas cuestiones, obviamente, se han dirimido en el 
marco de la política comercial común de la UE y, por ello, la política es­
pañola debe contemplarse en ese ámbito. 

Desde el fracaso de la Conferencia Ministerial de la OMC en Cancún 
(México) en 2003, varios han sido los intentos fallidos de reavivar las 
negociaciones de la denominada Ronda del Desarrollo. No es este el lugar 
para debatir las causas de ese fracaso, pero cabe señalar que, en gran medi­
da, se debe a la resistencia de los países avanzados a reducir el proteccio­
nismo y los subsidios agrarios, al tiempo que se hacían amplias exigencias 
a los países en desarrollo en cuanto a acceso al mercado de bienes no agrí­
colas o servicios, propiedad intelectual, y los 'temas de Singapur', como la 
protección de inversiones o la apertura de los mercados de contratación 
pública. La mayor responsabilidad del fracaso recae en Estados Unidos, y 
la posición negociadora de la UE también contribuyó a él. En este con­
texto, hay que recordar que España, antes y después del cambio de gobier­
no en 2004, se ha alineado con las posiciones más proteccionistas en el 
seno de la UE. Con los gobiernos del Partido Popular, los argumentos a 
favor del libre comercio tuvieron un marcado sesgo neoliberal. Con el 
gobierno del partido socialista, la apertura se justificó en nombre de los 
ODM. Pero en uno y otro caso lo que de verdad primó fueron los inte­
reses del sector agrario, asumidos por el Ministerio de Agricultura y el de 
Industria, Comercio y Turismo, que se impusieron al criterio más apertu­
rista del de Exteriores. En los debates sobre coherencia en el seno del 
Consejo de Cooperación, el Ministerio de Agricultura recordó que "el 
mandato de negociación de la UE en la OMC también es política del 
Gobierno", y constituía una "línea roja" que no se podía traspasar6• 

El fracaso de la Ronda de Doha no cierra: esta cuestión, pues la UE 
participa en un buen número de negociaciones de acuerdos comerciales 
regionales o bilaterales en África y en América Latina, en particular con 
los países andinos. De nuevo, las dificultades que aparecen en el capítulo 

6 Observación directa del autor. Tras un año de negociaciones, el débil consenso logrado en esta 
materia puede verse en el Informe del Consejo de Cooperación al Desarrollo (2006). 
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comercial suelen ser el reflejo de tensiones entre los objetivos de liberali­
zación económica profunda -se trata de acuerdos OMC-plus muy exi­
gentes en materia de acceso a mercados y protección de inversiones y de 
la propiedad intelectual- y los intereses económicos de la UE, y los obje­
tivos de desarrollo, cohesión social y lucha contra la pobreza, que también 
son asumidos por la Unión7• 

Un ejemplo significativo de esas tensiones lo constituye la decisión 
adoptada por el Consejo de la Unión Europea en enero de 2009, con el 
respaldo de España, con la que se abandonó la negociación interregional 
entre la UE y la Comunidad Andina de Naciones, para firmar acuerdos 
bilaterales únicamente con los países que estarían dispuestos a aceptar el 
formato de acuerdo de libre comercio OMC-plus (Colombia y Perú) , an­
te el rechazo de otros (Ecuador y Bolivia) a los capítulos sobre inversiones 
y propiedad intelectual. Es importante subrayar que esta decisión, que la 
UE inicialmente rechazaba, ha sido propiciada por la desunión de los paí­
ses andinos. Sin embargo, adoptarla supone costes importantes para la 
credibilidad de la UE y de España como 'actores normativos', que en su 
relación con América Latina buscaban diferenciarse del enfoque 'realista' 
y 'neoliberal' de Estados Unidos. Por una parte, la UE se desdice de su 
política de apoyo a la integración, al convertirse, aunque sea involuntaria­
mente, en un factor de desunión de ese grupo; y por otra, se procede a 
negociar bilateralmente con Colombia, obviando la situación de derechos 
humanos de ese país que, en un marcado contraste, ha impedido que 
Estados Unidos ratifique un acuerdo de libre comercio bilateral ya firma­
do con Colombia8• Para la cooperación española, estos dilemas son cru­
ciales, dado el alto grado de 'europeización' que se observa en su política 

7 Sobre estos dilemas, a escala de la UE, véase Hetrne y Soderbaum (2005); para el caso latinoa­
mericano, Sanahuja (2007); y sobre los acuerdos de partenariado económico con África, véase, 
entre otros, lntermón Oxfam (2008b), Marín (2005) y Gallego-Díaz (2007). 

8 Puede alegarse que en un Congreso con mayoría demócrata, el argumento de los derechos hu­
manos no siempre es sincero cuando se trata de comercio, pues puede servir como coartada mo­
ral de intereses proteccionistas. No obstante, en los últimos meses de 2008, el caso de los "fal­
sos positivos" -jóvenes marginales que eran secuestrados y asesinados por unidades militares 
para ser presentados como guerrilleros abatidos y poder obtener ascensos y recompensas- hace 
más difícil y costoso, en términos políticos, que el Gobierno de Colombia pueda ser aceptado 
como interlocutor en una negociación comercial, sea por Estados Unidos o por la UE. 
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latinoamericana, la asunción del rol de 'puente' entre ambas regiones y el 
peso de América Latina en la actuación de España en la UE. Por último, 
en todo lo anterior hay visibles inconsistencias con la estrategia de coope­
ración con los PRM que España ha promovido. 

El caso (irresuelto) de los créditos FAD y la coherencia de políticas 

El instrumento que ha expresado más claramente los intereses comercia­
les presentes en la política de cooperación española es el Fondo de Ayuda 
al Desarrollo (FAD) ,  con sus créditos 'ligados' a la exportación de bienes 
y servicios y a la contratación de obras con compañías españolas. Nació 
como instrumento de internacionalización de la empresa, más que de 
cooperación al desarrollo y, durante años, fue el instrumento más impor­
tante en la ayuda bilateral, gestionado por la Secretaría de Estado de Co­
mercio. Todo ello ha contribuido a distorsionar el programa de ayuda 
español, al supeditarlo a intereses comerciales. Su peso relativo disminu­
yó en los noventa, pero ello ha sido más como resultado de fuerzas exó­
genas -las necesidad de adaptarse a las directrices de la OCDE, cada vez 
más restrictivas con la 'ayuda ligada'- que por las críticas internas o de los 
países de destino. La reforma o desaparición de este instrumento ha sido 
una vieja demanda de las ONG, la academia y otros actores de la coope­
ración española, y fue asumida explícitamente por el gobierno de Rodrí­
guez Zapatero al asumir la Presidencia en 2004. Por otra parte, a las razo­
·nes muchas veces esgrimidas contra el FAD, se ha sumado el compromi­
so adoptado en la Declaración de París de 2005 sobre eficacia de la ayuda, 
que insta a la supresión de la ayuda ligada9• Desde la perspectiva de los 
intereses empresariales, se ha empezado a cuestionar ese instrumento por 

9 La Declaración de París de 2005 sobre eficacia de la ayuda propone una nueva arquitectura ins­
titucional de la cooperación al desarrollo basada en los principios de apropiación (los países recep­
tores, que la declaración denomina "socios", definen las políticas de desarrollo y reducción de la 
pobreza) , alineamiento (los donantes alinean su política con los países socios), armonización (los 
donantes armonizan sus procedimientos entre sí, y trabajan a través de los sistemas nacionales de 
los socios), corresponsabilidad (donantes y socios son responsables y rinden cuentas entre sí) y 
gestión orientada a resultados. Para un examen detallado de la declaración, ver Sanahuja (2007). 
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su carácter intervencionista y 'neo-colbertista', que puede desalentar la 
mejora de la competitividad, en un contexto donde se hacen necesarios 
otros instrumentos de apoyo a la internacionalización. 

El compromiso 'desarrollista' del Gobierno llevó, de hecho, a una acu­
sada reducción de los créditos FAD 'clásicos' desde 2005, ya que se han 
utilizado sus recursos -previa enmienda al proyecto de presupuestos en su 
trámite parlamentario- para financiar contribuciones a organismos mul­
tilaterales, u otros fondos fiduciarios. Sin embargo, se ha mantenido la 
práctica de otorgar nuevos créditos FAD a países de América Latina y/o 
en países altamente endeudados. Los FAD explican, en gran medida, que 
países como China, Indonesia o Turquía, que no son prioritarios según el 
Plan Director, igual se sitúen entre los principales receptores de AOD 
española (ver Tabla N.o 5 en Anexo estadístico). 

La reforma del FAD era uno de los principales compromisos del 
Gobierno en el primer mandato de Rodríguez Zapatero, y el Congreso de 
los Diputados trató de asegurar dicha reforma a través de instrumentos 
legislativos10• Este objetivo no se logró, debido, en parte, a la resistencia del 
Ministerio de Industria, Comercio y Turismo, a las presiones corporativas 
del cuerpo de los Técnicos Comerciales y Economistas del Estado -uno de 
los cuerpos de élite de funcionarios de la administración, renuentes a ceder 
este instrumento a los diplomáticos-, y a la presión del lobby de exporta­
dores beneficiados por el FAD. Ante el incumplimiento flagrante de ese 
compromiso, tras las elecciones de 2008, el nuevo Gobierno volvió a asu­
mirlo. En 2009 se inició el proceso de reforma. El Gobierno propuso la 
extinción del FAD y la creación de dos nuevos instrumentos de crédito: el 
Fondo de Promoción del Desarrollo (FONPRODE), gestionado por el 
Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación a través de la AECID, 
y el Fondo de Internacionalización Empresarial (FIEM), que será compe­
tencia de la Secretaría de Estado de Comercio, y podrá ser computado 
como AOD si cumple los criterios del CAD. Esta reforma, que puede 
aprobarse en 20 1 0, plantea dos nuevos problemas: uno, ¿cómo asegurar 
una correcta gestión del FONPRODE? Con un monto anual superior a 

1 O Así se estableció en las disposiciones transitorias contenidas en la Ley de Deuda de 2007, que 
se aborda en el siguiente epígrafe. 
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500 millones de euros, supone nuevas competencias de gestión para una 
AECID que no cuenta con las capacidades requeridas para poder asegurar 
una gestión eficaz de estos recursos. En cuanto al FIEM -en realidad, el 
FAD con otro nombre- se mantienen los problemas de coherencia de polí­
ticas del instrumento al que sustituye, pues ¿cómo se asegura que el FIEM 
contribuirá a las metas de desarrollo o, al menos, no las perjudicará? 

Deuda externa: hacia nuevos instrumentos de desarrollo 

Las operaciones de condonación o conversión de deuda también habían 
sido un instrumento de internacionalización a través de mecanismos 
como la conversión de deuda por inversiones, la vinculación de los fon­
dos de contravalor a la adquisición de bienes y servicios, o la contratación 
de obras con empresas españolas; además de un instrumento para mejo­
rar la solvencia de países a los que, tras la condonación, se les instaba a 
subscribir nuevos créditos FAD. 

Sin embargo, desde 2004, la condonación o la conversión de deuda se 
ha situado en el marco de la política de cooperación en respuesta a un 
doble proceso político, doméstico y a la vez internacional: por un lado, la 
participación de España en la iniciativa para los países pobres más endeu­
dados (HIPC, por sus siglas en inglés), en la que el Gobierno ha mostra­
do una clara preferencia por los países latinoamericanos elegibles dentro 
de esta iniciativa; y por otro lado, la actuación de las fuerzas sociales a tra­
vés de campañas y movilizaciones a favor de la condonación de la deuda. 
Estas campañas han logrado introducir la cuestión en la agenda política y 
promover cambios de cierta envergadura. El más importante es de orden 
normativo y refleja el papel decisivo que ha tenido el Parlamento, y las 
alianzas que surgen del pacto de legislatura en el período 2004-2008. Se 
trata de la aprobación de la Ley Reguladora de la Gestión de la Deuda 
Externa de 2007, un texto muy avanzado en cuanto a la política de coo­
peración, pese a que en su tramitación parlamentaria estuvieron presen­
tes, entre bambalinas, las visiones del Ministerio de Economía, más res­
trictivas que las que defendían el Ministerio de Asuntos Exteriores y 
Cooperación y las ONG. 
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La ley inscribe la gestión de la deuda externa española en la política de 
cooperación y sus objetivos de desarrollo, conforme a las prioridades y 
estrategias del Plan Director, en el marco de la disponibilidad de recursos 
de la hacienda pública. Además, asume la agenda de eficacia de la ayuda 
y los principios de la Declaración de París, al respetar las prioridades de 
desarrollo del país receptor (principios de apropiación y alineamien­
to) -aunque sin renunciar a la condicionalidad necesaria para evitar que 
reaparezca el sobreendeudamiento- y asegurar que la condonación o con­
versión de deuda contribuya a la reducción de la pobreza y la desigualdad, 
y a otras metas de desarrollo, responsabilidad, transparencia y 'buen 
gobierno'. 

Un segundo elemento que ha permitido situar las operaciones de deuda 
en la política de desarrollo han sido los canjes de deuda por educación 
impulsados en el marco de la Conferencia Iberoamericana desde 2004. 
Parte de las cuantiosas operaciones de conversión de deuda que España ha 
realizado en América Latina a partir de ese año (ver Tabla N. 0 7 en Anexo 
estadístico) han supuesto un importante alivio fiscal que, mediante la 
generación de fondos de contravalor, han permitido aumentar la inversión 
pública en educación. Conforme a distintas evaluaciones realizadas, inde­
pendientes u oficiales (Campaña Mundial por la Educación-España, 2006; 
Secretaría General Iberoamericana, 2007) , estas operaciones han tenido 
efectos positivos, sobre todo aquellas que han supuesto cifras realmente 
significativas, han incorporado un descuento significativo, han respondido 
al criterio de adicionalidad respecto a otros flujos de ayuda, y se han imbri­
cado adecuadamente en las políticas públicas de educación (apropiación y 
alineamiento) , aunque estas operaciones no han estado completamente 
desligadas de intereses empresariales españoles, lo que ha reducido su 
impacto y eficacia. 

Comentarios finales y perspectivas futuras 

En este capítulo se ha tratado de analizar la cooperación española con 
Iberoamérica como resultado de una compleja relación entre intereses, 
valores e identidades -entendidos, en gran medida, como construcciones 
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sociales-, que se ha visto influida por los cambios producidos en los con­
sensos internacionales de desarrollo, en la posición internacional de Es­
paña, y por procesos políticos internos, tanto en España como en América 
Latina. En lo referente a la _política española de cooperación, ello contri­
buye a explicar la asunción de las metas internacionales de desarrollo y 
reducción de la pobreza en el marco de una política exterior de matriz 
cosmopolita y con una marcada orientación social, que expresaría tanto 
preferencias de valores, como la adopción de los mismos en la construc­
ción de la identidad y la autopercepción de España como actor interna­
cional. Ello también explicaría las dificultades y dilemas que plantean los 
intereses económicos, migratorios o de seguridad, que afectan sobre todo 
la coherencia de políticas. 

La respuesta a esos dilemas y tensiones se encuentra en el origen de 
una política de cooperación con Iberoamérica enfocada a las naciones de 
renta baja y media-baja de la región, entre las que los países andinos se 
han situado como destino prioritario de la ayuda; así como en el apoyo 
de la gobernabilidad democrática y la cohesión social en el marco de una 
estrategia adaptada a los países de renta media; que se ha tratado de pro­
mover en distintas instancias internacionales, y a la promoción de la RSE 
para atenuar las tensiones generadas por los intereses económicos de las 
multinacionales españolas en una región que está atravesando un ciclo 
político de izquierda desfavorable para esos intereses. Sin embargo, esta 
política no ha logrado resolver los problemas de coherencia que suscita la 
posición española y de la UE en las negociaciones comerciales internacio­
nales, lo que mina su credibilidad y eficacia. 

Esto se traduce en nuevas y más complejas exigencias de reforma para 
una cooperación española que ha experimentado un crecimiento sin pre­
cedentes en el volumen de la ayuda. Este aumento se ha absorbido, en 
gran parte, a través de la condonación de deuda o el recurso a la vía mul­
tilateral o multi-bilateral, pero su consolidación requiere dirigir más fon­
dos al fortalecimiento de las capacidades institucionales para el diseño de 
políticas, la programación, la gestión, el seguimiento y la evaluación. La 
reforma de la AECID, iniciada en 2008, debería dar respuesta a estas 
necesidades, pero, entre 2009 y 201 O, ese impulso reformista parece 
haberse detenido (Schulz, 201 0) .  La Declaración de París sobre la efica-
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cia de la ayuda de 2005, y el llamado Código de Conducta de la UE, so­
bre división del trabajo, también afectarán de manera directa a la coope­
ración española (Meyer, 2007) , ya que reclaman cambios en la programa­
ción y gestión de la ayuda y una mayor especialización geográfica y secto­
rial, en la que será necesario redefinir las opciones prioritarias de España 
en 

.
América Latina, África y el Mediterráneo. 
Sin embargo, algunos factores que explican el ciclo de reformas que la 

cooperación española inició en 2004 ya no están presentes. El aumento 
de la AOD, que permitió incrementar la ayuda a Latinoamérica aunque 
su peso relativo disminuyera, se situó en un escenario de bonanza econó­
mica en el que se pudieron atender tanto la ampliación de las políticas 
sociales internas, como la solidaridad externa. No es fácil sostener el com­
promiso de mantener el esfuerzo de AOD ante el agravamiento de la cri­
sis y los imperativos fiscales de índole doméstica -las previsiones de défi­
cit fiscal para 201 O, según The Economist, son de 1 1 ,6% del PIB-, y la 
aparición de otros intereses de política exterior. Como se señaló, el lide­
razgo político, la movilización social y las alianzas parlamentarias fueron 
factores decisivos en el proceso de toma de decisiones en el primer perío­
do de gobierno de Rodríguez Zapatero, y en su segundo período están en 
gran medida ausentes. 

En este análisis también se han destacado otros factores de cambio que 
afectan a la política de cooperación en su conjunto, y a su característica 
preferencia latinoamericana. La mayor importancia de la cuestión migra­
toria en la agenda política doméstica y en la política exterior, y el cambio 
hacia un enfoque de seguridad a la hora de abordar esta cuestión se han 
sumado a las razones de desarrollo, no sin tensiones, ·para dar más peso a 
África subsahariana en la distribución de la AOD. El cuestionamiento de 
España y sus intereses por parte de las nuevas izquierdas latinoamericanas, 
y las pugnas visibles en torno a los valores comunes -dentro de la región y 
en relación a España- debilitan el sentimiento de 'comunidad' y los facto­
res identitarios que han animado esa opción latinoamericana. Las encues­
tas de opinión también revelan que una política de cooperación más orien­
tada a África goza de mayor respaldo social. Esta redefinición de los valo­
res, la identidad y los intereses no es ajena a los procesos de formación y 
difusión de normas internacionales que afectan al sistema de ayuda y a los 
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consensos internacionales en los que se apoyan esas políticas, que empujan 
hacia enfoques 'desarrollistas', orientados más hacia África que a 
Latinoamérica. Finalmente, en un contexto de crisis, se puede acentuar la 
tendencia a vincular los recursos con intereses más inmediatos. 

Estos factores pueden debilitar la política de cooperación y, en parti­
cular, la preferencia latinoamericana que la había caracterizado, tomando 
en cuenta el esfuerzo hasta ahora realizado para promover una agenda de 
cooperación con países de renta media. Pero, probablemente, ello impon­
dría costes elevados para la posición internacional de España, que no 
puede dejar a un lado su opción preferencial iberoamericana ni los valo­
res democráticos y de solidaridad en lo que se basa su identidad y su pro­
yección como actor internacional. Una España más ensimismada, intere­
sada y egoísta, y más alejada de América Latina sería, también, una 
España en retroceso frente a un escenario internacional que parece 
demandar políticas con mayor amplitud de miras. 
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Anexo estadístico 

Gráfico N.o 1 
Evolución de la AOD española (2000-2010) 
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* Previsiones, según: Previsiones PAC! 2009 y 201 0  
Fuente: Seguimiento PAC! (2000-2008); Previsiones PAC1 (2009-2010) 

Gráfico N.o 2 
Distribución de la AOD bilateral española por áreas geográficas (2000-2008) 

2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 

11 América Látina 11 Mediterráneo 11 África Subsaheriana 
Asia-Pacífico 11 Europa B África no especificado 

111 Asia no especificado • Países es desarrollo, no especificado 

Fuente: Seguimiento PACI (2000-2008); Previsiones PACI (2009-2010) 
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Gráfico N.o 3 
Distribución sectorial de la AOD española a América Latina (2003-2007) 
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Tabla N.0 1 
Países prioritarios de la cooperación española en América Latina 

2008 

Plan Director 2001-2004 ·· Plan Director 2005-2008 Plan Director 2009-2012 
Países programa Países prioritarios Asociación amplia 

El Salvador Bolivia El Salvador HaitÍ El Salvador Haití 
Guatemala Ecuador Guatemala Bolivia Guatemala Bolivia 
Honduras Paraguay Honduras Ecuador Honduras Ecuador 
Nicaragua Perú Nicaragua Paraguay Nicaragua Paraguay 
R. Dominicana R. Dominicana Perú R. Dominicana Perú 

Países de atención especial Países de atención especial Asociación focalizat/4 

Colombia Colombia Colombia 
Cuba Cuba 

Países preferentes Asociación con PRM 

Costa Rica México Costa Rica Panamá 
Brasil Chile México Argentina 
Venezuela Panamá Venezuela ·Brasil 
Argentina Uruguay Cuba 
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Tabla N.0 2 
Proporción de la AOD bilateral a países prioritarios en la región andina, 

según administraciones públicas de origen (2002-2008) 

Promedio anual 2002-2008 

Administración Comunidades 
Países prioritarios general del Estado autónomas Entidades locales 

Bolivia 53, 1 1  o/o 36,09% 1 0,56% 

Ecuador 54,0 1 o/o 3 1 ,68% 1 4,07% 

Perú 42,42% 43, 1 7% 1 4,04% 

Fuente: PACI seguimiento (2002-2008) 

Tabla N.0 3 
Proporción de la AOD bilateral a países-programa 
y países prioritarios de América Latina distribuida 

por administraciones públicas y por ONGD (2002-2008) 

Universidades 

0,23% 

0,23% 

0,38% 

Países Promedio 2002-2006 2007 2008 
programa 

(2001-2004) 
y países 

prioritarios Adm. Canalización Canalización Adm. Canalización 
(2005-2006) públicas ONGD Adm. públicas ONGD públicas ONGD 

Bolivia 48,33% 5 1 ,67% 47,53% 52,47% 58,53% 4 1 ,47% 

Ecuador 58,28% 41 ,72% 5 1 ,75% 48,25% 6 1 , 1 8% 38,82% 

El Salvador 42,00% 58,00% 43,14% 56,86% 57,45% 42,55% 

Guatemala 52,03% 47,97% 87,25% 1 2,75% 86,92% 1 3,08% 

Haití (*) 82,96% 17,04% 62,06% 37,94% 89,73% 10,27% 

Honduras 74,39% 25,61 o/o 77,87% 22,1 3% 78,82% 2 1 , 1 8% 

Nicaragua 65,55% 34,45% 72,74% 27,26% 75,50% 24,5% 

Paraguay (**) 56,37% 43,63% - - - -

Perú 27,25% 72,75% 40,90% 59,1 Oo/o 47,14% 52,86% 

República 
Dominicana 56,24% 43,76% 30,40% 69,60% 64,86% 35, 1 4% 

Promedio 
Total 54,68% 45,32% 61 ,36% 38,64% 68,9% 3 1 , 1  o/o 

(') Datos referidos sólo al período 2005-2006, debido a que Haití no fue país-programa en el Plan Director 
2001-2004, pero sí es país prioritario en el Plan Director 2005-2008. 
('*) Sin datos disponibles desde 2007. 
Fuente: PACI seguimiento 2002-2008 
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Tabla N.0 4 
Diez principales receptores de AOD española (2001 -2008) 

2001 

País Millones de US$ 

Nicaragua 2 1 0  

Indonesia 54 

Marruecos 49 

China 44 

Bolivia 35 

El Salvador 34 

Honduras 34 

B. Herzegov. 30 

Ecuador 28 

Perú 27 

2005 

País Millones de US$ 

Nicaragua 1 52 

Honduras 140 

lrak 1 26 

Madagascar 92 

Marruecos 82 

Ecuador 69 

R.O. Congo 69 

Perú 65 

Bolivia 6 1  

China 56 

AOO bilateral neta total 
Fuente: OCOE/CAO 

2002 2003 

País Millones de US$ País Millones de US$ 

Nicaragua 212  Bolivia 69 

El Salvador 5 1  China 55 

China 46 Nicaragua 50 

Marruecos 39 Honduras 47 

Ecuador 37 Perú 42 

Bolivia 36 El Salvador 4 1  

Perú 36 Ecuador 41  

Honduras 35 Marruecos 37 

Colombia 32 Ex Yugoslavia 33 

R. Dominicana 28 R. Dominicana 32 

2006 2007 

Pais Millones de US$ Pais Millones de US$ 

Jrak 192 Guatemala 239 

Honduras 1 36 Perú 1 07 

Guatemala 132 Marruecos 100 

Madagascar 88 lrak 100 

Perú 83 Argelia 98 

Marruecos 7 1  China 8 1  

R.O. Congo 69 H�nduras 80 

Nigeria 69 Nicaragua 77 

Ecuador 68 Turquía 75 
Nicaragua 67 Colombia 71  

País 

Nicaragua 

Bolivia 

Marruecos 

China 

Honduras 

Perú 

Turquía 

lrak 

Argentina 

Ecuador 

Pais 

Guatemala 

Honduras 

Nicaragua 

Perú 

Marruecos 

China 

Senegal 

TPalestinos 

Bolivia 

Ecuador 

2004 

Millones de US$ 

142 

78 

72 

58 

56 

52 

46 

41  

40  

39 

2008 

Millones de US$ 

254 

186 

1 50 

127 

1 24 

9 1  
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Tabla N.0 5 
Posición de España en la cooperación 

con América Latina (2007-2008) 

Ranking según montos Ranking según o/o 
totales de AOD destinada a de AOD de cada país 

América Latina (2007) destinada a AL (2007) 

País Millones País o/o ayuda 
de US$ total a AL 

Estados Unidos 1 916 España 20,80% 

España 1 071 Canadá 1 0,20% 

Comunidad Europea 988 Japón 9,50% 

Japón 731 Estados Unidos 8,80% 

Alemania 592 Luxemburgo 8,20% 

Canadá 4 1 8  Suiza 6,40% 

Francia 4 1 0  Alemania 4,90% 

Países Bajos 230 Bélgica 4,50% 

Suecia 1 95 , Suecia 4,50% 

Noruega 169 Noruega 4,30% 

Reino Unido 1 53 Finlandia 4,20% 

Italia 1 25 Francia 4,10% 

Suiza 108 Dinamarci 3,80% 

Dinamarca 97 Países Bajos 3,70% 

Ranking según montos Ranking según o/o 
totales de AOD destinada a de AOD de cada país 

América Latina (2008) destinada a AL (2008) 

País Mülones País o/o ayuda 
de US$ total a AL 

España 1 976 España 28,10% 

Estados Unidos 1 871 Canadá 10,20% 

Comunidad Europea 1 108 Luxemburgo 9,70% 

Alemania 8 1 8  Japón 8,30% 

Canadá 482 Estados Unidos 6.9 % 

BID 3 10 Suiza 6,10% 

Japón 269 Alemania 5,90% 

Países Bajos 230 Noruega 4,90% 

Francia 213  Bélgica 4,70% 

Suecia 200 Suecia 4,40% 

Italia 1 56 Dinamarca 4% 

Reino Unido 127 Países Bajos 3,90% 

Suiza 1 1 1  Francia 3.50% 

Dinamarca 1 03 Italia · 3,50% 

Fuente: OCOE/CAD 
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Tabla N.0 6 
Evolución de la ayuda bilateral bruta de España a los países prioritarios 
de la Región Andina por sectores CAD (millones de euros, 2004-2008) 

Bolivia 
Sectores CAD 2004 2005 2006 2007 
Educación 7,1 5 8,39 1 0,60 8,01 
Salud 7,74 5,69 5,34 5,02 
Población y salud reproductiva 0,66 0,44 0,49 1 , 1 3  
Abastecimiento y depuración de agua 0,71 1 ,37 0,63 2,27 
Gobien1o y sociedad civil · ' ·  9,56'  4,72 7,1 1 - 16,25 
Otros servicios e infraestructuras sociales 2,08 2,61 1 ,58 4,94 
íiifráestructura y servicios económicos 

- - ·--- , - -

4,38 ii,79 4,97 3;24 
Sectores productivos 6,36 1 0,39 5,95 5,23 
Multisectorial 3,62 5,29 4,25 6,85 
Total contribuciones distribuibles sectorialmente 42,3 1 5 1 ,77 40,96 52,99 

Ecuador 
Sectores CAD 2004 2005 2006 2007 
Educación 3,69 4,83 8,41 1 1 ,59 
Salud 1 ,85 1 ,07 2,26 4,28 
Población y salud reproductiva 0,08 0,58 0,79 0,72 
Abastecimiento y depuración de agua 2,78 0,82 1 ,33 1 ,94 
Gobierno y sociedad. civil 3,41 3,25 4,75 6,92 
Otros servicios e infraestructuras sociales 2,86 2,48 2,43 8,60 
Infraestructura y servicios económicos 1 3,32 1 1 ,69 0,04 . 2,72 
Sectores productivos 3 , 1 6  4,78 3,8 1 6,35 
Multisectorial · · . . ' 4,1 6  4,07 5,89 - 9, 1 6  
Total contribuciones distribuibles sectorialmente 35,34 33,61 29,74 52,32 

Perú 
Sectores CAD 2004 2005 2006 2007 
Educación 7,03 1 0,61 9,79 1 5,08 
Salud 3,21 2,46 3,41 5,52 
Población. y salud reproductiva , ... .  0,06 0,25 1 , 0 1  0,76 
Abastecimiento y depuración·de agua 2,68 2,50 6,20 4,57 
Gobierno y sociedad civil 3,92 6,92 . 5,25 10,03 
Otros servicios e infraestructuras sociales 3,02 5,37 4,41 6,77 
Infraestructura y servicios económicos 6,9 1  1 6,01 8,23 1 2,06 
Sectores productivos 9,92 5,99 8,02 7,90 

Muliisectorial .. \ .·: · 8,99.:. .6,70 9,78 1 0,43 
Total contribuciones distribuibles sectorialmente 45,79 56,84 56,14 73,10  

Fuente: PACI seguimiento 
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16,45 
4,62 
1 ,47 
2,81 
9,76 
6,30 
6,-24 
6,91 
4,35 
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2008 
7,66 
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1 , 1 1 
3,60 
8,43 
5,38 
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8,86 
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2008 
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Tabla N.o 7 
Operaciones de deuda en América Latina (2000-2007) (2002-2008) 

País Año-' ' Operación Monto € Total € 
Perú 2006 Conversión de deuda 1 005 685 2 142 900 

2002 Conversión de deuda 1 1 37 2 1 5  
2007 Conversión de deuda 3 1  466 4 1 2  
2005 Conversión de deuda 7 362 961 
2005 Anulación de deuda 84 485 

Hop.duras 2005 Anulación de deuda 10 200 479 64 598 739 
2005 Reestructuración de deuda 6 662 262 
2004 Reestructuración de deuda 3 365 930 --

2003 Anulación de deuda 49 76 1 
2000 Reestructuración de deuda 5 406 449 

Guatemala 2007 Anulación de deuda 1 3 1  003 000 273 877 867 
2006 Anulación de deuda 1 42 874 867 

Haití 2006 Reestructuración de deuda 1 388 547 1 388 547 
R. Dominicana 2005 Reestructuración de deuda 425 7 1 3  4 2 5  713  
Uruguay 2005 Conversión de deuda 1 600 903 3 285 494 

2003 Conversión de deuda 1 684 591  
Ecuador 2005 Conversión de deuda 6 475 358 9 300 755 

2002 Reestructuración de deuda 2 825 397 
20_05 Conversión_ de deuda 1 277 692 
2005 Conversión de deuda -• 1 9 1 6  538 

Nicaragua 2004 Reestructuración de deuda 1 26 740 844 580 589 630 
2003 Reestructuración de deuda 1 30 827 
2003 Reestructuración de deuda 33 387 522 
2001 Anulación de deuda 4 1 7  1 36 207 
2003 Conversión de deuda 1 5  921 9 1 2  

Bolivia 2002 Reestructuración de deuda 5 025 7 1 4  25 681  1 84 
2000 Conversión de deuda 4 733 558 

Fuente: PACI seguimiento 
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Gráfico N.0 4 
Evoluci6n de la ayuda bilateral bruta española a países andinos canalizada 

a través de organismos multilaterales de desarrollo 
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Fuente: PACI seguimiento (2004-2008) 

Tabla N.0 8 

2008 

Los diez principales donantes de AOD por países de la regi6n andina 
(2006 y 2007) 

Bolivia 

Diei principales donantes millones 
AOD (Promedio 2005-2006) dólares 

Diez principales donantes millones 
AOD (Promedio 2006-2007) dólares 

l .  Agencia Internacional de 
Fomento-Banco Mundial 816  

l .  Agencia Internacional de 
Fomento-Banco Mundial 781 

2. Esiados Unidos 166 2. BID Fondo Espédal y orros 644 

3. BID Fondo Especial y otros 89 3. Esrados Unidos 1 5 8  

4. Japón 71 4. Fondo Monetario Internacional 1 18 

5. España 60 5. Japón 69 

6. Alemania 52 6. España 66 .-
7. CE 46 7. CE 48 

8. P�íses Bajos --,. 4 1  8 .  Alemania 43 .• 

9. Francia 31 9. Países Bajos 41  

10.  Dinamarca 26 1 0. Dinamarca 30 
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Colombia 

Diez principales donantes 
AOD (Promedio 2005-2006) 

l. Estados Unidos 

2. EC 

3. España 

4, Países Bajos 

5. Alemania 

6. Francia 

7. Suecia 

8. Japón 

9. Canadá 

10. Suiza 

Ecuador 

Diez principales donantes 
AOD (Promedio 2005-2006) 

l. Estados Unidos 

2. España 

3. EC 

�:Japón 

5. Alemania 

6, Bélgica 

7. Francia 

8. Suiza 

" ""oj o"" 

9. Protocolo de Monrreal 

10. Países Bajos 

Perú 

J:)i� principales donantes 
AOD (Promedio 2005-2006) 

l. Estados Unidos 

2. Japón 
3. Alemania 

4. España 

5. EC 

6. Bélgica 

7. Fondo de Población 
de las Naciones Unidas 

8. Francia 

9. Fondo Global contra el SIDA 

lO., Canadá 

Fuente: OCDE-CAD 

José Antonio Sanahuja 

millones 
dólares 

Diez principales donantes millones 
AOD (Promedio 2006-2007) dólares 

588 l. Estados Unidos 562 

62 2. EC 72 

60 3. España 71 

33 4. Países Bajos 33 

29 5. Francia 32 

26 6. Alemania 30 

16  7. Suecia 1 8 
1 1  8 .  Canadá 1 5  

1 0  9 .  Agencias árabes 1 2  

1 0  1 0. Japón 1 2  

millones 
dólares 

piez principales donantes millones 
AOD (Promedio 2006-2007) dólares 

77 l. Estados Unidos 63 

68 2. España 58 
32 3. EC 32 

27 4, Japón 24 
22 5.  Alemania 22 
20 6. Bélgica 21  

1 1  7. Francia 1 0  

9 8. Suiza 9 

9 9. BID Fondo Especial 8 
8 10.  Fondo Global 7 

millones 
dólares 

Diez principales donantes millones 
AOD (Promedio 2006-2007) dólares 

1 96 l. Estados Unidos 165 
1 23 2. Japón 1 32 

100 3. España 107 

83 4. EC 60 

48 5. Alemania 57 

1 7  6. Noruega 48 

7. Canadá 17  
1 7  8 .  Bélgica 17  
1 7  

9. Francia 1 7 
1 5 

10.· Reino Unido 1 4  
1 5 
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Una vez formulada la primera versión de este libro, varios profesores de la 
FLACSO sugirieron que redactara una segunda parte del estudio intro­
ductorio o un epílogo que recogiera el debate más actualizado sobre la 
evolución de las relaciones entre Europa y América Andina, así como 
sobre la situación de la agenda sobre migraciones, en particular referidas 
a Ecuador, que constituirían un síntoma del desarrollo que podrían tener 
problemáticas más generales. 

En efecto, el país atraviesa por un momento crucial en sus negociacio­
nes de uri acuerdo comercial con Europa, toda vez que la Unión Europea 
optó por realizar acuerdos regional/bilaterales con Colombia y Perú, dese­
chó un acuerdo general con la Comunidad Andina, y asumió con Ecua­
dor un tratamiento bilateral de sus cuestionamientos, en especial los rela­
tivos a libre comercio. Este tema condiciona las relaciones entre América 
Andina y España, cuya pertenencia y especialidad en la Unión tienen un 
grado relativo de autonomía. A su vez, la profundización de la crisis espa­
ñola repercute sobre los mecanismos que tratan la migración, tema duro 
de las relaciones bilaterales entre Ecuador y España. 

Este epílogo no deja de lado el carácter propositivo que animó el estu­
dio introductorio, y asume la principal recomendación acerca de la coope­
ración orientada hacia el fortalecimiento del Estado y las políticas públicas 
dentro de parámetros precisos. En los párrafos siguientes se desarrolla la 
línea inicial, en el sentido de la cooperación necesaria para la eficacia de la 
misma sobre el Estado, pero que se perfila como insuficiente. A la coope-
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ración señalada debe acompañarla una intervención en el plano de la cul­
tura democrática e institucional, a través de medios de comunicación de 
alcance latinoamericano, que profundicen en los temas de democracia, en 
general, y de Estado democrático, en particular. 

Como contexto, se han recogido las principales conclusiones de una 
investigación sobre percepciones de relaciones internacionales en Ecua­
dor, conocimiento básico de uno de los actores a los cuales van dirigidas 
las recomendaciones, que se ejecutarían a través de la cooperación inter­
nacional. Luego de un análisis de datos empíricos, se sugiere superar, des­
de un nivel más complejo, versiones reiterativas y estancadas en materia 
de migración. Esto es, la incorporación de asuntos relacionados a las de­
mandas de la población con expectativas de migración a España y de la 
población migrante consolidada allí. Esto abre una agenda de integración 
y cohesión con ese país, así como de vínculos de segundo nivel con el país 
de origen. De modo complementario, se examinó alguna literatura relati­
va a la cooperación española. 

El contexto general de este epílogo, que no se remite formalmente al 
seminario que dio origen a este libro, ni lo responsabiliza por sus conte­
nidos, plantea que en la lógica de los acuerdos confluyen, por un lado, la 
necesidad de lograr formas eficaces para las partes; y, por otro lado, la con­
currencia de estas, con mayores o menores desigualdades, en términos 
tales como proyectos, visiones y alcances de sus propuestas. 

Europa y América Andina intentan acuerdos comerciales, luego de 
procesos en que, al principio, fue evidente que la segunda no tenía las 
condiciones estatales ni de desarrollo para soportar el peso de compromi­
sos comerciales básicamente de apertura; y, después de la deman4a y 
negociación de acuerdos de libre comercio, especialmente con Estados 
Unidos, se sintió en posibilidades de replicarlos con la Unión Europea. El 
contenido de la negociación comercial entre América Andina y Europa no 
tiene los alcances ni la precisión de los acuerdos con otras eX: colonias 
europeas (protocolos financieros o detalles de cooperación) . Sin embargo, 
provocó una escisión en los países andinos, con la que se hicieron eviden­
tes las diferentes lecturas del desarrollo y el libre comercio, así como las 
estrategias políticas de Colombia y Perú, y de Bolivia y Ecuador. 
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Además de las posiciones 'de principio', es visible que las consecuen­
cias de los avances en los acuerdos por parte de Colombia y Perú acorra­
lan a Ecuador en temas de banano y café. Si bien los acuerdos comercia­
les exponen al país a situaciones comprometidas de desarrollo -que, sin 
embargo, son sorteables desde políticas públicas-, generan una situación 
de indefensión -en materias precisas-, al dejarlo fuera de los acuerdos 
regional/bilaterales. El problema se profundiza con la suspensión de la ley 
de preferencia comercial andina y erradicación de drogas (ATPDEA, por 
sus siglas en inglés) y la 'reclusión' en el Sistema Generalizado de Prefe­
rencias por la naturaleza de los competidores -fundamentalmente Brasil 
y Argentina- (Entrevista a Juan Antonio Sanahuja, 20 1 1 ) .  

La opción de  apertura de  Colombia y Perú es clara, como no  lo  es la 
visión de 'endogenización' de Ecuador y Bolivia. Esta diferencia, al mar­
gen de los acuerdos . con Europa, anuncia poco futuro al proceso andino 
de integración, fundamentalmente por la ausencia de proyectos y/o estra­
tegias de recomposición del marco regional. No solamente se trata del 
acuerdo económico -afectado por las oscilaciones entre Unión Aduanera 
y Política Arancelaria Común-, sino, de capacidad política para acometer 
una agenda común que, amparada en la tolerancia intergubernamental (e 
interestatal) sobre proyectos de desarrollo y posiciones ideológicas, asuma 
las cuestiones centrales de la integración, que son comerciales, pero fun­
damentalmente políticas. 

A la ausencia de un proyecto de integración regional andino, desde el 
cual abordar acuerdos interregionales1 ,  se oponen, desde el lado europeo, 
por un lado, la concreción de un proyecto bien definido de relaciona­
miento interregional y/o bilateral2; y, por otro lado, la misma débil con­
sistencia de la voluntad de integración y de postura multilateral en 
América Latina/Andina. Como se puede observar en los datos consigna­
dos luego para Ecuador, aquello profundiza una notable asimetría con 
Europa y potencia la inconsistencia de las propuestas andinas. Ahora, las 

A la intolerancia se suma la indefinición de opciones en la región, básicamente entre autono­
mía, regionalismo y soberanía. Al respecto, ver Sanahuja (20 1 1 ) .  

2 La ausencia de un proyecto interlocutor en América Andina multiplica la eficacia del proyecto 
europeo, que marca la agenda y el ritmo de las relaciones, más aun en situaciones en que puede 
llevar la negociación desde posiciones inflexibles. 
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propuestas europeas, más bien, se recluyen en la rebaja de importancia de 
la relación con América Latina/ Andina. 

Las 'ausencias' de esta región potencian una actitud de premio/sanción 
de Europa hacia ella. Este fraccionamiento de la región (América Lati­
na/Andina 'buena' -interlocutor- y 'mala' -sujeto de sanción-) dificulta 
notablemente los marcos de una cooperación eficaz e independiente, y, 
fundamentalmente, debilita la capacidad normativa/valórica del discurso 
de la cooperación europea. 

En el caso particular de las relaciones de España con América Andina, 
una cuestión importante a tratar es el grado en que la administración pú­
blica española pueda tener una independencia relativa de la Unión Eu­
ropea en materia de cooperación, dados los cambios que se producen en 
Europa, por un lado, y, por otro lado, la capacidad de mantener las polí­
ticas de Estado que tenga la administración española en materia de coo­
peración, de producirse cambios gubernamentales (Entrevista a Elena 
Flores, 20 1 1 ) .  

El tema más obvio será que el margen de maniobra que tenga l a  coo­
peración española en relación con América Latina dependerá de la pro­
fundidad de los cambios europeos y españoles, que seguramente buscarán 
afinidades ideológicas -en Europa y América Latina/ Andina-, en un con­
texto de estabilidad de los mecanismos que ya se han perfilado. Esto es, 
en el marco de recortes fiscales y ampliación de prioridades -circunstan­
ciales y estratégicas- se profundizará la cooperación descentralizada de las 
comunidades autónomas y la operación de todas las formas de coopera­
ción a través del ámbito no gubernamental, con las connotaciones que 
aquello implica. 

Las tensiones de la cooperación española aparecen ligadas a la natura­
leza de los receptores, países de renta media más próximos a las metas del 
milenio que los países africanos y, especialmente, subsaharianos. A la vez, 
la evolución de los acontecimientos de la costa mediterránea de África 
determina el aparecimiento de nuevas prioridades. Pero, simultáneamen­
te, por el lado no previsto de la evolución de la crisis españoia, las empre­
sas privadas -transnacionales de origen español- ahora requieren más del 
mercado latinoamericano para respaldar la realización de sus activos, lo 
que complejiza el escenario, por la combinación de intereses de solidari-
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dad y de rentabilidad. Este tema ha contextualizado, decisivamente, la 
política exterior española, no sin críticas internas y externas, pues no cabe 
incentivar una independencia absoluta de economía y política en ningu­
na de las partes. Finalmente, una última tensión está relacionada al carác­
ter de creciente 'pragmatismo' que pueda adquirir la política de coopera­
ción, en la que, junto con el mantenimiento de los instrumentos, se 
pueda desvanecer el fundamento valórico de la cooperación. 

Pero volvamos sobre un planteamiento ordenado, que permita pro­
puestas positivas. 

Primera parte: 
· Las relaciones políticas entre la Unión 
Europea y America Latina 

Acerca de la naturaleza de las relaciones entre la Unión Europea y Amé­
rica Latina, la pregunta básica consiste en plantearse si actualmente exis­
te una sociedad estratégica. Juan Pablo de Laiglesia3 dice que: 

La Unión Europea y América Latina somos aliados naturales que compar­
timos valores y agenda, en materia de consolidación de la democracia y el 
respeto a los derechos humanos, en una apuesta clara por el multilatera­
lismo y la multipolaridad, y en la provisión de bienes públicos globales. 
[ . . . ] dentro del G-20 hay tres países de América Latina. Europa necesita 
socios para redefinir su papel en la política global y en este sentido Amé­
rica Latina es un aliado natural que puede ayudar a la Unión Europea a 
consolidar su papel en la globalidad y sobre todo en lo referente a su papel 
exterior (De Laiglesia, 20 10: 2 1 ) .  

Este autor profundiza su reflexión extendiendo la naturaleza del vínculo 
a uno triangular -que incluye a Estados Unidos-, en que la conveniencia 
principal se desplaza hacia América Latina ("le permite reforzar la relación 
estratégica con sus dos principales socios, cercanos políticamente, interre­
lacionados económica y comercialmente, de donde proviene el esfuerzo 

3 Secretario de Estado para Iberoamérica de España. 
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inversor y la cooperación al desarrollo"), seguida por Estados Unidos ("le 
resulta imprescindible reorientar sus relaciones tanto con la Unión 
Europea como con América Latina en la implementación de su nueva po­
lítica de diplomacia blanda/soft power y multilateralismo"), y finaliza con 
la Unión Europea ("desea confirmarse como el socio confiable para am­
bos, como instancia facilitadora de iniciativas para el desarrollo, la estabi­
lidad y la prosperidad") (De Laiglesia, 20 1 0: 2 1 -22). 

La tan explícita estrategia europea de intervención en un orden mun­
dial multipolar en que se negocian nuevas correlaciones y formas institu­
cionales asume el supuesto de que es preciso constituir, con algún grado 
de urgencia, a América Latina como un interlocutor. Europa requiere, por 
un lado, de la comparecencia política de América Latina dentro de la 
nueva arquitectura política internacional; y, por otro lado, también preci­
sa de una recomposición de sus relaciones con Estados Unidos, que se 
facilitan desde las complej idades que implica la comparecencia de un ter­
cero (Alonso, 20 1 0) .  

Esta identificación de problemas comunes que devengan en  propues­
tas compartidas se ha detenido en las circunstancias económicas de las dos 
partes. Sanahuja sintetiza la literatura sobre el tema. 

En lo que a veces ha sido interpretado como una clara contradicción con 
los objetivos de la UE de apoyo a la integración regional, solo se habían 
firmado acuerdos de asociación con México (2000) y Chile (2002). Ello 
no se interpreta, a su vez, como resultado de una estrategia proactiva de 
la UE, sino como una actuación meramente defensiva. Esta se explicaría, 
sobre todo, por los posibles efectos de desviación de comercio y de un 
peor trato a la inversión europea que supondrían los respectivos acuerdos 
de libre comercio que tanto Chile como México han firmado con los Es­
tados Unidos. A ello se le sumaría el fracaso de la negociación "grupo a 
grupo" con la Comunidad Andina de Naciones (CAN) entre 2008 y 
2009, que condujo a una negociación bilateral con Colombia y Perú, lo 
que, en conjunto, revelaría el abandono de la estrategia "interregional" de 
la UE y la afirmación, por la vía de los hechos, de una estrategia bilateral 
que también expresaría el fracaso de la tradicional política de apoyo a la 
integración regional de la UE (Sanahuja, 2010 :  8) .  
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El interregionalismo se estrelló en el umbral de la falta de iniciativas de 
América Latina, síntoma de su débil constitución como interlocutor regio­
nal. Por una parte, los procesos de integración experimentados en la región 
se han detenido en la identificación de intereses y estrategias compartidas 
que no han podido caminar hacia una forma común, por falta de bases 
objetivas y de expresiones políticas orgánicas con sus sociedades. Y por otra 
parte, la complejidad de la globalización profundiza las perspectivas y pisos 
desde los cuales acceden cada uno de los países de América Latina, ritmos 
y desarrollos desiguales que impiden una gestión supranacional. 

Ciertamente, con las cumbres entre jefes de Estado de la Unión Euro­
pea y América Latina se dieron pasos iniciales importantes, al desplazar 
una agenda constituida de modo vertical, que trataba solamente los pro­
blemas de América Latina -especialmente sobre la democratización y la 
paz-, hacia las problemáticas de la gobernanza global -que incluyen las 
propuestas europeas-, buscando posiciones comunes (Sanahuja, 20 1 1 ) .  
Se  dieron progresos importantes desde la  Cumbre de  Río, ya que, poste­
riormente, se estrecharon las posibilidades. Respecto de la Cumbre de 
Madrid, aún conviene guardar prudencia interpretativa. 

Sanahuja sistematiza los factores que afectaron a la relación birregional: 

En primer lugar, hay que mencionar la marcada "securitización" de las rela­
ciones internacionales tras los atentados del 1 1  de septiembre, que alejaron 
a América Latina y sus prioridades de la agenda internacional, en particu­
lar para Estados Unidos, desde entonces centrado en la "guerra global con­
tra el terror". Solo Colombia escapó a esta tendencia, en la medida que el 
gobierno de Uribe logró resituar el conflicto colombiano en el marco de esa 
"guerra'' global. En segundo lugar, la nueva agenda de desarrollo y los 
Objetivos del Milenio han desplazado la ayuda y la atención de los donan­
tes hacia países más pobres de África subsahariana y Asia meridional, habi­
da cuenta de que América Latina, una región de renta media en la que el 
verdadero problema es la desigualdad y no la pobreza, tiene recursos para 
resolver sus problemas sociales por sí sola, si es que adopta las políticas ade­
cuadas, y en especial las siempre pendientes reformas tributarias. En tercer 
lugar, en contraste con lo ocurrido en Asia, y con la excepción, quizás, de 
Brasil, la región no ha logrado convertirse en el polo de crecimiento econó­
mico que se esperaba, más allá del retorno a un modelo primario exporta-
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dor intensivo en recursos naturales y mano de obra barata, en el que las 
materias primas -y en algunos casos las manufacturas de las 'maquila'- vuel­
ven a ser un vector de crecimiento tan importante como frágil. El ascenso 
económico de Asia, en particular, ha situado a América Latina y la UE ante 
mayores opciones para diversificar las relaciones exteriores, y el interés 
mutuo parece disminuir (Sanahuja, 20 1 1 :  1 0).  

Desde esta perspectiva, las relaciones entre la Unión Europea y América 
Latina parecen configurarse en una doble vía4• Por un lado, la oscilación 
entre formas de relaci6n comercial y cooperación tendiente a la cohesión; 
negociación interregional y acuerdos bilaterales; libre comercio y derechos 
humanos; unilateralidad de la "directiva de retorno" y negociación colectiva 
sobre migración que, finalmente, acentúan la diversidad de América Latina 
por la variedad de circunstancias de su relación con Europa y España. 

Por otro lado, la invocación a una regionalidad mayor de lo que dan las 
capacidades -especialmente políticas-, presionando sobre el carácter de 
países de renta media, y soslayando las diferencias de proyectos políticos en 
curso, en que se forma, por ejemplo en el área andina, una radical distin­
ción económica (aperturas exitosas de Colombia y Perú, que configuran 
una relación privilegiada en el Pacífico y con Estados Unidos) y política 
(democracias liberales versus experiencias neopopulistas que pretenden 
adquirir una forma multilateral en la Alianza Bolivariana para los Pueblos 
de Nuestra América-ALBA). 

En la dimensión regional, el horizonte estratégico de la Unión de 
Naciones Sudamericanas (UNASUR) no es claro, por la tensión existen­
te entre la ALBA, que presiona por una agenda compleja y múltiple, y 
Brasil, que asume un liderazgo limitado a una agenda de infraestructura, 
seguridad y ambiental. Pero, fundamentalmente, América Latina no exis­
te como una expresión multilateral, pese a los intentos 'voluntaristas' de 
conformar instancias y organismos regionales, que reflejen la composi­
ción y acuerdos del continente sin Estados Unidos5• Los países con estra-

4 Dejamos por fuera del análisis el telón de fondo que constituye la necesidad de América Latina 
para la empresa privada de algunos países como España (Ospina-Valencia, 20 10) .  

5 Cabe señalar que la ausencia de Estados Unidos en el escenario regional alienta estas posiciones, 
más allá de la decisión política uniforme de los países que conforman el corazón de la ALBA de 
bajar el nivel de relaciones diplomáticas con este país. 
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regias -más aperturistas concurren al escenario regional desde una perspec­
tiva de individualidad que busca concertación con sus pares antes que una 
posición regional6• De este modo, la falta de posiciones y acuerdos regio­
nales dificulta la co11formación del interlocutor aspirado por Europa. 
Mientras que la Unión Europea pone una agenda para la relación con 
América Latina/Andina, la región no puede poner una agenda de contra­
parte y se limita a reaccionar y poner en evidencia las asimetrías entre los 
países y las distancias en estrategias para abordar la concurrencia al esce­
nario internacional. 

Sin embargo, cabe interrogarse sobre si estamos frente a un nuevo 
ciclo de la integración latinoamericana (Del Arenal, 20 1 0) .  Existen indi­
cios de cambio en los procesos de integración vigentes en la región, sea 
por el agotamiento de algunos o por la reacción ante nuevas circunstan­
cias. Las estrategias para abordar la coexistencia de una multiplicidad de 
un procesos -generalmente ineficientes- van desde la deglución hasta la 
coordinación. El elemento más característico parece ser la ausencia de un 
amplio liderazgo o la decisión de Brasil de no asumirlo sino en los térmi­
nos planteados por sí mismo, siendo evidente que Venezuela no puede 
asumir los vacíos creados por esa postura. 

¿Hacia dónde conduce la crisis del 'regionalismo abierto', que pudo 
haber puesto en cuestión la relación interregional? La dinámica de las dos 
partes parece haber complejizado las interdependencias, en materia 
migratoria, ambiental o de seguridad, que requieren de nuevas formas de 
tratamiento supranacional, que no se restrinjan a las conocidas. 

En términos programáticos, ningún país de América Latip.a parece ha­
berse estacionado en un aperturismo elemental dentro del amplio cauce 
del 'regionalismo abierto' . Esa visión no estuvo ni está vigente, especial­
mente, en América del Sur. No se puede evaluar los procesos latinoame� 
ricanos desde una perspectiva caricaturesca o falsa que, lamentablemente, 
se origina en la misma región. La falta de una aproximación sensata a la 
situación regional presiona por propuestas regionales en casi todas las 
materias de la política pública, que estarán destinadas a ejercicios buro-

6 Por ejemplo, México, Brasil, Perú, Colombia o Chile, que cuentan con alternativas comerciales 
más allá de Europa y Estados Unidos. 
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cráticos sin concreción política, y peor aun institucional. Lo más real es 
que el futuro de los procesos de integración no es claro y que no ha sur­
gido, todavía, una alternativa al regionalismo que estuvo asociado a la 
apertura de las décadas pasadas. 

El tratamiento mediante cuerdas separadas, sea interregional, bilateral 
o regional/bilateral, debe ser reconocido como una consecuencia de las 
propias dinámicas de América Latina, aunque, ciertamente, esto no le 
robustece como interlocutor. Se abre la pregunta de si el diálogo político 
interregional se mantiene sobre las bases de una relación económica diver­
sa; ¿cuál es el destino previsible de velocidades diferentes? ¿La prevalencia 
de relaciones sectoriales? ¿La inorganicidad? 

La cooperación española. Revisión de pocos temas 

En el contexto de la recomendación formulada en el estudio introducto­
rio de este libro, cabe asumir la interrogante central acerca del contenido 
y la forma en que la Unión Europea puede proseguir su conformación 
como 'potencia civil' o 'actor normativo' en sus relaciones con América 
Latina. Esto es, "las capacidades y la influencia real de una política exte­
rior basada en valores pero también en intereses, y sobre el papel de una 
'asociación birregional' que ha afirmado estar sustentada en un compro­
miso común con los valores democráticos" (Sanahuja, 20 1 0: 1 29) . 

El Plan Director de la Cooperación 2005-2008 recoge entre sus estra­
tegias y prioridades horizontales el "aumento de las capacidades sociales e 
institucionales", que incluyen la gobernanza democrática, participación 
ciudadana y desarrollo institucional, lo que se constituyó en una muy sig­
nificativa asunción de una perspectiva y compromiso político y estatal de 
la cooperación española, una condición necesaria para el desarrollo de sus 
destinatarios7• En la declaración más sólida sobre el tema que nos ocupa, 
el plan sostiene que: 

7 Los Objetivos de Desarrollo del Milenio ya aparecen como el articulador central de la coopera­
ción, no obstante, al estar precedidos por una invocación a la democracia, se reinscriben en la 
necesidad de una asociación y correlación necesarias entre lucha contra la pobreza y desarrollo 
institucional. 
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Los Estados son los principales responsables de la defensa de los derechos 
humanos, las libertades fundamentales y la democracia [ . . . ] El medio más 
eficaz para promover el respeto de esos valores es el fortalecimiento de las 
instituciones democráticas y su buen funcionamiento bajo los principios 
de libertad, igualdad, justicia y pluralismo político. Consecuentemente, las 
instituciones se erigen en factor primordial para garantizar el ejercicio de 
los derechos y las libertades, así como el acceso y la igualdad de oportuni­
dades (Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación, 2009a: 36). 

Los temas principales que aborda son: 

• Promoción de la democracia representativa y participativa, y del plu­
ralismo político. 

• Apoyo y fortalecimiento de los procesos y los mecanismos institucio­
nales del diálogo social. 

• Fortalecimiento del Estado de Derecho. 
• Desarrollo de la administración al servicio del ciudadano y buena ges­

tión de los asuntos públicos. 

Esto implica el fortalecimiento de los partidos políticos, organizaciones 
empresariales y sindicatos; a la sociedad civil; a los parlamentos y legisla­
tivos; a los órganos electorales democráticos; los mecanismos institucio­
nales del diálogo social; la garantía del acceso a la justicia y la tutela judi­
cial efectiva; la profesionalización de la carrera judicial y servicio público 
adscrito a las funciones jurisdiccionales; el mejoramiento de las garantías 
y derechos fundamentales en políticas de interior; la seguridad pública y 
ciudadana; el refuerzo de las instituciones públicas que velen por la segu­
ridad jurídica y económica; el fomento de las capacidades de acceso de la 
ciudadanía a la actividad de las administraciones públicas; y la descentra­
lización y robustecimiento de las administraciones locales. 

Efectivamente, ese Plán Director asumió el compromiso sólido de 
apoyar el desarrollo institucional de los receptores de la cooperación. El 
Plan Director de la Cooperación Española 2009-20 1 2  reordena los ele­
mentos citados del siguiente modo: 
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La gobernabilidad democrática reconoce el derecho de las personas a 
tener un desarrollo sostenible; para ello las instituciones deben garantizar 
el acceso a determinados servicios básicos, los derechos políticos y la 
igualdad de género como un elemento troncal de la gobernabilidad de­
mocrática. La gobernabilidad tiene diversas dimensiones, tales como: de­
sarrollo institucional, participación ciudadana, promoción de la igualdad, 
promoción de la cohesión social, rendición de cuentas, etc. Estos aspec­
tos se engloban en una doble dirección: a) mejora y reforma de la institu­
cionalidad democrática, y b) apoyo a la organización de la sociedad civil 
(Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación, 2009b: 99). 

Así, el Plan de Cooperación Española 2009-20 1 2  anuncia un nuevo ciclo, 
marcado por una política de Estado en esa materia que eleva la eficacia de 
la lucha contra la pobreza ("Pacto de Estado contra la Pobreza'') ,  y del 
compromiso para perseguir una "globalización más inclusiva y equitativa'' 
y afrontar el deterioro ambiental. Se trataría de trascendef la política de 
mera cooperación y convertirla en una política integral, de desarrollo co-
mún y compartida. 

. 

El signo de la pretensión, no obstante, es más bien metodológico. Esto 
es, se afirman con mayor convicción elementos metodológicos, antes que 
programáticos. La búsqueda de la efectividad parece orientar el plan en 
actual desarrollo que, además, coincide con un período de restricciones en 
la disponibilidad de excedente público español con dedicación a la coo­
peración, junto con la necesidad de conciliar nuevas expectativas interna­
cionales, fundamentalmente la apertura de cooperación basada en los 
ODM -orientados lógicamente hacia África subsahariana- y la emergen­
cia de nuevas demandas en África mediterránea -vecindad e interlocución 
de tratamiento necesario. 

El plan en curso se compromete con la continuidad de los elementos 
básicos del anterior, entre los que se encuentra nuestra línea de preocu­
pación básica: la gobernabilidad democrática. Pero anuncia, a su vez, las 
temáticas emergentes: desarrolfo rural, medio ambiente, sector privado y 
migración. Conceptualmente, nos interesa resaltar el concepto de "glo­
balización imperfecta'', asociada a la multipolaridad y la necesidad de 
contar con nuevas vías de diálogo y canales de expresión de los países 
emergentes. 
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España se compromete a desempeñar un papel contra-cíclico frente a la 
crisis con el que se trata de expandir la ayuda, defender criterios de apertu­
ra e integración del sistema internacional y alentar la cooperación a otros 
donantes. Asume un enfoque basado en derechos consistente, básicamen­
te, en definir la ayuda en términos de derechos individuales y colectivos, 
evitar la discriminación a grupos vulnerables, ampliar las responsabilidades 
estatales de garantizar derechos hacia los agentes no estatales e internacio­
nales, y la consiguiente rendición de cuentas, así como incentivar la cons­
trucción de ciudadanía, el empoderamiento y la participación. 

De este modo, como parte del objetivo general de promoción de la 
democracia y respeto de los derechos fundamentales, se plantea como 
objetivo especifico: "Fortalecer las administraciones públicas que mejoren 
la cohesión social, contribuyendo a la creación de instituciones públicas y 
estructuras estatales sostenibles que garanticen la gobernabilidad demo­
crática y que lleven a la construcción del Estado y a una situación de paz" 
(Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación, 2009b: 99). 

El plan en vigencia, además, reconoce que existen "situaciones de cri­
sis y fragilidad" en la promoción de la gobernabilidad democrática, de­
biendo orientarse el fortalecimiento de las administraciones públicas 
hacia la prevención de crisis. 

Lo que más llama la atención de la 'nueva' política de cooperación es 
que la lucha contra la pobreza deja de tener como condición necesaria a 
la democracia y, más específicamente, al 'Estado democrático', asumien­
do al Estado de los receptores como uno ya democráticamente construi­
do, buscando un desplazamiento de roles y responsabilidades hacia la 
sociedad y el mercado, además de multiplicar la eficacia de la cooperación 
existente. Esta podría ser una cautela acertada -fijarse en la calidad del 
gasto- y un desplazamiento apresurado -suponer el Estado democrático 
y las tareas que se fijó la cooperación inmediatamente anterior como ya 
dados-. América Latina ha vuelto a un período de nuevas y altas 'volati­
lidades' (no necesariamente inestabilidades democráticas) , que requieren 
de ajustes democráticos y de calidad democrática urgentes. Más aun en el 
caso de América Andina. 

En estricta sistematización de los documentos, cabe recuperar una 
mención a la calidad democrática (Estado de Derecho, división de pode-
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res y demandas ciudadanas) , y a estrategias de gobernabilidad basadas en 
tecnologías de información y comunicación. Las prioridades invocadas son 
políticas públicas de cohesión social (sanidad, educación, pensiones y pro­
tección social), género (participación de las mujeres y liderazgo político) , 
diálogo social y civil (promoción de la legitimidad) , fortalecimiento del 
poder local y de la descentralización (inmigración, urbanización y violen­
cia) , y fortalecimiento de la sociedad civil (interlocutores de los gobiernos) . 

Continuamente, debemos repreguntamos: ¿qué es lo que hemos avan­
zado en el reconocimiento de los elementos que conforman una comuni­
dad iberoamericana? y ¿qué es lo que se comparte más activamernte en 
cada ciclo político de sus integrantes? 

Efectivamente, puede plantearse que son valores de la modernidad que 
pueden sintetizarse en los recogidos por el plan en análisis, tales como liber­
tad (participación en asuntos públicos), responsabilidad (ejercicio de auto­
nomía y deliberación), igualdad (no discriminación) , justicia (homogenei­
dad de oportunidades), no discriminación (no preferencia indebida), soli­
daridad (fraternidad) , respeto activo (tolerancia), diálogo (resolución pací­
fica de diferencias), coherencia (principios) y transparencia (información). 

La evolución de la coyuntura política española obliga a preguntarse, 
desde diferentes ámbitos, ¿hasta dónde han cristalizado políticas de Esta­
do para el relacionamiento internacional, especialmente sobre la coopera­
ción -política, económica y de desarrollo- del Estado español para con 
América Latina, que mantengan un sustrato básico, además de que sos­
tengan la orientación general de la Unión Europea en el tema? Evidente­
mente, España se asume sólida y orgánicamente parte de la Unión, sien­
do que este es un marco límite y estímulo específico para la cooperación. 
Y, a su vez, las variaciones de la coyuntura política española -oscilaciones 
que no se presentan por primera vez- deberían anunciar una decantación 
de las estructuras estatales -y se espera también que de las políticas públi­
cas- para con los roles que España cumple en el liderazgo de los vínculos 
de Europa con América Latina. De algún modo, el período que pueda 
abrirse en el futuro inmediato se constituye en una prueba especial del 
grado de modernización y solidez del Estado español; mirada que no solo 
sostendrán los Estados europeos sino también el público latinoamericano. 
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Una recomt;ndación complementaria 

Existen múltiples síntomas que permiten afirmar que la tarea de asenta­
miento y perfeccionamiento democrático en América Latina es un proce­
so 'inacabado' y 'permanente'. Las intervenciones institucionales y los 
apoyos que se puedan recibir incentivan el desarrollo democrático, estatal 
y social, pero, finalmente, se remiten a problemas estructurales y multidi­
mensionales. El más importante es el cambio en la cultura cívica y políti­
ca que permita la instalación de una 'buena' política. En esta tarea existen 
tipos de influencia internacional que no afectan a la soberanía y todas sus 
formas de autodeterminación que, además, se conectan con la esencia de 
la conformación ciudadana. La comunicación es una parte intrínseca de 
la política moderna y es el instrumento irrecusable de constitución de los 
sujetos políticos, en la que, a despecho de la organización, se acude a valo­
res que se interiorizan en los sujetos como su forma orgánica y más per­
tinente de la política. La conformación de los sujetos políticos se dificul­
ta cuando se realiza a través de redes (incipientes como en América 
Andina) , pues, trasciende los procesos constitutivos básicos y clásicos de 
la producción y del territorio, y constituye a los sujetos a través de meca­
nismos 'difusos', como es, en esencia, la comunicación. 

Las redes son sujetos políticos indefinidos, cada vez más inaprensibles 
por las formas institucionales convencionales, al mismo tiempo que la 
socialización política se ha transnacionalizado, aunque sé mantengan los 
límites estatales como referencia del ejercicio del poder. Pese a las tenden­
cias 'endogenistas' de variado cuño, los valores democráticos se reconocen 
como una acumulación histórica y universal. De este modo, también su 
emisión puede ser general, y una corresponsabilidad internacional, mate­
ria de cooperación. 

En la conformación de la cultura cívica y política de los latinoamerica­
nos confluyen vertientes que, invariablemente, se relacionan con las nuevas 
tecnologías de información y comunicación, y, especialmente, con la tele­
visión. La emisión de mensajes de la televisión -entretenimiento, propa­
ganda e información-, además de sus formas nacionales, está relacionada 
con la ocupación que puedan hacer emisores con cobertura general en la 
región. Los mensajes están asociados con una lengua y públicos específicos. 

1 63 



Luis Verdesoto Custode 

Así, por un lado, el público latinoamericano puede ser complementa­
rio y marginal cuando los emisores persiguen al público de habla hispana 
residente en América Latina8, y, por otro lado, puede ser marginal cuan­
do se persigue a la población de habla hispana originada en la histórica 
migración española (que no solo migró a América Latina)9• En el primer 
caso, se ubica la programación de las redes norteamericanas, mientras que 
en el segundo, las redes españolas. En los dos casos, la masa poblacional 
más importante no es un objetivo de esas emisiones, a pesar de que en ella 
reside, al menos cuantitativamente, la reproducción lingüística y cultural. 

Bajo ningún concepto se puede intentar que las redes de emisión nor­
teamericana reorienten la vocación asignada al segmento poblacional al 
que se dirigen, y que consiste en su ' integración' -bajo formas particula­
res- en la sociedad y las economías norteamericanas, dentro de nichos 
específicos; y peor aun se puede pretender que diferencien su mensaje 
hacia América Latina, que no pierde el carácter asignado en la especiali­
zación internacional. 

Pero, en sentido contrario, es completamente posible demandar que la 

emisión originada en España, por un lado, amplíe sus destinatarios y se 
dirija, como un componente importante, hacia el público de habla hispa­
na residente en América Latina, pero cuyo nexo con la migración españo­
la pueda haberse disuelto o solo reconocerse en la lengua. Por otro lado, 
que el contenido de la programación consista, en partes sustantivas, en el 
desarrollo de valores democráticos, históricos y universales. 

La cooperación internacional ha roto los prejuicios de que la coopera­
ción en materia institucional le era ajena, pues invadía los campos de la 
política y, consiguientemente, de la no intervención en los asuntos de 
otros Estados. Las formas elementales de comprensión de la soberanía 
nacional se modifican constantemente en la modernidad. Y, por conse­
cuencia, también las modalidades de la cooperación internacional, que en 
materia institucional corresponde a una forma política en · su acepción 
exacta y amplia. 

8 Por ejemplo, para la cadena CNN. 
9 Por ejemplo, para la TVE. 
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La televisión española puede asumir como su responsabilidad interve­
nir en el desarrollo de valores democráticos inherentes al progreso de los 
Estados modernos (y que con ello no dejan de ser nacionales pero avan­
zan hacia Estados democráticos) , tanto como de los sentidos que asuma 
la democratización de las relaciones internacionales, incluyendo las for­
mas bi y multilaterales. 

La capacidad de conformarse como actor internacional del Estado es­
pañol es, y debe ser, correlativa a su compromiso con políticas de Estado 
de la modernización, entre ellas, la cooperación en los términos ya defi­
nidos por su planificación. Asumimos que sus propuestas de cooperación 
están inspiradas y sustentadas en valores y aspiraciones del pueblo espa­
ñol, y cristalizadas en una forma estatal, al margen de sus modos guber­
namentales. Igualmente, que las políticas estatales de cooperación son 
posibles de ejecutar, al margen de los cambios en el gobierno español y en 
los gobiernos latinoamericanos. 

La cooperación en materia de comunicación genera mecanismos de 
producción de legitimidad en la política latinoamericana, condición nece­
saria en un contexto de cooperación estable, y a la vez incrementa la legi­
timidad del cooperante, también necesaria en un contexto de cambios de 
escenario. Por consiguiente, esto aumenta la legitimidad surgida no sólo 
de la materia de la cooperación -comunicación en valores democráticos-, 
sino en la eficacia y coherencia de las políticas, pues alcanza con mayor 
cobertura a muchos segmentos distintos, sin involucrarse necesaria y for­
zosamente en las contingencias nacionales, que disminuyen la efectividad 
de la cooperación. 

Esto no excluye, ni encubre, que rubros duros y espinosos de la coo­
peración, como el comercio, la inversión, los derechos humanos, la mi­
gración, entre otros, sean tratados. Al contrario, refuerza una intervención 
más cautelosa, pero cuya invocación a principios determine una coheren­
cia necesaria. Esto, del lado español. Del lado latinoamericano, también 
es necesario ajustar instrumentos de coherencia en la demanda de coope­
ración, para que se abandone una forma de 'oportunismo' entre intereses 
empresariales, incongruencia en la aplicación de principios liberales ele­
mentales y 'ayuda' clientelar a los gobiernos de turno. 
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La forma dé la globalización en el plano de la gobernanza no sólo debe 
relacionarse con la multilateralidad institucional, sino con acciones de 
cobertura regional como la propuesta, que no excluyen una relación inte­
rregional. La relación interregional no puede ser equitativa, por los desa­
rrollos desiguales de los procesos. Sin embargo, las acciones regionales 
'aceptadas' e 'interiorizadas', en este caso, por oferentes y receptores pue­
den contribuir -como piso necesario- a formas regionales sólidas y rela­
ciones interregionales fuertes. La comunicación en valores democráticos 
contribuye a los procesos de integración por las bases comunes de los 
valores universales -e históricos- comunicados, pero también, a la solidez 
de una relación bilateral! regional, pues modifica las bases desde las cuales 
se produce. Esto es, democracias más sólidas y políticas externas asenta­
das en compromisos más claros de las comunidades nacionales. 

Segunda parte: 
Las percepciones internacionales de los ecuatorianos 

Es conocido que la construcción actual de identidades sociales tiene refe­
rencias locales y globales. Las identidades con referencia internacional 
también se construyen a horcajadas entre lo global y lo local, y buscan una 
conciliación no exenta de contradicciones e incoherencias. La conforma­
ción de Estados andinos -de su forma soberana y presencia exterior- no 
ha logrado resolver la cuestión de los términos profundos y cambiantes de 
la pertenencia de los ciudadanos a la respectiva comunidad nacional. En 
todo caso, en el mediano plazo, el proceso varía y también el 'piso social 
nacional' desde el cual los Estados producen sus vinculaciones externas y 
sus políticas exteriores, materia que nos interesa en esta parte del epílogo. 

Dicho de otro modo, es conveniente buscar la conformación de los 
escenarios nacionales de opinión acerca de temas internacionales en los 
países andinos. Así se ubicará con mayor precisión el rumbo que adoptan 
los vínculos externos demandados por la población y, también, el grado 
de concordancia que guarda esa opinión con el discurso externo de las eli­
tes y con las políticas internacionales de los Estados10• Desde el análisis del 
caso ecuatoriano, pretendemos extraer conclusiones que colaboren ulte-
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riormente con la definición de los vínculos entre América Andina y 
España, así como de la relación interregional con Europa. 

El análisis realizado en este acápite del epílogo se basa en el resumen 
de una investigación sobre percepciones de las relaciones internacionales 
en Ecuador (Zepeda y Verdesoto, 20 1 1 ) ,  y parte de un análisis más am­
plio de América Latina -finalizado paralelamente a la redacción de estos 
párrafos-, que resulta enteramente pertinente para los propósitos del 
libro, particularmente para señalar cauces de agenda de las relaciones con 
España, del tipo de multilateralismo que se perfila desde la región y, pun­
tualmente, de los temas de migración, aspecto duro de las relaciones. 

La construcción de la identidad de los ecuatorianos se basa en una fuerte 
presencia de los referentes nacionales (82,1 %), siendo que el componente de 
identidad local no necesariamente puede ser asumido como 'defecto' de cons­
trucción de la identidad nacional. Esta referencia nos anuncia una reconfigu­
ración moderna de los territorios al tiempo del peso importante del Estado -y 
las políticas públicas- en la constitución de las formas regionales y nacionales. 
Las ciudades primadas de Ecuador, Quito y Guayaquil, asientos de las 'élites' 
de más fuerte penetración actual en todo el territorio y más expuestas a la 
influencia internacional1 1 ,  muestran un mayor peso de construcción de la iden­
tidad con referentes nacionales, modificando ahora antiguos juicios de perti­
nencia histórica acerca de Guayaquil con regionalismo anti-nacional, y de 
Quito alejada del mercado mundial. Las percepciones internacionales de los 
encuestados en las dos ciudades concurren, generalmente, en proporciones 
parecidas en la conformación de las opiniones. 

El 'orgullo' acompaña a la referencia a la nación, siendo que las moti­
vaciones se amplían y se refieren básicamente a la pertenencia territorial 
'necesaria' y a otras formas de 'estética nacional'; y 'relegan' una lectura 
más racional de la nación referida, por ejemplo, a los logros estatales y 

comunitarios, u otras formas de satisfacción. 

1 O Obviamente, no suponemos que las políticas externas deban ser exactamente el reflejo de las 
percepciones de la población, pero sí que deben producirse formas de congruencia entre las opi­
niones nacionales, el discurso de referencia internacional del Estado y la política exterior. 

1 1  Toda formación social presenta diferencias sustantivas y desigualdades territoriales con contri­
buciones distintas a la conformación nacional, lo que no autoriza que el carácter de sede de 
gobierno convierta ese asentamiento humano en sede actual de la 'burguesía nacional'. 
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Sentirse latinoamericano (40,9%) y sudamericano (28,2%) también 
acompaña a esta conformación de la identidad nacional, respuestas que se 
formularon independientemente de la referencia a la pertenencia nacional. 

La identidad nacional no debe confundirse con nacionalismo, noción 
que inspira varias propuestas internacionales y que aspira a constituirse en 
sustento de nuevas formas de multilateralismo. Las dimensiones del nacio­
nalismo político actual en Ecuador hacen referencia a una exacerbación polí­
tico-discursiva de varias percepciones de los ciudadanos, que se recodifican 
como políticas públicas y 'soberanías' . Sin embargo, los referentes empíricos 
que trabajamos de nacionalismo existente en la sociedad muestran que 
42,5% de los ecuatorianos opina que es "bueno" que las ideas y costumbres 
de otros países se difundan en Ecuador; 34,2% señala que es "malo"; y el 
1 8,6% piensa que "depende". Las cifras revelan una 'cautelosa apertura' antes 
que un nacionalismo elemental como el que se ha querido esgrimir. 

Los datos sobre temas económicos muestran una amplia disposición a 
la apertura económica12• El 45,3% de la muestra expresó que la globaliza­
ci6n -definida corno "el mayor contacto de nuestra economía con otras 
economías en el mundo"- es "generalmente buena''; 22,4% se mostró 
indiferente, y sólo 12,3% de las personas entrevistadas opinó que la glo­
balización es "generalmente mala''. Guayaquil y Quito mostraron mayor 
propensión a las opiniones favorables hacia la globalización. Sin embar­
go, la evaluación sobre la inversión extranjera fue más positiva, ya que el 
75,5% de la población pronunció que beneficia "mucho" (46,5%) o 
"algo" (29,0%) . Respecto del libre comercio, 58,4% lo asumió como 
"bueno" para la economía ecuatoriana, 57,8% para los trabajadores ecua­
torianos, y 57,6% para las empresas ecuatorianas13• 

En la investigación que nos sirve de base para los presentes párrafos 
asociamos las tres variables de apertura: globalización, inversión extranje­
ra y libre comercio, para determinar la consistencia y coherencias de las 
opiniones. El resultado se muestra en el siguiente gráfico. 

12 Obviamente, como en todo trabajo sobre percepciones, aún se debe investigar, mediante gru­
pos focales, las significaciones de la apertura. Consiguientemente, de ello no se pueden colegir 
la consolidación del multilateralismo aperturista, ni un proceso de reversión. 

13 50,3% de los encuestados se mostró a favor de negociar un tratado de libre comercio (TLC) con 
Estados Unidos, y 32,8% consideró que dicho tratado sería igualmente beneficioso para ambos 
países. 
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Gráfico N. 0 1 
Círculos del aperturismo 

1 9,4 o/o Extremadamente aperturistas 

1 9,8 o/o Aperturistas con marices 

5,0 Libre comercio malo e 
inversión extranjera/Globalización 
como "eslabón débil" de la apertura 

1 5,2% Libre Comercio malo e 
Inversión esrranjeralGlobalización 
con matices 

31 ,So/o Asociaciones inclasificables 

8,58o/o Desconocimiento total o 
parcial del significado de libre 
comercio, inversión extranjera o 
globallización 

0,5% Total oposición a la 
apertura 

Fuente: Base de datos: Ecuador, las Américas y el Mundo, 2010. Opinión Pública y Política Exterior. 
Elaboración: Mónica García y Luis Verdesoto 

En contraste con el nacionalismo cultural y el nacionalismo económico, 
el nacionalismo político es fuerte, expresado en el rechazo, común a todos 
los grupos poblacionales (83%), a la posibilidad de que un extranjero 
naturalizado sea elegido asambleísta o, más aun, de que un extranjero 
nacionalizado sea elegido presidente de Ecuador (88,9%) . Sin embargo, 
en otro ámbito, hubo apertura, ya que el 7 1 ,9% de la muestra dijo estar 
a favor de que Ecuador recibiera ayuda financiera de Estados Unidos para 
combatir el narcotráfico y el crimen organizado. 

Los encuestados se mostraron ambivalentes frente a la limitación a la 
soberanía que implica la pertenencia a organismos internacionales, y ante 
la aceptación de la jurisdicción de los tribunales internacionales. Mientras 
77,6% aprueba la extradición de "criminales que se esconden en Ecuador 
u otro país", sólo 38,5% está de acuerdo con que un "ecuatoriano acusa-
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do de un crimen contra la humanidad y que no haya sido juzgado en 
Ecuador" sea juzgado por un tribunal internacional, lo que deja un 
52,9% de personas que rechazan esta posibilidad. 

¿Optimistas o pesimistas? 

El 53,6o/o de los encuestados consideró que el mundo está "peor" que hace 
diez años, en contraste con el 32o/o que estima que el mundo está "mejor" . 
La evaluación negativa tiene más peso en las zonas urbanas (63,2% en 
Guayaquil y 57,8% en Quito) . Mirando hacia el futuro, 26,6% cree que 
el mundo estará mejor dentro de una década, mientras que 44% conside­
ra que estará peor. Sin embargo, 53,4% de los encuestados cree que 
América Latina está mejor en la actualidad y 47, 1 o/o cree que estará mejor 
en los siguientes diez años. 

Se detectaron cuatro tipos de actitudes con respecto a la situación in­
ternacional: a) "optimismo", que agrupa a un tercio de la población, que 
piensa que tanto el mundo cuanto América Latina están mejor que hace 
diez años y estarán mejor en una década; b) "pesimismo", que reúne a algo 
menos de una cuarta parte, que asume que el mundo y América Latina 
están peor que hace diez años y estarán peor en la próxima década; e) 
"idealismo", que congrega a sobre un tercio de la población, que enfatiza 
en América Latina, ya que piensa que estaba mejor hace diez años, mien­
tras el mundo, peor; y d) "realismo", que centra su percepción en que el 
mundo está mejor que hace una década, América Latina ha empeorado, 
y, hacia el futuro, el mundo estará mejor en diez años, mientras que 
América Latina estará peor14• 

En general, se puede afirmar, con cautela, que el público entrevistado 
identifica las amenazas internacionales como amenazas mundiales. La 
mayor parte de las personas encuestadas ve como importante la posición 
de Ecuador en el mundo (56, 1 o/o respondió "mucho", y 23,7% "algo") ,  

14 Son más optimistas los hombres, los jóvenes de  1 8  a 35 años, las personas que tienen empleo 
regular y quienes se consideran de "centro" en sus preferencias políticas. Mientras que son 
más pesimistas las mujeres, las personas mayores, los desempleados y los perceptores de bajos 
ingresos. 
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mientras que 67,7 o/o considera que en los siguientes diez años tendrá "más 
importancia'' . Obviamente, en una perspectiva, en las respuestas se asocia 
la importancia con la inserción internacional. Es muy significativa la visión 
de un futuro de intercambios externos más intensos1\ siendo que 67,3% 
ve la conveniencia de un involucramiento activo del país en los asuntos 
mundiales, aunque no necesariamente busque liderazgo. 

A ello se suma que, en la determinación de prioridades de política 
exterior, destacaron los temas directamente relacionados con el país y el 
bienestar de los ecuatorianos, dejando con ello en segundo plano la pro­
yección regional y global. Sin embargo, se destaca como excepción la 
"protección del medio ambiente" (97,7% la consideró "muy importante" 
o "importante") . El segundo lugar en la lista de prioridades fue ocupado 
por el tema central de la soberanía territorial: "proteger las fronteras" 
(97,5% lo asumió como "muy importante" o "importante"), que refleja 
una preocupación histórica. Las restantes prioridades de política exterior 
fueron"atraer turistas" (95%), "promover la cultura ecuatoriana'' (94,4%) 
y "proteger los intereses de los ecuatorianos en otros países" (93,5%) . Los 
siguientes tres lugares corresponden a objetivos que trascienden el ámbi­
to estrictamente nacional: "protección y promoción de los derechos hu­
manos en otros países" (9 1 ,8%), "combate al narcotráfico y al crimen or­
ganizado"(90,9%) y la promoción de la integración regional (90,7%) . 
Este orden de prioridades también evidencia el posicionamiento de los 
'nuevos temas' de la política exterior, particularmente la seguritización de 
la agenda y la poca penetración de la integración regional. En suma, se 
trata de una política exterior pragmática, dirigida a los intereses más in­
mediatos de los ecuatorianos. 

Aquella tendencia se confirma con un 40% de la población que favo­
rece que Ecuador busque un trato especial por parte de Estados Unidos, 
independientemente de su relación con el resto de los países de la región; 
frente al porcentaje ligeramente menor de la muestra -37,6%- que se 
manifestó a favor de que Ecuador coordine sus posiciones con el resto de 
los países de América Latina para defender sus intereses frente a la gran 

1 5  Aunque, también existen otras lecturas ligadas a la mitificación de país "único" de importancia 
ilimitada. 
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potencia16• Para ello, se manifiesta que deberían utilizar los instrumentos 
del "poder blando", esto es, recursos comerciales y culturales. Los recur­
sos militares figuran en último lugar, tema que reaparece solamente ante 
la defensa de amenazas externas17• 

¿Qué opinión merece a los ecuatorianos la conducción de la política 
exterior en comparación con otras políticas públicas? Esta ocupa el penúl­
timo lugar, con un 70% del público encuestado pronunciándose "muy de 
acuerdo" (25%) o "algo de acuerdo" (45%) con el desempeño del 
Gobierno en esta materia, notablemente por debajo de otras políticas pú­
blicas. El principal agente de influencia en la formulación de la política 
exterior es el presidente de la República (57,5%), seguido del Ministerio 
de Relaciones Exteriores (3 1 ,4%), la Asamblea (27 ,4%) y la opinión de la 
mayoría de los ecuatorianos (26,5%) . Al buscar respuestas desde una 
orientación normativa ("¿Qué tanta influencia debería tener. . .  "), virtual­
mente, se repitió el orden de responsabilidad, con lo que quedó plantea­
do el debate sobre democracia y diplomacia. 

Merece destacar que se sostiene que Estados Unidos (25%), Europa 
(20,8%) y Venezuela (20,5%) tienen mucha influencia en la formulación 
de la política exterior, al tiempo que a los países vecinos, Colombia y 
Perú, no se les reconoce influencia considerable en este campo (9,5% y 
9%, respectivamente) . 

La identidad nacional 

Para el 79,8 o/o de los ecuatorianos su país es "muy importante" o "algo 
importante" a nivel internacional. Y, también, es un buen país, que obtu­
vo un porcentaje de 73/ 1 00, el primer lugar de opinión favorable dentro 
de una lista de 25 naciones, seguido por Estados Unidos (69/ 1 00) y 
España (68/100), países industrializados, geográficamente lejanos y re­
ceptores importantes de migración ecuatoriana. También destaca la fuer­
te presencia de Brasil, pese a la realidad de las relaciones bilaterales, espe-

16 50% de Guayaquil se pronuncia a favor de buscar un trato especial con Estados Unidos. 
17 57,7% consideró que se debería ampliar el tamaño de las Fuerzas Armadas, mientras que 34,2% 

opinó que este se debería mantener. 
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cialmente los bajos niveles de las relaciones comerciales. Además, Brasil 
antecede a Chile, tradicional aliado de la política exterior de Ecuador. Los 
tramos intermedios son ocupados por Venezuela y Cuba. Finalmente, 
llama la atención la poco favorable opinión de la que gozan los países ve­
cinos (Perú y Colombia), cuya explicación podría ubicarse en la gama de 
conflictos que han matizado esas relaciones. 

Respecto de los líderes internacionales, la lista está encabezada por el 
presidente Rafael Correa (70/ 1 00), lo cual es congruente con los altos 
puntajes que Ecuador recibe en todas las escalas; seguido por Barack 
Obama (64/ 1 00), "Lula'' Da Silva (60/100) y José Luis Rodríguez Zapa­
tero (54/ 1 00), ranking que reproduce el de países antes mencionado, sin 
que se pueda discernir cuál factor influye sobre otro: la imagen del líder 
o la imagen del país. 

La indagación se profundizó buscando roles de los países como "ami­
gos", "socios", "rivales" o "amenazas" . Con referencia a 1 1  países, todos 
fueron calificados como "amigos", antes que como "socios" , "rivales" o 
" " amenazas . 

La información permitió examinar la valoración de las relaciones bila­
terales a la luz de dos escalas distintas: una que establece una progresivi� 
dad desde la amistad hacia la amenaza; y otra que permite configurar dos 
grupos (parejas de resultados) a lo largo de líneas conceptuales antagóni­
cas: amistad/amenaza y sociedad/rivalidad. 

Con base en un índice que adjudicó un valor de uno a las categorías 
de amigo, socio, rival y amenaza, se identificó el nivel actual de "intensi­
dad" de las relaciones entre Ecuador y aquellos países: Colombia se en­
cuentra en el primer lugar, seguido de Estados Unidos y Venezuela; 
España, Brasil y Perú siguen de cerca, mientras México y Argentina son 
países con los que la relación se percibe como poco intensa; Cuba, China 
y, con enorme distancia, Irán completan la lista, ocupando los lugares que 
representan menos peso. 
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Tabla N.0 1 
Índice de percepción de intensidad de las relaciones 

entre Ecuador y diversos países (20 10) 

Colombia EEUU Venezuela España Brasil Perú Argentina México 

1 5 , 1 5  1 5,05 14,99 14,87 1 4,75 14,73 14,55 14 , 19  

Cuba 

14, 1 8  

Fuente: Base de datos: Ecuador, las Américas y el Mundo, 201 O. Opinión Pública y Política Exterior. 
Elaboración: Mónica García y Luis Verdesoto 

China Irán 

14,02 1 1 ,85 

Con el fin de obtener una valoración más clara acerca del signo que la 
población encuestada atribuye a cada relación, se adjudicaron valores de 
1 -amenaza, 2-rivalidad, 3-sociedad y 4-amistad, asumiendo una escala 
progresiva, en la que el nivel más alto de una relación bilateral consistiría 
en la "amistad", que descendería hacia un nivel menor de "sociedad", en 
el campo de la cercanía. Al tiempo que, ya en el campo de la lejanía, la 
"rivalidad" constituiría un paso previo a la "amenaza'' .  

Tabla N.o 2 
Ecuador: índice de progresión de cercanía hacia lejanía (2010) 

País , Brasil Argentina España México Venezuela EEUU Cuba Perú China Colombia 

Amistad/ 
54,42 

Amenaza 
55,05 54,36 52, 1 5  52,06 5 1 ,63 49,41 47,65 45,49 

Fuente: Base de datos: Ecuadar, las Américas y el Mundo, 201 O. Opinión Pública y Política Exterior. 
Elaboración: Mónica García y Luis Verdesoto 

4 1 ,09 

Irán 

32,64 

A partir de un corte arbitrario fue posible identificar dos grupos de países. 
En uno se encuentran Brasil, Argentina, España, México, Venezuela y 
Estados Unidos (en ese orden), los que se presentaron como países cuya 
relación con Ecuador se evalúa a la luz de las afinidades y la cercanía. El 
otro grupo está conformado por Cuba, Perú, China, Colombia e Irán (en 
ese orden) , que son países en que prevaleció una lectura sobre la relación 
en que los factores que culminan en amenaza cobran cada vez más peso. 

Luego se realizó el mismo ejercicio, pero esta vez se asignaron valores 
diferentes, para profundizar el valor de la amenaza (-4) respecto de la riva-
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lidad (-3), dentro del campo general del desacuerdo, al tiempo que se 
otorgó similares valores a la amistad ( +4) y ponderamos con menor valor 
a la sociedad (+3). De este modo, se polarizaron los campos, siendo com­
parables las amenazas versus la amistad; y la rivalidad versus la sociedad. El 
resultado que obtuvimos apenas modificó el orden inicial. 

Tabla N.0 3 

Ecuador: amigos y socios versus rivales y amenazas (2010) 

País Amigos y socios Rivales y amenazas Amigos y socios 

menos rivales y 
--:::- - amenazas 

c6 do o, . (I-II=III) 
. 

Brasil 54,57 0,92 53,65 

Argentina 53,77 1 ,6 52, 1 7  

España 53,63 1 ,82 5 1 ,8 1 

México 50,62 3,82 . 46,80 

EEUU 49,84 4,66 45, 18  

Venezuela 49;59 6,45 43, 1 4  

Cuba 46,90 6,24 40,66 

. Perú 42,54 1 1 ,79 0· 33,45 �-�"" �-. 

China' 42,25 7,96 34,29 
1

Colombia 30,56 24, 17 6,39 

Irán 26,92 1 7,23 9,69 

Fuente: Base de datos: Ecuador, las Américas y el Mundo, 2010. Opinión Pública y Política Exterior. 
Elaboración: Mónica García y Luis Verdesoto 

Los encuestados que, en general, atribuyeron valores altos a la amistad y 
la sociedad, dieron valores bajos a la rivalidad y la amenaza. Se detectaron 
patrones que podrían describirse como sigue: 

a) Países dominantemente "amigos" (forma que podría incluir también 
la noción de "sociedad/socios") . Grupo conformado por Brasil, Ar­
gentina y España. 
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b) Países que, mientras se consideran "amigos", se perciben predomi­
nantemente como "socios", lo que pone en relieve que también gene­
ran algún tipo de reserva: México y Estados Unidos. 

e) Países "amigos", pero "rivales", entre los que se cuentan Venezuela, 
Cuba y China. 

d) Países "amigos" , pero también "amenazas". Grupo formado por Perú, 
Colombia e Irán. 

Al conformar un índice único para valorar la relación entre amistad/socie­
dad y rivalidad/amenaza se facilitó una lectura individual, aunque de un 
solo plano, pero que permite indagar en los imaginarios de los ecuatoria­
nos. Así, la relación entre Brasil y Ecuador es 8,4 veces más cercana que 
la relación entre Ecuador y Colombia, distancia que no se relaciona con 
la realidad comercial y de intercambios; la ubicación de Estados Unidos 
en un plano de cercanía a lo largo de las líneas de "sociedad", resultado 
congruente con otras percepciones sobre este país, pese al discurso de 
diversos sectores, pareciera haber dejado en la percepción la noción de la 
rivalidad y la amenaza; la situación de Colombia al pie de la escala, mien­
tras Perú parece transitar hacia el centro de la misma, apunta al nivel de 
afectación de las relaciones bilaterales a raíz de los conflictos armados y las 
soluciones negociadas. 

Resulta por demás pertinente para el análisis de este epílogo evaluar la 
relación actual de Ecuador -ex colonia- con España. Lo primero que se 
destaca es el carácter predominantemente positivo que los ecuatorianos le 
atribuyen. España ocupa el segundo lugar en la opinión favorable: 69,2% 
de los encuestados dijo sentir confianza, frente a 1 6,3% que expresó des­
confianza, y 12, 1  o/o indiferencia. Y, ante una pregunta similar, que exigía 
elegir entre "admiración", "desprecio" e "indiferencia", una mayoría de 
62,8% de la muestra se pronunció por "admiración'', frente al 7,9% que 
dijo sentir "desprecio", y al 26,7o/o que se mostró indiferente. 

El 67% planteó que la relación entre Ecuador y España es de amistad, 
90,3 o/o evaluó que la relación bilateral es predominantemente positiva, 
22,6% calificó la relación de "muy buena'', y 67,7% de "buena''. A su vez, 
mientras 62,3% de las personas encuestadas opinó que las relaciones entre 
Ecuador y España son mejores actualmente que hace diez años, 56% 
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demostró creer que dichas relaciones serán aun mejores dentro de una 
década. La población encuestada resaltó el tema de la migración como 
factor central de la relación bilateral (7 1 ,2 %), mucho más que la inver­
sión española en Ecuador ( 12,3 o/o) ,  y que la afinidad cultural ( 14,4 %) . 

Utilizando una escala de O a 1 00, la Organización de Naciones Unidas 
(ONU) es, con un puntaje de 64/ 1 00, el organismo internacional que 
goza de mayor aceptación entre los ecuatorianos; seguida por la Unión de 
Naciones Suramericanas (UNASUR), que fue calificada con 62/ 1 00 pun­
tos. Por su parte, el Banco Mundial (BM), la Organización de Estados 
Americanos (OEA) y la Organización Mundial de Comercio (OMC) se 
agrupan en el tercer puesto, con un puntaje de 60/ 1 00 .  El segundo tercio 
de la lista está conformado por la Unión Europea (UE), con 59/ 1 00 pun­
tos, y la Comunidad Andina (CAN) y el Fondo Monetario Internacional 
(FMI), ambos con 58/ 1 00 puntos. Finalmente, el último tercio de la lista 
agrupa una serie de entidades que incluye la Comunidad Económica de 
Asia-Pacífico (APEC, por sus siglas en inglés) , las empresas multilaterales, 
la Alianza Bolivariana para los Pueblos de Nuestra América (ALBA), las 
organizaciones no gubernamentales (ONG) y el Grupo de los 20 (G-20) . 
Destaca aquí el bajo puntaje que recibió la ALBA en esta valoración, que 
la ubica por debajo de otros organismos regionales, los organismos finan­
cieros internacionales e, inclusive, las empresas multinacionales. 

Sin embargo, esta confianza multilateral se retrae cuando se evalúa la 
capacidad de los países principales que conforman la ONU en relación al 
tema de mantenimiento de la paz en el mundo. Sólo Estados Unidos, con 
48,7%, goza de confianza relativa, mientras que Francia, China, Gran 
Bretaña y Rusia obtuvieron, en ese orden, niveles de confianza que fluc­
túan entre 1 0,5% y 2,5%. 

Otra manifestación de reserva ante limitan tes de las decisiones y accio­
nes soberanas de Ecuador la constituye la ambigüedad con que se valora 
el multilateralismo. Frente a la consulta sobre la resolución de problemas 
internacionales aceptando decisiones de las Naciones Unidas aunque no 
gusten, 49, 1 %  mostró reticencia a subordinar la acción del país a las reso­
luciones de la comunidad internacional, siendo Quito y Guayaquil los 
asentamientos con un desacuerdo superior a la media. 

177 



Luis Verdesoto Custode 

Influencias en las relaciones internacionales 

¿Qué país de Latinoamérica ha sido el más influyente en la región en los 
últimos diez años para los ecuatorianos? El "desconocimiento" y Vene­
zuela acumulan, cada uno, un tercio de las respuestas, seguidos, a enorme 
distancia, por Estados Unidos (7,9%), Colombia (7,2%), Brasil (5,5%) y 

. Chile (4,5%), entre otros. El desconocimiento prospectivo es mayor, 
cuando 46,9% declaró no saber qué país tendría más influencia en la 
región en los próximos diez años, lo que denota, más bien, un estado de 
ánimo de incertidumbre frente al futuro. 

Sin embargo, se produjo una evaluación positiva de las relaciones con 
y entre los países de la región respecto a las relaciones pacíficas ( 44, 1 o/o 
considera que es "menor" la probabilidad de conflicto en la siguiente dé­
cada) . De presentarse un conflicto, 3 1 , 1  o/o respondió que la ONU, se­
guida por "un grupo de países de la región" (26%), deberían intervenir, 
muy por encima de la OEA ( 16,2%), Estados Unidos (6,6%), "un grupo 
de países fuera de la región" (So/o) y UNASUR (0,3%). Destacan el ago­
tamiento de la OEA y la poca confianza de la que goza UNASUR como 
organismo con capacidad gestora en los conflictos regionales. Además, la 
población mostró poca predisposición a la gradación lógica en el trata­
miento de los conflictos regionales y el rechazo a la intervención de gru­
pos o instancias extrarregionales, tanto como el bajo reconocimiento de la 
figura "patriarcal" de Estados Unidos en el tema. 

Los países señalados por la población como actualmente conflictivos 
son Colombia (48,2%), Venezuela ( 1 1 ,2%) y Perú ( 10,9%), lista que se 
repite en la percepción de generadores potenciales de conflictos futuros en 
América Latina. Se evidencia la capacidad de discernimiento de la pobla­
ción al realizar un seguimiento de la " internacionalización" del conflicto 
colombiano. El público identifica los Andes como la subregión latinoame­
ricana con más posibilidades de desarrollar conflictos. 

Los ecuatorianos atribuyen gran importancia a la promoción de la 
integración regional (90,7%). Esta vocación se refiere a la integración físi­
ca, a través de infraestructura, que facilite el intercambio comercial y la 
libre circulación de inversiones, bienes y servicios, antes que a la integra- · 
ción política. La creación de un parlamento o Congreso latinoamericano 

1 78 



Epílogo 

que proponga leyes comunes, la adopción de una moneda común latino­
americana y la formación de un ejército latinoamericano son acciones 
menos favorecidas. Vale la pena destacar que el último lugar en la lista de 
acciones fue ocupado por "permitir el libre movimiento de personas en la 
región, sin controles fronterizos". Así, la aceptación de las ventajas y los 
costos implicados en los procesos de integración, así como en la pertenen­
cia a instancias supranacionales que representen a América Latina, no se 
ha concretado. Las cifras revelan que la opinión sobre la región no se ha 
trasladado mecánicamente a las instancias regionales, que siguen sin ser 
reconocidas como planos de representación. 

De los esquemas existentes de integración regional, los ecuatorianos 
estiman importante fortalecer, sobre todo, la UNASUR (30,7%: "muy 
importante", y 43, 1%:  "importante"), lo que resulta particularmente lla­
mativo en comparación con la menor importancia que se atribuye al for­
talecimiento de la CAN, que hasta hace pocos años constituía el esquema 
predominante de la acción regional de Ecuador (23,6% lo consideró 
"muy importante" y 36,7%, "importante"), que sólo fue superado por el 
desinterés que genera el fortalecimiento de la ALBA (23%: "muy impor­
tante", y 36%: "importante") .  

Al incluir en la ecuación a Estados Unidos, 23,6% de la  población res­
pondió que una prioridad económica es "integrarse" con este país, mien­
tras 1 3,2% se manifestó a favor de formar parte de la UNASUR, 1 2,6% 
del MERCOSUR, 3,5% de la ALBA, y 2,5% de la CAN. Estas respues­
tas insinúan el cambio en la opinión sobre Estados Unidos como actor de 
baja influencia (negativa) y la actual percepción del país como instancia 
de integración (positiva) , que condiciona las formas de integración y mul­
tilateralismo emergentes en la región y en la demanda del público ecua­
toriano. 

Existe una opinión polarizada respecto de Colombia (50,4% cree que 
la relación entre Ecuador y Colombia es "buena", y 40% opinó que es 
"mala''), siendo que Guayaquil es la ciudad con mayor percepción ne­
gativa. A nivel nacional, el sentimiento hacia Colombia es de desconfian­
za (68,3%), que en general se mostró en la población más joven, así como 
en la población que se autoidentifica políticamente como de derecha. 
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La visión crítica que manifiesta la población de Quito y Guayaquil 
frente a Colombia se hace patente al medir la admiración/desprecio/indi­
ferencia, pues mientras a nivel nacional 1 9,3% declaró sentir "admira­
ción", 25 , 1  o/o se inclinó por "desprecio", y 52,3%, por "indiferencia'', 
habiendo en este rubro una diferencia entre Quito y Guayaquil, por un 
lado, y el resto del país, por otro, de 4,4 puntos porcentuales. 

Respecto del estado de la relación entre Ecuador y Colombia, la pobla­
ción reconoce la importancia de la misma: 24,4%, la considera "muy 
importante", y 36,8%, "algo importante" . El aspecto sobresaliente de la 
población es el comercio, seguido por la cooperación fronteriza, el control 
del tráfico de drogas, la seguridad, la soberanía territorial y la migración. 

La aceptación de la posición oficial de Ecuador de que el conflicto 
colombiano es de naturaleza interna se muestra en que · 6 1  ,So/o de la po­
blación opinó que "el gobierno no debe involucrarse", frente a un 3 1 ,9% 
que se pronunció a favor de que el gobierno ecuatoriano "apoye al gobier­
no colombiano en su lucha contra la guerrilla'' y a un minoritario 2,4% 
que se indinó por que "el gobierno apoye a la guerrilla". 

En relación a Perú, la opinión es, básicamente, positiva. El 70,3% de 
la muestra estimó que la relación es "buena'' y, en otro rubro, 43,2% la 
calificó como "algo importante" . La jerarquía de aspectos importantes de 
la relación con Perú es la misma que con Colombia. Un 30,2% de los 
encuestados declaró sentir confianza hacia Perú, 4 1 ,9% se inclinó por 
"desconfianza'' y 24,8% optó por "indiferen�ia'' 18 • A su vez, 54, 1 o/o califi­
có sus sentimientos hacia Perú como de "indiferencia", mientras 25,9% 
dijo sentir "admiración", y 1 5 ,3%, "desprecio". 

La población encuestada ve el rol regional de Venezuela con ambiva­
lencia: 63,9% lo considera de amistad; y, en otro rubro, mientras que por 
un lado el 43,9% expresa sentir "confianza'', por otro lado, el 33,7% 
manifiesta "desconfianza'' . 

Para los ecuatorianos, Estados Unidos es importante, y sus relaciones 
con Ecuador son positivas. Es el país que genera la opinión más favorable 
(69%); y, desde otra perspectiva, 82,3% opinó que la relación bilateral es 

1 8  Los más adultos expresan más desconfianza, mientras que los más jóvenes son más proclives a 
expresar confianza en Perú. 
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muy buena; también, 47,6% estimó que esta será mejor dentro de una 
década. Una amplia mayoría estima que la relación de Estados Unidos 
con Ecuador es "muy importante" (44,9%) o "importante" (37%) . Luego 
del comercio, otro aspecto primordial de la relación es el . control del trá­
fico de drogas ilícitas. Más de la mitad de la muestra (54,4%) opinó que 
el carácter de la relación entre Ecuador y Estados Unidos es de amistad y 
33% de sociedad19• El nivel de confianza que suscita Estados Unidos entre 
los ecuatorianos es de · 50,6%, frente a un 34,2% de desconfianza20• 
Guayaquil, con 72%, es la ciudad en la que el nivel de "admiración" es 
mayor ( 13,5% por encima de la media) , mientras que Quito registra 
45,2% de respuestas a favor de esta categoría ( 1 3,2% menos que la media 
nacional) , y donde es mayor el "desprecio" ( 1 6, 1 o/o; 6,3 puntos porcen­
tuales por encima del promedio en el paí�) .  

Una sistematización 

La investigación empírica reseñada tiene significación en muchos senti­
dos, más aun si se asume que tuvo una cobertura nacional que incluyó a 
los asentamientos intermedios y pequeños, los que tienen y ejercen una 
influencia decisiva en el medio rural. Desde esta perspectiva, también es 
importante que, entre los resultados y a nivel geográfico, no se haya regis­

· rrado grandes lagunas de "desconocimiento" en temas externos, lo que 
indica una mayor articulación con lo exterior, aunque sus vías y conteni­
dos sean diversos. En este sentido, la conclusión inicial es, por un lado, el 
alejamiento significativo de la población ecuatoriana de una definición 
aldeana frente a sus referentes externos; y, por otro lado, un alto grado de 
'internacionalización' de las percepciones, vía que nos permite colegir, a 

1 9  Frenre a 3,2% que estimó que el carácter de la relación es de rivales, y a 5% que la estima de 
amenaza. 

20 La Costa, con Guayaquil, es la región en la que se manifiesta el más alto nivel de confianza hacia 
Estados Unidos, con 58,2% (6,7% por encima de la media nacional), al tiempo que en la Sierra, 
sin Quito, el porcenraje de encuestados y encuestadas que dijo sentir confianza hacia Estados 
Unidos desciende a 46,2% (4,4% por debajo de la media). En la capital, 45,7% se inclinó por 
la desconfianza, 1 1 ,5% por

.
encima de la media nacional (34,2%). 
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su vez, que la· economía y la sociedad ecuatorianas tienen cada vez más (¿y 
nuevas?) referencias internacionales para su funcionamiento21 • 

El caso ecuatoriano, dentro de los países que forman América Andina, 
también parece haberse alejado de una definición rural. Si bien aún no se 
conocen las cifras del Censo de población 20 1 1  acerca del "grado de rura­
lidad" de Ecuador, sí puede afirmarse que, como conjunto, incluyendo 
sus formas rurales, el país se ha alejado de una definición reducida a la 
mirada interior a sus fronteras. Dicho rápidamente, se trata de una situa­
ción de 'transición' del país respecto a sus referentes que redefine las for­
mas endógenas (no las elimina) por su relación con el exterior. A su vez, 
la relación con el exterior condiciona la influencia externa al interior del 
país, tanto como somete a una prueba de consistencia a las definiciones 
nacionales básicas, especialmente las estatales. 

Desde aquellas constataciones surge la pregunta acerca del 'momento' 
de conformación de los referentes internacionales de Ecuador. Formulado 
aún sin la debida sistematicidad, cabe interrogarse si, estudiando los pro­
cesos latinoamericanos de construcción de referentes externos, se puede 
trazar una curva de transición hacia referentes internacionales que, final­
mente, remita a promedios y fases, por ejemplo, de percepciones medidas 
con instrumentos similares. Esta curva permitiría señalar un momento en 
la transición ecuatoriana y poner señales de referencia hacia atrás y hacia 
adelante al país. 

Las anteriores aproximaciones formales al tema de la internacionaliza­
ción, sin embargo, no expresan la cuestión central: ¿qué contenido se plan­
tea desde Ecuador para el proyecto de la nación moderna?, ¿a qué tipo de 
articulación internacional se lo relaciona? y ¿qué modalidad de inserción, 
bajo qué forma de la globalización, se está produciendo? La relación entre 
proyecto nacional y globalización es pertinente para la propuesta realizada 
en el estudio introductorio de este libro, pues nos remite al grado de afir­
mación nacional/estatal desde el cual se produce este vínculo. Nuestra 
principal recomendación ha sido enfatizar en la cooperación española para 
el robustecimiento del Estado (y del Estado democrático) y las políticas 

21 Explícitamente, excluimos una mención a la política, que mostraría un retardo en la internacio­
nalización, seguramente correlativo al peso de la constitución del Estado nacional en la forma­
ción de la identidad nacional. 
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públicas, única garantÍa de una articulación internacional de América 
Andina asumiendo la cohesión social como condición. 

Estos párrafos no pueden lograr mayor consistencia si no son confron­
tados con 'datos duros', pues, cabe ratificarlo, se asientan en percepciones, 
cara subjetiva de la 'realidad' . La información de la internacionalización 
de la economía y de la sociedad aún está pendiente. Lo que se puede afir­
mar es que, desde el imaginario ciudadano, la articulación internacional 
es funcional y pragmática. ¿En qué consiste? ¿Cuáles son las aprehensio­
nes hacia lo internacional que subsisten en la ciudadanía? 

Históricamente, Ecuador fue un país de articulaciones internacionales 
episódicas en lo económico y en lo social, que generaban fases de ascenso 
-por la funcionalidad del excedente externo y su peso en el funciona­
miento interno- y fases de descenso -que generaban momentos "depresi­
vos" y de "retorno" a definiciones internas. Esos ciclos han determinado 
una articulación funcional y un uso pragmático de las relaciones interna­
cionales. Las seculares relaciones de dependencia externa siempre provo­
caron una 'actitud defensiva' frente a lo internacional, a la que se suma­
ron muchos elementos del ethos cultural e institucional. 

De este modo, puede afirmarse que, en la actualidad, en el caso ecua­
toriano, asistimos a una reconfiguración de lo internacional (aquello de lo 
internacional que se 'internaliza'), tipificable en procesos sociales y terri­
toriales, donde el proceso se diferencia. Sin embargo, el contexto general 
es la reducción del margen de alejamiento de lo internacional como extra­
ño y la apropiación relativa -lenta- de lo internacional. La expresión más 
alta, pero retrasada por compleja, es el escenario y las instituciones mul­
tilaterales. El rol central puede corresponder a la migración reciente, en 
particular a España. 

La aceptación de las instituciones multilaterales como "propias" o 
como parte del sistema de entidades de referencia, además, implica un 
largo proceso de modificación de la cultura institucional. La cooperación 
europea debe asumir los ritmos, así como los vínculos políticos interregio­
nales deben asumir las formas y la debilidad, de este proceso de confor­
mación de referencias multilaterales. 

Si hay dificultades en el público ecuatoriano (y presumiblemente en el 
latinoamericano) para el ejercicio de la representación en sus propias ins-
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rancias multilaterales, este conflicto se reproduce al asumir a Europa (a la 
Unión Europea) como un 'sujeto político' en el plano de la representa­
ción. El inconveniente para el reconocimiento se profundiza al tratar de 
lograr una interlocución con la comunidad de países europeos -ahora más 
indefinida por ser más amplia-, distinta de formas regionales compara­
bles. La consecuencia es el posicionamiento que adquiere España como 
interlocutor regional y, específicamente, andino. 

Las cifras muestran que, en el público ecuatoriano, España tiene una 
identidad y una ubicación precisas, por sobre otros países europeos y de 
la Unión Europea como conjunto. La migración ha creado un vínculo 
positivo, que ha incluido a España dentro de los países 'amigos' por sobre 
otras consideraciones, y sin la diferenciación geográfica de origen de los 
parientes de o potenciales migran tes. Obviamente, estos lazos arrastran las 
percepciones que en general hace el público sobre las relaciones interna­
cionales, tales como grados de aperturismo u opiniones multilaterales. En 
primera instancia, al separar la característica de ex colonia, los ecuatoria­
nos acumulan muchas significaciones en torno a la migración -como las 
expectativas de movilidad social- y subordinan otras como las relaciones 
comerciales y la 'herencia cultural' .  Dicho de otro modo, los vínculos 
bilaterales -que en absoluto son extraños a los multilaterales- deben pro­
ducir una nueva decodificación del significado de la migración, que pare­
ciera incubarse en el público ecuatoriano. Parece emerger una comunidad 
hispano-latinoamericana radicalmente distinta a la promovida hace déca­
das por el pensamiento conservador, formada por nuevas y modernas rela­
ciones, que, a su vez, anuncian nuevas complejidades. 

Conviene destacar que, en la percepción del público ecuatoriano, la 
lista de mayor proximidad a Ecuador está encabezada por Brasil que, 
como hemos sostenido, no refleja un vínculo complejo ni intenso. Sin 
embargo, en ese mismo grupo (amistad por sobre sociedad), España 
ocupa el tercer lugar. Por ello, convendría inferir que, en el caso de 
España, se trata, desde la visión del público ecuatoriano, de una vincula­
ción compleja pero sin el grado de 'contaminación' (o contradictoriedad) 
jde otras relaciones más intensas, como puede ser con los vecinos u otros 
países del continente, que seguramente quedaron rezagados en el índice 
por la presencia de respuestas más cautelosas o de abierta resistencia. Esta 
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coyuntura debe ser reconocida por las dos partes, y se ratifica con la mani­
festación masiva de amistad y confianza de los ecuatorianos hacia España 
que, evidentemente, no ha sido afectada o, más bien, ha sido construida 
a la luz de las migraciones, tema central resaltado por los encuestados. 

España, como líder de la vinculación entre la Unión Europea y 
América Latina/Andina, debe asumir los significados otorgados por el 
público a las relaciones multilaterales, no sólo en el sentido de las formas 
emergentes de multilateralismo -aperturas ancladas en la nación-, sino en 
el de organismos legitimados para funciones específicas, siendo evidente la 
necesidad de multiplicar la presencia europea en esta nueva fase de relacio­
nes internacionales de América Latina/ Andina, en especial las referidas a 
valores y políticas, que podrían subordinarse a pragmatismos económicos. 

Igualmente, en este mismo contexto, una comprensión más acabada 
del nacionalismo latinoamericano/andino puede cooperar en la doble 
relación española: tanto con Estados Unidos/América Latina cuanto con 
el cuestionamiento e integración intra-latinoamericana. Las legitimidades 
en este tema también son cruciales para América Andina, donde, en algu­
nos casos, las políticas exteriores se desapegan de las percepciones de la 
población. También en este plano pareciera incubarse un re-entendimien­
to de la soberanía, más allá, y también más acá, de la mera soberanía terri­
torial. 

En la perspectiva de una mesa de 'tres patas' (América Latina, Estados 
Unidos y Europa) , la resignificación de la relación con Estados Unidos 
que parece operarse en el público ecuatoriano 'libera' a la Unión de jugar 
un rol de contra-peso y abre la necesidad de lograr pactos claros de inte­
gración, en los que América Latina pueda jugar un rol propositivo e inde­
pendiente. El multilateralismo emergente en la región podría asentarse en 
la independencia frente a potencias y bloques, junto con la asociación 
para metas viables y adecuadas. 
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Tercera parte: 
Migraciones, algunas generalidades 

Siguiendo con el análisis de la encuesta que trabajamos en el anterior acá­
pite, el presente lo dedicaremos a un planteamiento general acerca del rol 
de las migraciones, tanto en la formación de las opiniones de los ecuatoria­
nos en materia internacional (tema central a partir de la directiva de retor­
no de la Unión Europea), cuanto al buscar indicios de la composición de 
las migraciones en España (y por diferencia en Estados Unidos), a partir de 
los potenciales migrantes ecuatorianos. Iniciamos con un planteamiento 
general de los mayores agregados que nos presentan las cifras mencionadas. 

Más de la mitad de la población encuestada (57,9%) dijo tener fami­
liares que viven fuera de Ecuador, siendo esta cifra 5,2% mayor en Quito 
y Guayaquil que la media nacional. De ese grupo, sólo 30,2% declaró que 
tenía familiares que antes vivían en el mismo hogar y que ahora están 
fuera del país. Se concluye, por derivación, que la emigración es un fenó­
meno que afecta directamente al 1 7,5% de la población. 

Con respecto a las remesas, 35,6% de quienes respondieron tener 
familiares viviendo en el extranjero, que antes residían en el mismo hogar, 
informó recibir "dinero de parientes que trabajan en el exterior", cifra que 
corresponde a 6,2% del total. 

Acerca de la importancia de las remesas para la economía de las fami­
lias que las reciben, para más de la mitad de la población encuestada 
(55 , 1  %), estas constituyen menos de la mitad del ingreso del hogar, 
mientras que para 22,4% representan la mitad del ingreso mensual, y para 
1 6,3% constituyen más de la mitad22• España (55, 1 %), Estados Unidos 
(20,4%) e Italia (7, 1  %) son los países de origen de las remesas. 

La predisposición de la población a emigrar ahora es baja: correspon­
de al 34,3%, siendo mayor en los jóvenes (43,5% de entre 1 8  y 35 años). 
El destino de esa potencial migración serían los países que hasta ahora se 
han consolidado como principales receptores de migrantes ecuatorianos: 
37% iría hacia Estados Unidos, 29,6% optaría por España, y 7,8% por 

22 Las f.unilias de Quito y Guayaquil dependen de las remesas en menor medida que las familias 
del resto del país. 
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Italia. En la mayoría de casos la motivación es económica ("por trabajo": 
44,5%, y "por tener un buen futuro económico" : 26,3%) . También, se ha 
reducido a 6,9% la opción de emigrar sin documentos. 

La población evalúa de forma generalmente negativa la emigración de 
sus compatriotas: 74,6% la considera "un problema" .  Desde otra dimen­
sión, 53,3% respondió que la migración es "mala para las familias" de 
quienes emigran, 5 1 ,7% que es "mala para las comunidades", y 45,9% 
que es "mala para Ecuador". No obstante, 88,4% dijo creer que "los mi­
grantes ecuatorianos en Europa y Estados Unidos contribuyen a la econo­
mía del país que los acoge". Esta visión se traduce en la demanda de reco­
nocimiento de una serie de derechos a los migrantes ecuatorianos en el 
extranjero, como salud y reagrupación familiar. 

¿Es la población ecuatoriana igualmente proclive a reconocer los bene­
ficios, como país de destino, que se derivan de la inmigración? El públi­
co tiene una visión predominantemente "negativa'' de la inmigración y no 
reconoce en los inmigrantes los aportes que sí atribuye a los ecuatorianos 
que se encuentran en otros países. Así, 73, 1 o/o se mostró "muy de acuer­
do" o "algo de acuerdo" con la aseveración relativa a que los extranjeros 
en Ecuador "generan inseguridad", 67,3% expresó estar "muy de acuer­
do" o "algo de acuerdo" con la afirmación de que los extranjeros "quitan 
empleo a los ecuatorianos", y 64,2% dijo estar "muy de acuerdo" o "algo 
de acuerdo" con la idea de que "debilitan nuestras costumbres y tradicio­
nes". No obstante lo anterior, 60,7% de los encuestados estuvo "muy de 
acuerdo" o "algo de acuerdo" con que los extranjeros contribuyen a la eco­
nomía del país23• 

Si bien se reveló que la mayoría de los ecuatorianos estima que son 
demasiados los extranjeros que viven en Ecuador, también se evidenció 
que, en general, la opinión que se tiene sobre ellos es positiva (48,7% dice 
tener "muy buena'' y "buena'' opinión de los extranjeros que viven en 
Ecuador) . Aun así, los nacionales de los países vecinos suscitan las opinio­
nes más negativas: 42,5% tiene una opinión "mala'' o "muy mala'' de los 

23 Estas opiniones sobre los efectos de la migración hacia Ecuador tienden a ser más optimistas 
entre la población más joven (! 8-35 años), así como entre quienes perciben ingresos mayores. 
No obstante, Quito es la ciudad más crítica frente a la inmigración, mientras que Guayaquil y 
la Costa expresan mayor apertura. 
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peruanos que viven en Ecuador; mientras 64,2% expresó la opmwn 
correspondiente sobre los colombianos avecindados en el país. En con­
traste, 55% del público mostró tener una opinión "muy buena'' o "buena" 
respecto a los estadounidenses, y 53, 1 o/o sobre los europeos. 

Un índice que establece un valor único para cada uno de los grupos de 
extranjeros por región revela que los europeos despiertan la mejor opinión 
de las regiones del país, salvo en la Costa, sin Guayaquil, donde los mejor 
evaluados son los estadounidenses. 

Tabla N.o 4 
Ecuador: evaluación de grupos de extranjeros emigrantes por ciudad y región (20 1 1) 

Regi6n Chinos Estadounidenses Colombianos Cubanos Peruanos 

Quito -2,95 7,5 -15,62 -11,1 -7,8 

Guayaquil 5,45 12,07 -21,02 -6,02 -6,95 

Sierra sin Quito 2,45 8,6 -13,37 -3,15 -6,45 

C<Jstasin. <:Juayaql,lil , 5,85 • 12,4 -14 , 1 5 -1 ,1  -3, 12 

Oriente 9,75 10,6 -10,20 1,7 -6,37 

Fuente: Base de datos: Ecuadar, las Américas y el Mundo, 201 O. Opinión Pública y Política Exterior. 
Elaboración: Mónica García y Luis Verdesoto 

Europeos 

7,92 

12,85 

8,95 

1 1 ,40 

15,25 

Finalmente, cabe precisar que se tiende a afirmar que la migración ecua­
toriana ha generado una feminización del grupo que permanece en el 
país. Ciertamente, las cifras de la encuesta no muestran diferencias de 
género -que vayan más allá de la composición de la muestra- a nivel 
nacional, ni en cada una de las circunscripciones en que pudo -por signi­
ficancia- desagregarse la muestra24• La feminización es un fenómeno visi­
ble a nivel local en territorios específicos, pero parece perderse en el pro­
medio nacional o de circunscripciones grandes como las trabajadas, lo 
que, a su vez, abre la posibilidad de una emigración femenina también 
alojada en localidades. 

24 Quito, Guayaquil, Sierra sin Quito, Costa sin Guayaquil y Oriente. Esta última región, por el 
número de casos, sólo pudo ser trabajada como conjunto, sin desagregación. 
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Otra de las afirmaciones frecuentes sostiene que la migración corres­
ponde a los indigentes e indígenas. Las cifras, al contrario, muestran que 
quienes se autodefinieron en la encuesta como indígenas registran un 
menor impacto en las familias de la migración (con familiares fuera) , 
tanto como de los analfabetos. En los números sobre el impacto de la 
migración, se sobre-representan quienes se autoidentificaron como blan­
cos, tienen educación secundaria, son de clase media, urbanos, especial­
mente originados en Quito y Guayaquil, e ideológicamente se ubican en 
la izquierda. Esta sobrerrepresentación respecto de cada grupo no quiere 
decir que la mayoría de la población absoluta provenga de estos sectores. 

Algunas precisiones: las remesas 

Trabajamos, inicialmente, con el grupo de quienes reciben remesas, y 
quienes, además de la vinculación económica umbilical con los migran­
tes, son receptores de percepciones generadas en el exterior acerca del país 
de acogida pero también acerca de Ecuador. La remesa, además del hecho 
económico, es un canal de trasmisión/creación de opinión y de influen­
cia. La búsqueda en este grupo puede ser representativa de una 'comuni­
dad de opiniones' de los migrantes, por lo que, adicionalmente, el análi­
sis resulta pertinente para este epílogo. 

Tabla N.0 5 
Ecuador: personas o familias que reciben dinero 
de parientes que trabajan fuera del país por gru­

pos de edad (20 1 1) 

Grupos de edad 

18-35 36-53 54-71 72-89 Total 

46,9% 2 1 ,4% 27,6% 4, 1  o/o 1 00% 

Fuente: Base de datos: Ecuador, las Américas y el Mundo, 2010. 
Opinión Pública y Política Exterior. 
Elaboración: Mónica García y Luis Verdesoto 
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Las remesas son la mayor relación directa con la migración. La edad de 
quienes las reciben (la encuesta no permite conocer el destino) es un sín­
toma de una probable migración 'reciente', que pareciera afectar, básica­
mente, a los núcleos familiares, y menos a la familia extendida25• En todo 
caso, puede sostenerse como hipótesis que de producirse la reuniflcación 
familiar con el primer tramo de edades, tenderían a romperse los víncu­
los con el país generados por las remesas; y, no así necesariamente, otros 
vínculos generados por la migración. Este tema es de singular valor en la 
búsqueda de una nueva agenda para la migración, pertinente para España 
y para América Andina, la misma que debe salir de su estacionamiento 
forzoso en el retorno, o en la manipulación política de la expulsión. 

Tabla N.o 6 
Ecuador: personas o familias que reciben dinero de parientes que tra­

bajan fuera del país por cuartiles con base en el ingreso familiar (201 1) 

Ci.útrtÜes de ingresos 

Estrato 1 Estrato 2 Estrato 3 Estrato 4 
76,8% 22, 1% - .  l , l o/o  Oo/o 

Fuente: Base de datos: Ecuador, las Américas y el Mundo. 201 O. Opinión Pública 
y Política Exterior. 
Elaboración: Mónica García y Luis Verdesoto 

. .  · 

Total 

1 00% . 

Del anterior cuadro deducimos que los receptores de remesas están ubi­
cados, en más de sus tres cuartas partes, en el cuartil más pobre. Lo que 
podemos inferir de estas cifras es que, al margen del origen social de los 
migrantes, quienes se quedaron se ubican entre los más pobres; y que, a 
nivel nacional, las remesas no han logrado sacarlos de esa ubicación de 
ingresos. Los migrantes pudieron estar vinculados a otro cuartil de ingre­
sos (segundo) , pero los que se quedaron están empobrecidos. 

25 Sin embargo, la familia extensa puede realizar servicios vinculados a la migración en cuidado de 
personas y bienes. 
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Tabla N.o 7 
Ecuador: personas o familias que reciben dinero de parientes 

que trabajan fuera del país por circunscripción territorial 
(Quito, Guayaquil y resto del país) (20 1 1) 

Ciudad o región 

Quito Guayaquil Resto del país Total 
',• 

1 6,3% 9,2% 74,5% 1 00% 
Fuente: Base de datos: Ecuador, las Américas y el Mundo, 201 O. Opinión Pública y 
Política Exterior. 
Elaboración: Mónica García y Luis Verdesoto 

Tabla N.o 8 
Ecuador: porción del ingreso mensual que representan las remesas (20 1 1) 

Grupos de edad 
e, ,, ) 18-35 36-53 54�71 72-89 ' 

¿Cuánto Más de la mitad 50% 18,8% 31 ,3% Oo/o 
del 1 7,4% 1 4,3% 18,5% Oo/o 
ingreso 

8,2% 3, 1 o/o 5,1 o/o 0% mensual 
de su · L� mit�d . ..... , ., 

59, 1 o/o . '13,6% . 22,7% 4,5% 

hogar 28,3% 14,3% 1 8,5'Yo 25% 
represen-

. 13,3% 3, 1 o/o 5, 1 %  l o/o  
ta el 

Menos de la mitad 42,6% 22,2% 29,6% 5,6% 
dinero 
que reci- 50% 57, 1 %  59,3% 75% 

be de sus 23,5% 1 2,2% 1 6,3% 3, 1 %  
parientes NS ' 33,3% 1 50% 1 6,7% 0% 
fuera del 

4,3% 14,3% 3,7% 0% 
país? 

2% 3, 1 o/o 1 %  Oo/o 
Total 46,9% 2 1 ,4% 27,6% 4 , 1% 

1 OOo/o 100% 100% 100% 

46,9% 2 1 ,4% 27,6% 4 i %  

Fuente: Base de datos: Ecuadar, las Américas y el Munda, 2010. Opinión Pública y Política Exterior. 
Elaboración: Mónica García y Luis Verdesoto 

1 9 1  

Total 

1 OOo/o 
16,3% 

1 6,3% 
. . TOO%. 

)2:4% 

27,4% 

1 00% 

55, 1 o/o 
55, 1 %  

' 100% 

6, 1 %  

6, 1 %  

1 00% 

100% 

100% 
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Esta población más pobre que se quedó se localiza fuera de Quito y Gua­
yaquil (no hay diferencia entre Sierra sin Quito y Costa sin Guayaquil) . 
Dada la estructura de ingresos del país, las remesas tienen mayor signifi­
cación por el destino donde se realiza ese ingreso y, presumiblemente, por 
la estructura de la familia perceptora. Esto quiere decir que los nexos 
migratorios más fuertes permanecen fuera de las ciudades grandes (ver 
Tabla N.0 8) . 

Para el 55, 1 %  de quienes reciben remesas, estas representan menos de 
la mitad de su ingreso mensual, según la declaración de los encuestados. 
Sin embargo, el tramo de menor edad (no disponemos de información 
acerca de niños y jóvenes de edad inferior a 1 8  años) representa el 46,9% 
del total, siendo este grupo específico el que mayor dependencia tiene de 
las remesas (y cuyo volumen no se puede cuantificar con esta informa­
ción) . También, es posible señalar que la población más adulta (probable­
mente ascendientes de los migrantes) no se presenta como dependiente de 
las remesas (los familiares con más de 54 años, cuyos ingresos representan 
más de la mitad, conforman el 4, 1 o/o del total de receptores de remesas) . 
Aun con esta imprecisión se puede deducir que la significación general de 
las remesas en el conjunto del ingreso es baja, incluso en el conjunto del 
ingreso del cuartil de menores ingresos. Esto no excluye, por supuesto, la 
significación de las remesas para cada caso, o su aglomeración en locali­
dades determinadas de donde provienen los migrantes y/o se asientan los 
familiares dependientes. 

Otras precisiones: las expectativas de migración 

El 34,3% de los encuestados migraría "si pudiera'', lo que constituye 
una cifra considerablemente alta. La expectativa de migración se ubica 
primordialmente en 37% hacia Estados Unidos y 29,6% hacia España, 
dirigiéndose la diferencia -un tercio de los potenciales migrantes- hacia 
terceros países. La recuperación del primer lugar en la expectativa de 
migración por parte de Estados Unidos obedece a que las condiciones 
de visado son similares a las de España, a pesar de que el imaginario 
migratorio -como movilidad social ascendente- se localiza en Estados 
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Unidos antes que en España, aunque sea un país que ofrece facilidades 
lingüísticas. 

¿Qué perfil tienen los potenciales migrantes? La tendencia se concentra 
en las mujeres (53%) antes que en los hombres (47%), aunque esta compo­
sición corresponde, aproximadamente, a la de la muestra, por lo que podría 
afirmarse que no existe una preferencia de género en las expectativas de 
migración, ni en el país al cual potencialmente se migraría. Esto hace supo­
ner que el ciclo de la reunificación familiar (preferentemente en España) 
pueda cerrarse, al menos en lo que al núcleo de la pareja se refiere. 

1 8-35 

60,6% 

Tabla N.o 9 
Ecuador: potenciales migrantes 

por grupos de edad (20 1 1) 

Grupos de edad 

36-53 54-7 1 72-89 

27% 1 1 ,9% 6% 

Fuente: Base de datos: Ecuador, las Américas y el Mundo, 2010. 
Opinión Pública y Política Exterior. 
Elaboración: Mónica García y Luis Verdesoto 

Total 
100% 

La expectativa de migración está relacionada al ciclo vital. El primer 
tramo de edad conformado por ecuatorianos de 1 8  a 35 años agrega la 
mayor expectativa migratoria (60,6%), siendo que cada uno de los cuar­
tiles siguientes desciende a más de la mitad del anterior y, virtualmente, 
se detiene junto con la esperanza estadística de vida. Esto obedece, obvia­
mente, a que la expectativa migratoria se asocia con la probabilidad de 
éxito en el proyecto migratorio y, consiguientemente, con el tiempo vital 
para verificarlo a través de una inserción laboral y vital en el país o región 
de destino. También, puede colegirse que el proyecto migratorio como 
una respuesta de emergencia a la situación económica se ha agotado, y los 
potenciales migrantes tienden a una estrategia más definitiva, aunque no 
por ello deje de ser una respuesta económica. Los más jóvenes tienen 
mayor capacidad de adaptación a la globalización y a condiciones labora­
les diferentes. 
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En el imaginario migratorio no necesariamente se encuentra una res­
puesta a situaciones de pobreza, sino expectativas de inserción internacio­
nal, que podrían acompañar a otras variables de apertura, que se han 
registrado en la encuesta, presentes en toda la sociedad ecuatoriana. Sin 
embargo, hay que matizar la anterior afirmación. Del total de migrantes 
potenciales jóvenes, la predilección migratoria se distribuye casi equitati­
vamente entre Estados Unidos, España y otros países, lo que muestra, por 
un lado, una preferencia de los migrantes de edades intermedias por 
Estados Unidos; y, por otro lado, una preferencia de los más jóvenes y de 
los de menores ingresos por España. Estados Unidos se encuentra más 
afincado en el imaginario de las edades intermedias, esto seguramente 
ligado a una migración más calificada26• 

Tabla N.0 10  
Ecuador: potenciales migrantes por grupos d e  edad y destino (20 1 1 ) 

Edad ::_: 
" '  

EEUU 

España , '  

Otros 

1 8-35 

3 1 ,5% 

33% 

35,5% 

36-53 
' ' ,' 

43,8% 

23;3% 

32,9% 

54-71 

46,9% 

28, 1 %  

25% 

72-89 
,, ' ' 

100% 

0% 

100% 

Total 
"' " ,o 

37% 

29,6% 

33,4% 

Fuente: Base de datos: Ecuador, las Américas y el Munda, 201 O. Opinión Pública y Política Exterior. 
Elaboración: Mónica García y Luis Verdesoro 

¿Hacia dónde se dirige la expectativa de migración? ¿En qué niveles socio­
económicos se ubica la población con expectativas migratorias? 

26 Este tema podría estar más presente en los países de renta media conforme más se estabiliza esta 
posición. 
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Tabla N.o 1 1  
Ecuador: estrato socio-económico, en cuartiles con 

base en el ingreso familiar (20 1 1 )  

Estrato 1 Estrato 2 Estrato 3 "  

Estados Unidos 27,3% 9,2% 0,8% 

España 25% 4,8% 0% 

Otros 22,7% 8,6% 0,8% 

NC 0,4% 0,2% 0% 

Fuente: Base de datos: Ecuador, las Américas y el Mundo, 2010. Opinión Pública y Política Exterior. 
Elaboración: Mónica García y Luis Verdesoto 

.Estrato 4 

0,2% 

0% 

0,2% 

0% 

Como se señaló antes, una vez que se produjo la emigración masiva hacia 
España, Estados Unidos recuperó la aspiración de primer destino migra­
torio, seguido por España, como país considerado individualmente, con 
poca diferencia. A su vez, las tres cuartas partes (75,4%) de la expectativa 
de migración aún provienen del estrato de menores ingresos, sin que se 
persiga una tendencia significativa en los sectores medios y, peor aun, 
altos. Esto muestra que, en general, tomando en cuenta las expectativas, 
no ha cambiado el patrón migratorio por destino ni por origen social, 
aunque, obviamente, se han equilibrado restricciones en los destinos prin­
cipales, lo que hace que Estados Unidos sea un fin algo más preferente. 

Los flujos migratorios 'residuales', luego de la gran ola de inicios de 
siglo, muestran que 35,35% de quienes tienen expectativas migratorias lo 
harían, presumiblemente, buscando la reunificación familiar, pese a que 
su motivación de base -declarada- sigue siendo económica, como lo 
muestra el cuadro siguiente. 
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Tabla N.0 12 
Ecuador: expectativa migratoria por parientes migran tes (20 1 1 ) 

¿Tiene familiares que vivían en este hogar y ahora viven 
¿Si pudiera, se fuera de Ecuador? 

iría a vivir fuera 
de Ecuador? 

Sí No 

36,35% 63,65% 
__ , 

Fuente: Base de datos: Ecuador, las Américas y el Mundo, 201 O. Opini6n Pública y Política Exterior. 
Elaboración: Mónica García y Luis Verdesoto 

El perfil del potencial migrante no tiene diferencia de género, se ubica 
fuera de Quito y Guayaquil (dos tercios), tiene educación básicamente 
primaria y corresponde al perfil étnico-indígena registrado en el Censo 
200 F7• Igualmente, quienes tienen expectativas migratorias en 72,2% no 
han viajado fuera del país antes. 

Entre la población con expectativas migratorias, la posibilidad de 
hacerlo ilegalmente -declarado en la encuesta- no tiene significación, y 
alcanza al 7% del- total de quienes quieren migrar, estando sobre-represen­
tados los hombres y los jóvenes, que lo harían "por trabajo". 

Tanto quienes tienen expectativas de migración como quienes no las 
tienen han manifestado su acuerdo con que el migrante es un sujeto de 
derechos sociales en el país receptor. El complemento de la "forma ciuda­
dana'' que se configura más plenamente en el migrante, a través de la inte­
gración política, es identificar el derecho a votar en el país de acogida, no 
sólo porque esto perfecciona la ciudadanía del migrante, sino porque 
podría ser una manifestación de su búsqueda de incorporación a los pro­
cesos de cohesión social, esto es, contribuir a la formación de una comu­
nidad. 

27 Un dato interesante es que el 64% de quienes tienen expectativas migratorias votaron por Rafael 
Correa, siendo que el discurso presidencial o las políticas públicas de "retención" parecieran no 
contravenir las expectativas migratorias. 
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Tabla N.0 13 
Ecuador: acuerdo con el derecho al voto en el país de acogida de la población 

con expectativas migratorias (20 1 1) 

Muy de Algo de Algo en · Muy en NS NC 
acuerdo acuerdo desacuerdo desacuerdo 

34,5% 32, 1 %  1 3,5% 1 6,8% 2,5% 0,5% 

Fuente: Base de datos: Ecuador, las Américas y el Mundo, 2010. Opinión Pública y Política Exterior. 
Elaboración: Mónica García y Luis Verdesoto 

Total 

100% 

Mirado el mismo tema desde los diversos grupos de ingresos a los que per­
tenecen quienes tienen expectativas migratorias y quienes no las tienen, se 
puede concluir que se trata de una demanda general. 

Tabla N.0 14  
Ecuador: acuerdo con e l  derecho al voto e n  e l  país de acogida según 

estrato socio-económico, en cuartiles, con base en el ingreso familiar (201 1 )  

Estrato 1 Estrato 2 Estrato 3 

Muy de acuerdo 24,9% 8,6% 1 , 1 %  

Algo de acuerdo 24,5% 6,6% 0,8% 

Algo en desacuerdo 1 0,4% 2,8% 0,3% 

Muy en desacuerdo 1 2,9% 3,6% 0,3% 

NS 2,4% 0,3% 0% 

NC 0,3% 0,2% 0% 

Fuente: Base de datos: Ecuador, las Américas y el Mundo, 2010. Opinión Pública y Política Exterior. 
Elaboración: Mónica Carda y Luis Verdesoto 

Estrato 4 

0% 

0, 1 %  

0% 

0,1 % 

0% 

0% 

Para conocer con mayor precisión las diferencias en las expectativas de 
quienes quieren migrar, en relación con los derechos que pretenden ejer­
cer en el país de acogida, y poder compararlas, se elaboró un índice que 
permite la valoración. 
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Tabla N.o 1 5  
Ecuador: índice de demanda de derechos a ejercer en l a  migración 

por expectativas de migración (201 1 )  

Acuerdo o desacuerdo Total expecti- Total expecti- Total expecti-
con que los ecuatoria- vas de migra- vas de migra- vas de migra-

nos que viven en el ción a España ción a Estados ción al resto 
extranjero tengan dere- Unidos de países 

cho a: 

Derecho 1 Llevar a su familia a 3,30 4,02 3,2 1 
vivir con ellos 

Derecho 2 Tener acceso a la educa- 4,04 5,18 4,44 
ción pública 

Derecho 3 Tener acceso a los servi- 4,13 5,40 4,48 
dos de salud 

Derecho 4 Formar organizaciones 3,65 5,34 4,20 
para defender sus dere-
chos 

Derecho 5 Obtener un trabajo en 3,91 5, 1 0  4,40 
igualdad de condiciones 
que los ciudadanos del 
país 

Derecho 6 Votar en el país donde 3,42 4,07 3,82 
residen 

* Para la realización de los índices se valoraron las categorías de respuesta: Muy de acuerdo= +3, Algo de acuerdo=+ 1 ,  
Algo e n  desacuerdo=-! y Muy e n  desacuerdo=-3 
Fuente: Base de ddtos: Ecuador, las Américas y el Mundo, 2010. Opinión Pública y Política Exterior. 
Elaboración: Mónica García y Luis Verdesoto 

Como se puede desprender del cuadro anterior, entre quienes tienen 
expectativas de migración es posible diferenciar la intensidad y la calidad 
de los derechos potencialmente demandados. Así, en los extremos se ubi­
can los expectantes de migración a España, por un lado, con un nivel de 
expectativas, en general, más bajos; y, por el otro, los expectantes de mi­
gración a Estados Unidos, con un nivel de esperanzas más alto en todos 
los derechos. Diferenciando las cifras presentadas por el índice, en el 
rango medio de la brecha se encuentran los derechos sociales de salud, tra-
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bajo y educación. Mientras que, en un extremo se ubica el derecho reivin­
dicativo a la organización, con una distancia que se agranda, y en el otro 
se juntan los derechos de integración familiar e integración política a tra­
vés del voto, con una distancia que se acorta. 

Esta gama podría leerse en el sentido de que la mayor expectativa de 
la migración a Estados Unidos es la capacidad reivindicativa a través de 
organizaciones sociales, mientras que lo contrario ocurriría en relación a 
España, al menos en el plano de las percepciones. El rango de la expecta­
tiva virtualmente compartida es la integración doméstica y política, mien­
tras que los derechos sociales marcan la distancia de la oferta de servicios 
sociales percibida por los eventuales migrantes. 

¿Quiénes quieren migrar a España? ¿Es un grupo social diferente al de 
quienes quieren migrar a Estados Unidos? El corte de género es similar 
entre los dos países, reproduciendo el de la muestra. Respecto del origen 
geográfico, 8,5% del total de expectantes que querrían ir hacia España es 
de Quito y Guayaquil, mientras que 2 1 , 1 %  del mismo universo -la tota­
lidad de migrantes potenciales- tiene origen en las ciudades intermedias, 
pequeñas y el campo. Como se puede observar, mientras en la totalidad 
de la expectativa de migración se reproduce la estructura demográfica del 
país (y en las expectativas de migración hacia Estados Unidos y otros paí-

. ses), en la composición de la migración posible a España tiene mucha más 
importancia el país 'profundo', con la salvedad de Quito y Guayaquil. 
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Tabla N.o 1 6  
Ecuador: potenciales migrantes por origen {201 1) 

Quito y Resto 
Guayaquil del país 

Estados Unidos 35% 65% 

o/o Total 1 3% 24, 1 o/o 

España 28,8% 7 1 ,3% 

o/o Total 8,5% 2 1 , 1 %  
¿ A  qué país 
se iría, si Otros 36,7% 63,3% 
pudiera? o/o Total 1 2% 20,7% 

NC 33,3% 66,7% 

o/o Total 0,2% 0,4% 

o/o Total 33,7% 66,3% 

Fuenté: Base de datos: Ecuador, las Américas y el Mundo, 201 O. Opinión Pública y Política Exterior. 
Elaboración: Mónica García y Luis Verdesoto 

1 00% 

37% 

100% 

29,6% 

1 00% 

32,8% 

1 00% 

0,6% 

1 00% 

Los potenciales migrantes a España han tenido menor contacto con 
extranjeros que los otros grupos con expectativas de migración hacia otros 
destinos. A diferencia de los migrantes potenciales a Estados Unidos, que 
se asientan prioritariamente en el segundo tramo de edades (36-53 años) , 
los posibles migrantes a España se ubican en el primer tramo de edades 
( 1 8-35 años) . La escolaridad y el ingreso son otros diferenciadores, pues 
este último grupo de expectativa migratoria tiene menor grado y se sobre­
representa el grupo de educación primaria, tanto como la pertenencia al 
primer cuartil de ingresos. 
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Otra sistematización 

Hasta aquí hemos planteado la migración desde la percepción de quienes 
cuentan con -o se encuentran elaborando- un proyecto migratorio, en el 
que las motivaciones más evidentes -o más exactamente de primer plano­
son la pobreza y el empleo. Hemos podido determinar difusamente la 
magnitud actual del fenómeno, pero no hemos podido indagar, con 
'datos duros', la otra perspectiva del fenómeno, esto es, la agenda de los 
migrantes en el país de acogida; en nuestro caso, España. En los siguien­
tes párrafos intentamos una aproximación que vaya más allá de la crea­
ción mediática o la manipulación política, que condiciona la cooperación 
y muchas veces nubla la posibilidad de modificar y actualizar los temas de 
tratamiento conjunto (Domínguez, 2009) . 

En el país emisor puede primar un discurso destinado a multiplicar la 
capacidad de retención, vía políticas sociales destinadas a la pobreza (ex­
trema) o de retorno, o vía estímulos, dentro de una amplia gama, desti­
nados a la recuperación de inversión o de capacidades humanas aprendi­
das durante la estancia fuera. Existen indicaciones de que los proyectos 
migratorios no se detienen con ofertas sociales, más aun cuando ellos se 
relacionan con proyectos familiares o comunitarios más amplios. Asimis­
mo, de que el retorno es una 'última opción', ya que supone el fracaso del 
proyecto migratorio y la pérdida de activos acumulados en el exterior. Por 
ello, se manipula los mecanismos de retorno y se los utiliza solo circuns­
tancialmente. 

En nuestro foco de interés: España-Ecuador, el país receptor ha for­
mulado una gama de respuestas y ha oscilado desde la "regularización" de 
la migración ilegal -que ha comprendido incluso otorgar la nacionalidad 
en una considerable dimensión, hasta las restricciones de visado28- a la 
aplicación de mecanismos/estímulos de retorno29• Pese a que en las cir­
cunstancias de crisis los más afectados son los empleos de los migrantes, 
estos prefieren una estrategia de "resistencia'' para permanecer en condi­
ciones extremadamente precarias (e, incluso, la reversión de las remesas, 

28 Que, prácticamente, ha reducido las posibilidades migratorias a la reunificación familiar y la 
'extensión' del permiso de estudios. 

29 Estos últimos han tenido poca eficacia. 
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al traer ahorros afincados en Ecuador) , antes que el retorno, que muchas 
veces sólo puede significar el re-emprendimiento de otro proyecto migra­
torio. 

De este modo, atraer votantes intermedia las políticas de emisores y 
receptores de migración: la invocación ética sobre la 'tragedia' de la migra­
ción (que incluye la representación electoral de los migrantes, mediante 
circunscripciones electorales en el extranjero) , o la aplicación del retorno 
porque afecta al empleo y la identidad nacional (exacerbación del racismo 
y la xenofobia) . Bajo este contexto, tienden a disolverse los objetivos de la 
cooperación internacional para el desarrollo en sus dimensiones identita­
rias, económicas y valóricas, bajo sus modalidades de solidaridad o inver­
sión/ comercio. 

Hemos examinado que, en el caso ecuatoriano, los potenciales mi­
grantes a España no son desempleados, pero sí pobres cuya salida de esta 
condición no son los programas estatales locales sino el mejoramiento de 
su situación. Es decir, existe un proyecto de movilidad social ascendente 
asociado al migratorio, lo que se evidenció en la lista y prioridades reivin­
dicativas. De algún modo, se trata de alcanzar la "ciudadanía social" 
(garantía de derechos sociales) que no puede conseguirse en el país. El 
patrón migratorio ecuatoriano parece mantenerse, con expectativas en 
una porción menor de la población, siendo que los cambios en el origen 
social de los migrantes -incluyendo a sectores de mayor edad e ingresos­
se han redireccionado hacia Estados Unidos. Sin embargo, no sólo se trata 
de migrar para lograr proyectos especulares en parientes migrantes o tras­
mitidos por los medios, sino, también, de una verificación de ciudadanía 
política y organizacional. Antes sostuvimos que las remesas son un vehí­
culo económico y de opinión; ahora podemos complementar que son un 
vehículo de imaginarios para la movilidad social, individual y grupal. Son 
procesos objetivos que no dependen de la eticidad o de voluntades per­
versas, que afectan a todo el universo de potenciales migrantes, pero, que 
sí evidencian la calidad del desarrollo y de la democracia en los países emi­
sores y receptores. 
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Una tercera recomendación 

Los migrantes andinos a España, y en particular nuestra referencia, los 
migrantes ecuatorianos, no pueden ser tomados como un conjunto ho­
mogéneo, objetos de un solo tratamiento, reducido al interés de cada uno 
de los Estados concernidos. Existen muchas formas de tipificación de los 
migrantes y de los procesos que los acompañan, ligadas a infinidad de 
variables. Recogemos algunas que nos permiten organizar una propuesta 
de políticas diferenciadas (o, al menos, sugerir rutas alternativas de for­
mulación de políticas) , ligadas a las diversas situaciones y a las diversas 
expectativas de migración. De este modo, el tratamiento de este fenóme­
no en la agenda bilateral, bilateral/regional y birregional puede reubicar­
se desde perspectivas · menos acusadas. 

Existe una gama de proyectos migratorios y un amplio sendero por el 
cual se concretan. Los proyectos migratorios, como se ha mencionado y 
pese a la misma información analizada en este acápite, no se reducen a 
una respuesta desesperada frente al desempleo y la pobreza. Confluyen ex­
pectativas de movilidad social, relacionadas, por un lado, con el grupo de 
referencia -familiar, comunitario o territorial-; y, por otro lado, con 
oportunidades que se crean a partir de percepciones acerca de otros paí­
ses. La concreción del proyecto migratorio puede ser más o menos exito­
sa, sea por la verificación de expectativas o la modificación in situ de las 
mismas. Del éxito puede derivar un retorno a mediano plazo, o del fraca­
so, uno a corto plazo. El primero no se remite al logro de excedentes com­
parables con los nacionales, sino a la consecución de capacidades de remi­
sión de remesas en montos necesitados, o al logro de condiciones de 
reproducción en el país de acogida, como parte de un proceso de integra­
ción a la sociedad española. 

Examinemos algunos temas del proyecto migratorio, que nos permi­
tan deducir capacidades para los dos Estados concernidos. Los migrantes 
tienden a ser jóvenes, o encontrarse en la primera mitad del ciclo vital, 
con pocas cargas familiares, dispuestos a una inserción laboral que pueda 
sacrificar su calificación previa y responder a la demanda, con una capa­
cidad de emprendimiento, y con disponibilidad de un excedente básico. 
De este modo, se abren muchas posibilidades y lecturas acerca de ellos. 

203 



Luis Verdesoto Custode 

Desde el punto de vista de género, la migración femenina o masculi­
na puede ser incentivada por la demanda laboral en el país de acogida, 
siendo que el proyecto se adecua, así como sus consecuencias familiares 
-desestructuración y reunificación familiares. Desde la situación eraria, la 
condición general es que el migrante cuente con las 'energías' y expecta­
tivas de vida suficientes para re-iniciar un proyecto vital o, en su defecto, 
acompañar la migración de un descendiente. También, la migración en 
los jóvenes de clase media suele entenderse como una oportunidad frente 
a la globalización. 

Hemos sostenido que la recepción de remesas condiciona las opinio­
nes, pero también los proyectos migratorios, e incrementa las expectati­
vas, al tiempo que incentiva las decisiones de los nuevos migrantes. El 
monto de las remesas influye fuertemente sobre las percepciones y los 
proyectos, pues ablanda las condiciones de la migración y la evaluación 
del país receptor. Además, "las diferencias de percepciones dependen de 
muchos factores: objetivos del proyecto migratorio, capital social e infor­
maciones con las que cuenta el inmigrante" (Entrevista a María del 
Carmen Villarreal, 20 1 1 ) .  

¿Por qué se concreta el proyecto migratorio en  España? La fase de aper­
tura del Estado español, las facilidades lingüísticas y las relaciones previas 
inclinaron la balanza, frente a las dificultades que surgieron respecto a 
Estados Unidos. Además, en el contexto de casos específicos, la migración 
es la posibilidad de verificación de derechos sociales aspirados -educación, 
salud, sexualidad y organización-. Una vez producida la migración, emer­
gen, además, derechos políticos como la votación y la inserción comunita­
ria. Pero, fundamentalmente, España fue el país que mostró y dio condi­
ciones concretas de permeabilidad para la migración, lo que redunda en la 
legitimidad que tiene ese país para aquellos con expectativas de migración 
(y para la ciudadanía ecuatoriana en general) ; aunque ahora la permeabili­
dad se haya reducido notablemente, tanto como la crisis puede haber 
impactado, produciendo y trasmitiendo opiniones negativas para eventua­
les migrantes30, lo que también replantea al país de destino31 •  

30 Aunque e l  actual migrante se  reserve la  posibilidad de "aguantar" y "no retornar", para no ser 
considerado un "fracasado" o "no exitoso". 

3 1  Que, como se planteó en el acápite anterior, incluye volver sobre la posibilidad de migración a 
Estados Unidos. 
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Asimismo, tuvo relevancia la favorable opinión inicial de los españo­
les acerca de los (trabajadores) ecuatorianos, que resaltaban valores posi­
tivos. Esta se ha matizado en la medida en que la crisis española se acen­
túa y aparecen como competencia laboral, junto con una profundización 
reivindicativa de derechos laborales; también, esta visión se ha modifica­
do con el estrechamiento de lazos con la Unión Europea, que ha introdu­
cido, en contraparte, un cierto contagio gradual de racismo y xenofobia; 
pero, fundamentalmente, con la mayor visibilidad que han alcanzado los 
ecuatorianos en un segmento de la sociedad española en la última déca­
da. De este modo, han dejado de ser solamente trabajadores útiles para ser 
demandantes activos. 

En relación con el capital social, la confianza que despierte la red que 
ampara la migración es definitiva para tomar decisiones y amortiguar el 
impacto de la fase de instalación doméstica y laboral. A su vez, también 
debemos entenderlo como acumulación de conocimientos y destrezas que 
porta el migrante, los que pueden ser utilizados como una adición de re­
cursos para su inserción al trabajo y doméstica. 

La información con que cuenta, regularmente, el migrante para su 
proyecto es escasa, porque se asume como parte de la i/alegalidad o, en su 
defecto, está deformada por mitos y por el bajo conocimiento de los 
migrantes desde/en el país de acogida. Esta falta de información se pro­
longa durante la instalación y permanencia, convirtiéndose en un meca­
nismo de 'opresión' frente al medio, de prolongación de la informalidad 
y desperdicio de oportunidades32• 

El proyecto migratorio puede tener largo o corto alcance, pues se 
reduce o amplía dependiendo de los recursos de partida o conseguidos, 
que pueden ser instrumentos de integración social en el receptor3 o capi­
tal de retorno34• 

Los proyectos migratorios se reconfiguran. Examinemos, por ello, la 
concreción del proyecto migratorio bajo la óptica de que no se trata de un 
solo proyecto, sino que estos se reforman dependiendo de diversas circuns-

32 Muchas veces los migrantes no acuden a los mecanismos de regularización o educativos por falta 
de información, con la que tampoco cuentan los migrantes más antiguos. 

33 Casa o departamento. 
34 Terreno, casa o dinero para pequeñas inversiones. 
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tancias35• La capacidad de ahorro de los migrantes, dependiendo del sector 
laboral36, determina un ritmo de inserción, la magnitud y alcance de las 
remesas, y la forma de integración. Las parejas de ecuatorianos, en general, 
terminan la fase de procreación, siendo que la integración debe realizarse 
por otras vías37• Lo propio ocurre con la posibilidad de generar lazos matri­
moniales y, más aun, de parentesco. Son significativos los casos de parejas 
mixtas, que modifican las significaciones iniciales de la migración, sin que 
formen parte, estos y otros fenómenos, de las políticas públicas. 

Las estrategias de reproducción de los migrantes se asemejan a las 
maneras para afrontar las crisis de los más pobres en los países de origen38• 
Esto es, estrategias familiares para multiplicar ingresos, fundamentalmen­
te de la pareja, formar o evitar la disolución familiar con un rasero de 
ingresos, u optimización de la vivienda. Las diferencias centrales aparecen 
en los roles de la familia ampliada, que, de algún modo, cuando no exis­
te, es sustituida por allegados connacionales; y en la estrategia educativa 
de los hijos, que tiende a ser sostenida con muchos sacrificios y no es fácil­
mente sacrificada en nivel socio-económico o en calidad39• 

Asimismo, la capacidad de ahorro determina que los recursos destina­
dos a las remesas se diferencien de los recursos destinados a la consolida­
ción del proyecto migratorio. De este modo, coexisten dos estrategias, 
que, dependiendo del 'éxito' del proyecto migratorio (generalmente, la 
adquisición de un estatus legal), pueden fundirse. O, por el contrario -en 
situaciones de crisis como la actual-, se acentúan las remesas por la remi-
sión de los hijos a Ecuador. 

· 

Todas las recomendaciones deben tener en cuenta que un migrante se 
define por la gama de relaciones que sostiene con los residentes del país de 
origen. Sin importar cuál fuere la concreción del proyecto, las relaciones se 

35 En el caso en análisis, es muy importante la Nueva Ley de Extranjería de España. 
36 Servicio doméstico, construcción, hotelería y actividades rurales. 
37 Sin embargo, no fueron pocos los casos de reivindicación de la nacionalidad española para los 

hijos de ecuatorianos nacidos en territorio español afectados por el conflicto de interpretación 
constitucional. 

38 Las situaciones límite de la reproducción, como el desempleo, pueden ser afrontadas también 
desde la informalización de actividades. 

39 Cabe recordar que las familias ampliadas pueden (re) constituirse entre los migrantes (hermanos, 
tíos, hijos, abuelos y allegados de la comunidad de origen). 
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sostienen dentro de marcos específicos, que hacen las políticas acerca de la 
migración de los dos Estados. Un tema central es que se avizora una suer­
te de segunda generación de migrantes, que sostienen otra relación con 
Ecuador y con España, cuya agenda dista de la clásica y se refiere a temas 
de la modernización y de su particular aprehensión de la globalización, no 
obstante la situación socio-económica desde la cual la formulen40• 

En suma, se trata de que las políticas acerca de la migración en los dos 
Estados levanten la mirada hacia las nuevas situaciones del fenómeno, 
partiendo de situaciones objetivas, esto es, la relativa permanencia de la 
migración y los lazos modernos que se han creado por parte de los acto­
res sociales surgidos de la misma, quienes reconfiguran sus lazos con 
Ecuador y con España. 
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